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INTRODUCCION. 

La expedición de la i.ev de Procedimiento Administrativo para el Distrito Federal, 
obedece a la necesidad de creación de un solo procedimiento que defina las bases 
de la actividad admlnlstratlVa mediante principios aplicables a todos los órganos 
que la Integran en un marco de un procedimiento general tipo, sin que ello 
signifique la expulsión de los diversos procedimientos previstos en las diferentes 
leyes y reglamentos administrativos específicos, esto para asegurar el mínimo de 
unidad de principios y lograr as! la justicia administrativa, cumpliendo con las 
garantías de legalidad y seguridad jurídica que consagra nuestra Constitución. 

Existe en la actualidad dentro de la acción de la Administración Pública del Distrito 
Federal un gran número de leyes y Reglamentos de carácter administrativo, que 
tienen como finalidad regular las diversas actividades que desarrolla la 
administración pública y su relación con los particulares, y como consecuencia 
existe gran diversidad de procedimientos administrativos regulados por cada Ley o 
Reglamento aplicable a cada caso en concreto, los que en algunos casos son muy 
antiguos y obsoletos. 

De lo anterior se deriva la gran Importancia y trascendencia que representa la Ley 
de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal y su SUpletorledad, pues como 
se dispone en su articulo 4°, se debe aplicar a los diversos ordenamientos jurídicos 
que regulan a la Administración Pública del Olsbito Federal con algunas 
excepciones. 

En la mayoría de los casos, las Leyes y Reglamentos de carácter administrativo en 
que basa su actuación tanto la Administración Pública por conducto de las diversas 
autoridades admlnlstratlvas como los particulares, establecen determinado tipo de 
procedimiento, asl como de recursos para cada caso en concreto, y en algunos 
casos las mencionadas leyes y Reglamentos dada su antigüedad resultan 
obsoletas e Inaplicables o en muchos de los casos el procedimiento que plantean 
es Insuficiente o contienen lagunas que Impiden u obstaculizan una actuación 
eficiente de las autoridades frente a los gobernados, lo que a futuro dichas 
deficiencias tienen que ser subsanadas por las autoridades judiciales como 
consecuencia de que el particular promueva ante los Tribunales admlnlstrallvos la 
nulidad del procedimiento administrativo en virtud de las Irregularidades 
presentadas durante el desarrollo del mismo, es por lo que la l.eV de 
Procedimiento Administrativo, debiera establecer un procedimiento claro y preciso 
que no deje lugar a dudadas para el particular en cuanto a su aplicackSn y de la 
legalidad a la actuación de las autoridades administrativas, pues esta Ley viene a 
subsanar las lagunas que pudieran encontrarse en los diversos ordenamientos 
jurídicos aplicables de carácter administrativo. 
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En la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, desde un punto de 
vista personal, lo relativo al desarrollo y tramitación del procedimiento 
administrativo presenta una serle de normas que no son claras en cuanto a su 
contenido, las cuales lejos de cumplir con los fines de la propia Ley, hacen Ineficaz, 
lenta y obsoleta su aplicación, por lo cual se requiere que el procedimiento 
administrativo que regula sea perfeccionado para el cumplimiento de su fines, 
buscando proporcionar verdaderamente al gobernado un cuerpo de normas 
jurídicas claras que faciliten su actuación frente a la administración pública. 

Por otra parte, la problemática que representa la aplicación de la Ley de 
Procedimiento Administrativo radica en que el procedimiento no es claro en el 
sentido de que primeramente no se establece con claridad si la misma ley es 
principal o accesoria de las ya existentes, y quien es la autoridad encargada de 
aplicarla o basar su actuación en la misma, no se precisa en que momento se da 
Inicio al procedimiento con base en esta Ley, no hay dictado de un auto admlsorlo 
o lnlclal, el desarrollo del periodo probatorio en lo referente al ofrecimiento, 
admisión y desahogo no es del todo claro, todo esto es de suma Importancia pues 
existen algunos Reglamentos y Leyes que dada su antigüedad son obsoletos. 

Por los motivos antes expuestos, el desarrollo del presente trabajo de Investigación 
tiene como finalidad proponer que el procedimiento que regula la Ley de 
Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, sea perfeccionado en el sentido 
de ser claro en cuanto al contenido de sus nonnas, tornando corno fundamento 
las supremacía ConstitUdonal que se estatuye en el Articulo 14, no con el ánimo 
de prolongar el procedimiento, sino simplemente sea claro, pues el mismo 
representa una gran Importancia derivada de su supletorledad a la gran diversidad 
de los procedimientos administrativos que se regulan en Igual número de leyes y 
reglamentos existentes de carácter administrativo. 

El desarrollo del presente trabajo de Investigación, constará de cuatro capítulos en 
los que se hablará; en el primero de los antecedentes históricos de los 
procedimientos administrativos, principalmente en aquellos países de gran 
Influencia en nuestro Derecho Mexicano en cuanto a las formalidades del 
procedimiento administrativo, en el segundo capítulo se estudiará el marco 
conceptual dando las diversas deflnldones aflnes al terna de Investigación, en el 
capítulo tercero se estudiará la Garantía de Audiencia y la figura Jurídica de la 
supletorledad haciendo un estudio del artículo 14 constitucional , en virtud de que 
dicho precepto debe Imperar en cualquier tipo de procedimiento, ya en el capítulo 
cuatro se expondrá la parte esencial del presente trabajo de lnvestlgadón en el 
que hará la propuesta del porque se necesita perfeccionar el procedimiento 
administrativo que regula la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito 
Federal, en el que se hará la propuesta de cómo debería estar regulado el 
procedimiento en algunos aspectos de suma Importancia. 
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El desarrollo del presente trabajo de Investigación se basa principalmente en la 
consulta de fuentes documentales consistentes en libros de Derecho 
Administrativo, Derecho Procesal, Juicio de Amparo, entre otras materias afines al 
presente tema, asimismo se consultarán Legislaciones de carácter Administrativo y 
tesis Jurlsprudenclales; la Investigación se realizara haciendo el estudio del tema 
en general, para establecer al final del mismo las conclusiones a que se llegan con 
el desarrollo del tema Investigado, por lo que se emplea el método deductivo, pues 
se parte de lo general para llegar a lo particular. 
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CAPITULO l 

ANTECEDENTES HISTORICOS. 

"Es bien sabido que las Instituciones de un pueblo, nunca son absolutamente 
autóctonas, es decir, jamás se generan sin la Influencia exterior, el mismo 
Derecho Romano se Inspiró en el antiguo Derecho de las polis griegas, 
repercutiendo a su vez, en la fonnaclón de las Instituciones Jurídicas de países 
Europeos, el Derecho de éstos, principalmente el de España e Inglaterra se 
transplantó a América, en cuyo continente los países que reconocen como 
madre patria a dichos grandes Estados, han estructurado su régimen jurídico 
confonne al modelo de la metrópoli."1 

Es preciso señalar la Importancia que adquiere la regulación del procedimiento 
administrativo a través de diversos ordenamientos que detennlnaron los 
aspectos esenciales de la actividad administrativa, así como la poslbllldad de 
partlclpaclón de los administrados en la creación de actos y resoluciones que les 
afectaban (garantía de audiencia), a través de los medios de defensa 
contemplados dentro del sistema jurídico. 

Los modelos que se analizan como antecedentes a las fonnalidades esenciales 
del procedimiento administrativo son básicamente tres: 

1.- En el Derecho Español, con la Ley Española de Procedimiento Administrativo 
de noviembre de 1958, por su acercamiento al Derecho Mexicano. 

2.- El congreso del Instituto Internacional de Ciencias Administrativas celebrado 
en Varsovia en el año de 1936, pues en este se llegó a la conclusión de 
cuales son las bases mínimas que deben Imperar en cualquier tipo de 
procedimiento tramitado ante las autoridades administrativas. 

3. - El principio Anglosajón de "el debido proceso legal", pues este precepto en la 
Doctrina Anglosajona alcanzó una gran precisión, pues garantizaba la 
propiedad, la vida, la libertad, los derechos de los hombres en CXllltra de las 
fonnas arbitrarlas de proceder del poder público. 

1.1. EN EL DERECHO ESPAÑOL 

España con la expedición de diversas leyes Administrativas, tendientes a crear 
las bases unificadoras de un procedimiento tipo, tuvo una gran influencia en la 
Legislación de los Estados de lengua Española, siendo en el presente caso el 
contenido de nuestras leyes de procedimiento Administrativo, en las que la 

1 Burgoa Orlhuela, Ignacio. Lds GaranlÍifS IndividUilles. 33• Edición. Editorial. Poinia. Méxi:o. 
2001. pág. 103. 



esencia principal es dar garantía a los gobernados respecto a la actuación de la 
administración frente a los partlculares. 

El antecedente mas remoto de Leyes de Procedimiento Administrativo en 
España, lo constituye la Ley de 31 de Diciembre de 1881, en esta Ley se daban 
las bases para el procedimiento de las reclamaciones económico­
administrativas. 

Posteriormente se expidió la Ley Española de fecha 19 de octubre de 1889, la 
cual fue conocida como la Ley Azcarate, originándose en Europa el movimiento 
uniformador del procedimiento Administrativo, esta Ley fue la primera Ley 
general de procedimiento administrativo que Intentó la regulación uniforme del 
procedimiento al que debían someterse los distintos departamentos de la 
administración en la tramitación de sus expedientes, la cual supuso un paso 
decisivo en la evolución del Derecho público Español. 

En la España Franquista se decide expedir la Ley de Procedimiento 
Administrativo de fecha 17 de julio de 1958; por la que la Administración del 
Estado debe ajustar su actuación a las prescripciones de esta Ley, misma que se 
adecuo a las disposiciones Constitucionales de la Ley suprema, resultando de 
Importancia fundamental, pues elevó a rango Constiudonal los derechos de los 
particulares que se deben salvaguardar por el legislador y la Administración 
Pública, es decir, la Constitución Española atribuyó a la competencia exclusiva 
del Estado el procedimiento Administrativo común. 

La Ley Suprema Española disponía que la ley regulara: a) la audiencia de los 
ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones 
reconocidas por la Ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones 
administrativas que les afecten, b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y 
registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y defensa del 
Estado, la averiguación de los delitos y la Intimidad de las personas, c) El 
procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, 
garantizando, cuando proceda, la audiencia del Interesado. 2 

Por otra parte esta Ley administrativa al ser una Ley de bases de Procedimiento, 
fue necesario desarrollarla a través de los Reglamentos de procedimiento de los 
distintos Ministerios, en vlrtlld de que cada Ministerio había dictado su propio 
Reglamento, de ahí que España se encuentre entre los países que contaban con 
una minuciosa regulación del procedimiento administrativo, contenida en 
diversas disposiciones. 

' Flx Zamudio Héctor. Introducdón a la Justicia admtrlslmlivil oo el onJenilm/ento Mex/ciJno. 
Editorial. Colegio Nacional. México. 1983. pág. 30·31. 



Al entrar en vigor esta Ley de Procedimiento AdmlnlstrallvO Español, estaban 
vigentes los siguientes Reglamentos de procedimiento administrativo: 

- Presidencia del Gobierno: 4 de enero de 1915 
- Ministerio de asuntos extemres: de 17 de abril de 1890 
- Ministerio del Ejercito; de 25 de abril de 1890 
- Ministerio de Justicia: de 9 de Julio de 1917 
- Ministerio de Marina: de 25 de abril de 1890 
- Ministerio de la Gobernación: de 31 de enero de 194 7 
- Ministerio de Hacienda: de 13 de octubre de 1903 
- Ministerio de Obras Públicas: de 23 de abril de 1890 
- Ministerio de Educación Nacional: de 30 de diciembre de 1918 
- Ministerio de Agricultura: de 14 de junio de 1935 
- Ministerio de Trabajo: de 2 de abril de 1954 
- Ministerio de Comercio: de 18 de agosto de 1951 
- Ministerio de Industria: de 7 de septiembre de 1954. 

Esta diversidad de disposiciones reglamentarlas y la diferente regulación en 
aspectos fundamentales del procedimiento Administrativo carecía de unidad y 
sentido, por lo que surgió la necesidad de unificar la regulación del 
procedimiento administrativo que superara la diversidad de normas existentes y 
respondiera a las exigencias die la Administración. 

Esta Ley de Procedimiento Administrativo de 1958, atiende en primer lugar a un 
criterio de unidad, procura en lo posible reunir las normas de procedimiento en 
un texto único aplicable a todos los departamentos ministeriales, con algunas 
salvedades, como por ejemplo respecto de los MlnlsterloS Militares, respeta la 
especialidad de determinadas materias administrativas, cuyas peculiares 
caracteóstlcas postulan un procedimiento distinto del ordinario y a las que la 
Ley se aplicara con carácter supletorio. 3 

Como preámbulo de esta ley se expone que la necesaria presencia del Estado 
en todas las esferas de la vida social exige un procedimiento rápido, ágil y 
flexible, que permita dar satisfacción a las necesidades públicas, sin olvidar las 
garantías debidas al administrado, en cumplimiento de los prlnclploS 
consagrados en sus leyes fundamentales. 

Para poder damos cuenta de la gran Influencia que representa la Ley de 
Procedimiento Admlnlstrattvo Español en la elaboración de Leyes de 
procedimiento administrativo en México tanto a nivel federal como local, es 
necesario referimos a ella, en un breve estudio de todos sus aspectos, y muy en 

' Cfr. Goozález Pérez Jesús. CcmentarioS a Ja Ley de ProcedimierllD Adm/ni>tralivo. EdlllJrlal 
Clvflas S.A. Madrid. 19n. p¡\g. SS y ss. 
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especial en lo referente a las formalidades esenciales dentro del procedimiento 
Administrativo. 

En virtud de esta Ley, la obligatoriedad para que la administración siga un cause 
determinado a fin de formar sus manifestaciones de voluntad, obedeció a dos 
Ideas: una de eficacia administrativa y otra de garantía a los administrados. Por 
Influencia del Derecho Procesal Español, el establecimiento de los trámites que 
necesariamente deben observarse cuando la administración actúa en relación 
con sus gobernados, constituyó un medio para defender la seguridad de éstos, 
al mismo tiempo que para conseguir la efectiva realización de los fines públicos. 

La Ley Española reúne en lo posible su compleja legislación administrativa y 
ofrece a los funcionarios y administrados un texto del contenido mas amplio 
posible, regula además el procedimiento administrativo en sentido estricto, el 
régimen Jurídico de los actos, así como otros aspectos de la acción 
administrativa que se relacionan. 

Los principios uniformadores de la Ley Española son los siguientes: UNIDAD, 
EFICACIA, ANTIFORMAUSMO Y OFICIALIDAD. 

La tendencia a la unidad, consiste en reunir las normas de procedimiento 
administrativo en un texto único aplicable a todos los departamentos, con las 
salvedades exigidas por la especialidad en determinadas materias. 

La preocupación por la ef/Cilc/iJ administrativa se desarrolla con arreglo a las 
normas de economía y celeridad, se busca el establecimiento de un 
procedimiento rápido, amplio y flexible. 

La manifestación de antiformallsmo se proyecta en dos sentidos; en relación con 
los actos de los administrados al permitirles que formulen alegaciones en 
cualquier momento sin que exista como norma un plazo preduslvo para ello, y 
al establecer la categoría de los actos Irregulares, los cuales aunque estén 
afectados por algún vicio no pueden ser objeto de anulación. 

El principio de la eficacia administrativa no constituye un obstáculo para que a lo 
largo de la Ley brille, Igualmente, una preocupación por la garantía de audiencia 
de los administrados, se pone de manifiesto la exigencia de que se les 
notifiquen las resoluciones que afecten sus derechos o Intereses. 

La Idea de la Eficacia y de la Garantía de audiencia de los administrados 
conducen a la consagración del princlplo de of/Oil/idad, en primer lugar, el 
mandato de que el procedimiento se Impulse de oficio en todos sus trámites y 
además, el deber de la administración de desarrollar también de oficio, los actos 
de Instrucción adecuados para la determinación, conocimiento y comprobación 
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de los datos en virtud de los cuales debe pronunciarse la resolución, en 
particular, la práctica de las pruebas que juzgue pertinentes. 

Esta Ley de Procedimiento Administrativo Español, además de regular el 
procedimiento general tipo al que se deben sujetar todos los departamentos 
Ministeriales con algunas salvedades, regula en su Título VI tres procedimientos 
especiales, tales corno: a) el procedimiento para la elaboración de disposlclones 
de carácter general, b) procedimiento sancionador y c) procedimiento de las 
reclamaciones previas al ejercicio de las acciones civiles y laborales. 

Además contempla el procedimiento de gestión cuando los órganos 
administrativos deban resolver una serle numerosa de expedientes 
homogéneos, en el cual pueden utilizar formularlos Impresos u otros métodos 
que permitan el rápido despacho de los asuntos, siempre que no se lesionen las 
garantías jurídicas de los Interesados y el procedimiento de urgencia el cual se 
admite cuando razones de Interés público lo aconsejen y su única especialidad 
consiste en la reducción a la mitad de los plazos establecidos para el 
procedimiento ordinario. 

El procedimiento administrativo general tipo regulado por esta Ley tiene las 
etapas de INICIAOÓN, ORDENAOÓN, INSTRUCQÓN y TERMINACIÓN.4 

En la iniciación, el procedimiento se puede Iniciar de oficio, a Instancia de 
parte Interesada o por acuerdo del órgano competente. 

Quien pone en conocimiento de la administración hechos que puedan 
determinar la Incoación de un procedimiento no debe considerarse corno 
Interesado en la resolución que recaiga, sin embargo, es evidente que en 
algunas ocasiones puede existir algún Interés Indirecto. 

Por lo que hace a la Iniciación a Instancia del Interesado se advierten requisitos 
subjetivos, objetivos y de la actMdad. 

En los requisitos subjetivos, toda persona natural o jurídica podrá dirigir 
Instancias a las autoridades y organismos de la Administración del Estado en 
materia de su competencia; La presentación de la Instancia da lugar al 
nacimiento de la relación jurídica entre la administración y el administrado, el 
firmante debe ser una persona con capacidad y legitimación sufk:tente para 
entablar el tipo de relaci6n de que se trate. Por lo demás esta claro que se 
podrá actuar por medio de representante, acreditando la misma en los 
supuestos que proceda. 

' ldem. Pilg 409 V ss. 



En el escrito por el que los Interesados Insten de un procedimiento, hay que 
distinguir el contenido esencial y accidental como requisitos objetivos. El 
esencial esta Integrado por el nombre, apellidos y domicilio del Interesado, o en 
su caso de la persona que lo represente, los hechos, razones y circunstancias en 
que se concreta la petición, el lugar, la fecha y forma y el centro o dependencia 
a la que se dirige. 

El contenido accidental comprende el señalamiento de un domicilio distinto al 
del Interesado para oír notificaciones, la proposición de pruebas, la petición de 
que se adopten medidas provisionales para asegurar la eficacia de la resolución 
que pudiera recaer, y la solicitud de acumulación del expediente a otro u otros 
con los que guarde Intima conexión. 

Los requisitos de la actividad se refieren al lugar y tiempo; por lo que hace al 
lugar, los escritos dirigidos a la administración podrán presentarse en los 
diferentes centros establecidos para ello, en relación al tiempo, hay que 
observar los plazos que en cada caso se fija para Iniciar el procedimiento de que 
se trate. 

Los efectos que se derivan de la Iniciación del procedimiento pueden dividirse en 
esenciales y accidentales; en los esenciales la administración tiene la obligación 
de dictar el acto administrativo resolutorio y el Interesado el derecho de obtener 
una resolución, a contrario sensu los accidentales se producen solo en 
determinados casos destacando; el establecimiento de medidas provisionales a 
fin de asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, la acumulación 
de los expedientes a otros con los que guarde íntima conexión; la preferencia 
para la obtención de los daños que provoque dicha Iniciación posteriormente y 
la Interrupción de los plazos de la prescripción o de caducidad en el ejercicio de 
una potestad. 

En la Legislación Española la ordenad6n del procedimiento administrativo 
comprende el conjunto de actuaciones que tiende a procurar su 
desenvolvimiento hasta llegar a la resolución final. El estudio de la ordenación 
supone el de los principios que Informan su tramitación (oficialidad, Igualdad 
ante la ley, Eficacia), asi como las comunicaciones y notificaciones que puedan 
verificarse en el curso del mismo. 

Para el caso que no se cumplan con tales principios, el Interesado podrá 
reaccionar antes de que se dicte la resolución final presentando una reclamación 
en queja, el escrito de queja tiende a conseguir que se desarrollen los actos que 
hayan sido omitidos por la administración. 

La reclamación contiene también requisitos subjetivos, objetivos y de la 
actividad, en los requisitos subjetivos el escrito de queja se eleVa al superior 
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jerárquico de la actividad o funcionario que se presuma responsable de la 
Infracción o falta cometida en la tramitación del expediente, podrá formularla el 
Interesado. 

Puede reclamarse en queja todos los defectos de tramitación y en especial los 
que supongan la paralización del procedimiento, la Infracción de los plazos 
preceptivos, la omisión de los trámites que pueden subsanarse antes de la 
resolución del asunto y el Incumplimiento del deber de la administración de 
dictar una resolución expresa (requisito objetivo). 

Para el tiempo, no existe un plazo prefijado para formular la queja, pero se 
deqerá promover antes de que recaiga el acto definitivo que resuelva el 
expediente (requisito de actividad). 

El régimen legal de las comunicaciones entre los órganos administrativos y las 
notificaciones a los Interesados esta Inspirada en las Ideas de eficacia y 
seguridad jurídica. 

Los actos de instrua:idn tienden a proporcionar al órgano decisorio los 
elementos de juicio necesarios para una adecuada resolución; tales elementos 
podrán derivarse de las alegaciones de los Interesados, de los Informes que 
emitan los órganos distintos del que ha de resolver y de las pruebas que se 
practiquen, ello no Implica necesariamente que en todo procedimiento se den 
todos los actos de Instrucción citados, que son los que regula la Ley, pues en 
algunos casos bastan las alegaciones aducidas por el Interesado en su escrito 
Inicial para que la administración sin mas trámite dicte la resolución que 
proceda. 

Las alegaciones se presentan en cualquier momento del procedimiento y · 
siempre con anterioridad al trámite de audiencia, estas serán tomadas en 
cuenta por el órgano competente al redactar la cooespondlente propuesta de 
resolución. 

Los Informes son los "pareceres" que emiten las autoridades, los funcionarios u 
organismos distintos de aquellos a quienes corresponde dictar la resolución 
respecto de las pretensiones, hechos o derechos que sean objeto del expediente 
y que sirve para proporcionar los elementos de juicio necesarios para la 
adecuada resolución del asunto. 

Los requisitos que regulan la Instrucción son: subjetivos y de la actividad 

En los requisitos subjetivos corresponde al órgano competente acordar la 
Información pública para resolver el expediente, pueden formular alegaciones 
cuantas personas tengan Interés en el asunto, conforme a los requisitos 



objetivos, podrá adoptarse dicho acuerdo cuando la naturaleza del 
procedimiento lo requiera o cuando afecte sectores profesionales, económicos o 
sociales organizados corporativamente. 

El examen del expediente se practicará en la oficina en que se tramite y las 
alegaciones podrán presentarse de acuerdo a los criterios generales sobre la 
presentación de los escrito dirigidos a la Administración (lugar). 

El plazo para efectuar el examen del expediente no podrá ser Inferior al ya 
establecido (requisito de actividad). 

La prueba dentro de la Instrucción se encuentra encaminada a demostrar la 
existencia o Inexistencia de los datos que han de tenerse en cuenta al dictar la 
resolución, la administración debe comunicar a los Interesados con antelación 
suficiente, el inicio de las operaciones necesarias para el desahogo de las 
pruebas que hubiesen sido admitidas o que se juzgue necesario en el caso que 
la prueba se practique de oficio; en la notificación debe consignarse el lugar, 
fecha y hora en que se practicará la prueba. 

Por último dentro de la Instrucción falta analizar la audiencia del Interesado que 
es el derecho para examinar el expediente y formular las alegaciones 
respectivas sin omitir la obligación de la administración de proporcionar a los 
Interesados tales oportunidades, constituyendo dentro del orden procedimental 
administrativo la mejor garantía de seguridad jurídica. 

Dentro de la termlnacidn ponen fin al procedimiento; la resolución, el 
desistimiento, la renuncia al derecho en que se funde la Instancia y la 
declaración de caducidad, de estas cuatro vías, solo una, la resolución 
constituye el medio normal de terminar el procedimiento administrativo, pues 
únicamente a través de ella se cumplen todos los pasos de aquel, en cambio las 
otras tres Implican la terminación anormal del procedimiento al no llegarse a 
dictar el acto resolutorio. 

La resolución podrá adoptar cualquiera de las formas del acto administrativo, 
aunque la normal es la expresa, en cuyo caso decidirá todas las cuestiones 
planteadas por los Interesados y aquellas otras derivadas del expediente, si no 
recae resolución expresa el procedimiento administrativo podrá terminar en 
virtud del silencio administrativo. 

Todo Interesado podrá desistirse de su petición a Instancia o renuncia a su 
derecho, si en el escrito de Incoación se hubiese formulado por dos o mas 
Interesados el desistimiento o la renuncia solo afectaran a aquellos que la 
hubieran formulado, tanto el desistimiento corno la renuncia podrán hacerse 
oralmente o por escrito. 

,·, 



La administración esta obligada a aceptar el desistimiento o la renuncia y a 
declarar concluilo el procedimiento siempre y cuando no concurra alguno de 
estos supuestos: 

1.- Que habiéndose apersonado terceros Interesados insten éstos la 
continuación del procedimiento dentro del plazo señalado por la Ley. 

2.- Que la cuestión suscitada por la Incoación del procedimiento entrañe el 
Interés general o fuera necesario sustanciarla para su definición y 
esclarecimiento. 

La caducidad del procedimiento es la consecuencia del Incumplimiento por parte 
de los Interesados al no efectuar determinadas actuaciones sin las cuales aquel 
no se pueda tramitar, por tanto la caducidad se produce cuando la paralización 
es Imputable a kls interesados, circunstancia que muy e~cepcionalmente ocurre, 
habida cuenta de que el procedimiento debe Impulsarse de olido. 

Por último hay que señalar que los actos y acuerdos de la administración son 
Inmediatamente ejecutivos salvo que se acuerde su suspensión. 

Posterior a la ley de 1958 se ~pidió con fecha 27 de noviembre de 1992 la Ley 
de Régimen Jwídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo común, dejando sin efectos parcialmente la Ley de Procedimiento 
Administrativo de 1958, entre otras disposiciones legislativas. 

Esta Ley se eicpidió por la necesidad de introducir reformas profundas en 
materia de procedimiento Administrativo, tornando en cuenta tanto la 
multiplicidad de administraciones Públicas a las que la Ley va dirigida, como la 
necesidad de ampliar y reformar las garantías de los ciudadanos para la 
resolución justa y pronta dz los asuntos. 5 

Con esta ley se recoge las normas relatiVas a los interesados, se regulan las 
especialidades de la capacidad de obrar en el ámbito de derecho admlnistratiVo, 
la legitimación para intervenir en el procedimiento, la comparecencia a través de 
representantes, la pluralidad de interesados, dando con ellos cumplimiento a lo 
establecido en la Constitución, en lo referente a el derecho de audiencia de los 
interesados como pieza angular del procedimiento administratlvo, es decir, 
establece las fonnalidades y garantías que se deben respetar y otorgar a todo 
administrado previo a la afectación de su esfera jurídk:a por parte de las 
autoridades de la Admlnlstración6

, las cuales son: 

' Cfr. González Pkez Jesús v otro. úJmentarloS a la Ley del régmen JurídCo de las 
Mmin/stliJC/ones Pubflcas y ProcedimlentD AdmlnJstrativO. Edltorial. CM!as S.A • Madrid 
1997. pág. 77. 

' ldem. Pág. 34 V ss. 
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1.- Principio General.- Este principio se refiere principalmente al Inicio del 
procedimiento, y se da cuando la solicitud o petición del particular ha llegado al 
órgano competente y el procedimiento ha quedado Incoado o bien cuando la 
autoridad ha Iniciado de oficio el procedimiento cuyo resultado afectarla los 
derecho o Intereses de los gobernados. 

2,- El Órgano Administrativo, refiriéndose al órgano competente, el cual debe 
contar con objetividad, Independencia e Imparcialidad en la Instrucción y 
decisión del procedimiento administrativo que se les plantee. 

La Competencia, es Irrenunciable y ejercitada por los órganos administrativos 
que la tengan atribuida como propia. 

La recusación, la cual representa la garantía del principio de Imparcialidad y que 
consiste en excluir de la Intervención en el procedimiento a todos aquellos a que 
tengan una relación con los Interesados o con el objeto, que permita presuponer 
una parcialidad en su actuación. 

3.- El derecho de Defensa.- el derecho de defensa y los procedimientos 
administrativos, principio general de Derecho y derecho fundamental reconocido 
en la constitución Española en su proyección a los procedimiento 
Administrativos es la defensa y la contradicción. 

La Ley supone que se debe garantizar: el posible acceso al procedimiento de 
todos aquellos cuyos derecho e Intereses pudieran resultar afectados por la 
Resolución¡ que en el Procedimiento puedan realizarse cuantos actos de 
Instrucción (alegaciones y pruebas) fueren necesarios para la determinación, 
conocimiento y comprobación de los datos que puedan servir de fundamento a 
sus peticiones y la posible reacción frente a los actos que pudieran dictarse. 

La Garantia de acceso al procedimiento de los titulares de derechos subjetivos o 
Intereses legítimos y directos que pudieran resultar afectados por la resolución 
del procedimiento, debe notiflcárseles personalmente la Incoación del 
procedimiento a fin de que puedan personarse y ejercer su elemental derecho 
de defensa 

El acceso a otros Interesados cuando hay titulares de Intereses no cualificados, 
siendo la única vía de facilitar el acceso al procedimiento el darle la máxima 
publicidad de su existencia e Inicio, previendo la publicidad en diarios oficiales, 
periódicos o edictos. 

La Garantía de la posible reacción de los Interesados frente a los actos que 
pudieran afectar sus derechos e Intereses, lo que se da con la adecuada 

.'"" 
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regulación de las notificaciones, pues esta debe contener el texto integro del 
acto, la Indicación de si es o no definitivo en vla administrativa, expresión de los 
recursos que procedan, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo 
para Interponerlo, solo así queda garantizada realmente la posible reacción del 
Interesado frente a aquellos actos que estime Infringen el ordenamiento jurídico. 

4.- La Garantía en el procedimiento consistente en la tramitación y decisión en 
un plazo razonable, el cual dependía del objeto del procedimiento y de los 
Intereses en juego. 

Es Importante señalar que el significado y trascendencia de la Ley de 1958, ha 
sido reconocida en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y de Procedimiento AdmlnlstratiVo Común, y que en gran medida ha Influido en 
la elaboración de leyes administrativas de procedimiento administrativo en 
México, tanto a nivel federal como local. 

1.2. EN EL DERECHO ANGLO-SAJON. 

El Derecho Anglosaj6n, fue el que se desarrollo en Inglaterra anterior a la 
conquista Normanda, la que coincidió con las épocas en que en la Gran Bretaña 
hubo Invasiones de poblaciones de estirpe anglosajona, éste Derecho fue 
esencialmente consuetudinario, no escrito, diferente en cada dudad y hasta en 
cada aldea de acuerdo con la gran variedad de las costumbres y de los Idiomas 
existentes en los distintos lugares. 7 

El derecho AnglosaJón se desarrollo y evoluciono en Inglaterra desde los más 
obscuros orígenes de los pueblos que habitaron la Gran Bretaña, como los son 
los Anglos y los sajones, y es fruto de sus costumbres y de su vida misma 
donde la consagración nonratiVa ele la libertad humana y su protección jurídica 
alcanzaron admirable auge. 

La Importancia del derecho Anglo-sajón, radica esencialmente en que tuvo gran 
Influencia en nuestra Constitución Política, en virtud de que de éste se adopta el 
principio de "debido proceso legal", el cual fue plasmado en nuestro artículo 14 
Constitucional conocido como el principio de Garantía de audiencia. 

Este precepto en la doctrina Anglosajona alcanzó una gran precisión, pues 
garantizaba la propiedad, la vida, la libertad y los derechos de los hombres en 
contra de las formas arbitrarlas de proceder del Poder público. 

En el Derecho Inglés la formula "debido proceso legal" -due process of law- era 
equivalente a la Ley de la Tierra. 

7 Dell' Aqulla. Enrlco. Jntroála:fón al Estudio del Oereclro Inglés. EditOriill Secretariado de 
Publicaciones, Un~ de Valadolld. España. 1992. pág 49. 
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La situación jurídica del gobernado en Inglaterra se gestó y definió de manera 
espontánea, natural y dentro de la vida evolutiva del pueblo Británico, la 
costumbre como práctica social reiterada y constante fue suministrando los 
hechos que la prudente Interpretación de los Tribunales Ingleses a través del 
decurso de los años convirtió en normas de derecho, Integrando así el common 
law, complementado en forma trascendental por diversos ordenamientos 
escritos y configurando lo que se llama Constitución Inglesa. 

La costumbre jurídica, Interpretada y definida por los tribunales, es decir el 
common law, en varias ocasiones se vio contravenida por el Rey, quien 
confiando en su autoridad, se creyó lo suficientemente poderoso para sustraerse 
a sus Imperativos. 

La resistencia Real a los mandatos del derecho consuetudinario y la 
consiguiente oposición a las resoluciones judiciales provocaron en Inglaterra no 
pocas conmociones que sirvieron para que el pueblo obtuviera nuevos triunfos 
sobre el monarca, consolidando así conquistas libertarlas mediante "cartas" que 
eran documentos públicos obtenidos del Rey, en los que hacía constar los 
derechos fundamentales del Individuo. 

Así a principios del siglo XIII los barones Ingleses obligaron al Rey luan Sin 
Tierra a firmar el documento Político de los derechos y libertades en Inglaterra y 
origen remoto de varias garantías constitucionales de diversos países. 

El precepto mas Importante de la carta Magna Inglesa es el marcado con el 
número 46, que constituye un antecedente Indudable de nuestros artículos 14 y 
16 Constitucionales. 

Esta disposición contenía una verdadera garantía de legalidad, pues establecía 
que ningún hombre libre podía ser arrestado, expulsado o privado de sus 
propiedades, sino mediante juicio de sus pares y por las Leyes de la tierra; el 
concepto de la "ley tierra" equivalía al conjunto dispositivo consuetudinario 
Imperante en Inglaterra, es decir al mmmon law, el cual estaba fundamentado 
en una tendencia jurídica de protección a la libertad y a la propiedad. 8 

Además la carta Magna requería que la afectación a los derechos de libertad y 
propiedad individuales se realizara no solo de conformidad con la Lex Terrea, 
sino mediante juicio de los pares, lo que con esta idea no solo se otorgaba al 
hombre la garantía de audiencia, por la que pudiera ser oído en defensa, sino 
que se aseguraba también la legitimidad del Tribunal que habría de encargarse 
del proceso, pues se estableció que no cualquier cuerpo Judicial podía tener tal 

' Burgoa Orlhuela Ignacio. Op dt Pág 86. 

rnsis coíkJ~----­
FALLA DE ORIGEN -



13 

Incumbencia, sino precisamente los pares del Interesado, es decir, órganos 
jurisdiccionales Instalados con anterioridad al hecho de que se tratase. 

Fue as( como el artlculo 46 de la carta Magna Inglesa reconoció al hombre libre 
la garantla de legalldad, de audiencia y de legitimidad de los funcionarios o 
cuerpos judiciales, constituyendo un claro antecedente de nuestros artículos 14 
y 16 constitucionales, especialmente del primero cuyo segundo párrafo expresa 
mas pormenorizadamente las garantías Insertas en el precepto anglosajón, que 
Inspiró as( mismo la enmienda quinta a la Constitución Americana, la que 
englobó los términos legales de las mencionadas garantías en la expresión de 
"debido proceso legal"- due process of law-. 

La carta Magna Inglesa contenía la regulación sobre distintas materias jurídicas 
Incluyendo entre ellas la concerniente a la consagración o reconocimiento de las 
prerrogativas básicas del súbdito Inglés frente al poder público. 

Por otra parte el principio de "debido proceso Legal" al ser adoptado por la 
Constitución de Estados Unidos, al fundarse las Colonias Inglesas en América, 
los emigrantes llevaron consigo toda la tradición Jurídica de Inglaterra, recogida 
por el common law, y en la que sobresalía el esplritu de libertad. 

Las autorizaciones que otorgaba el Rey para fundar y organizar colonias en 
América recibieron el nombre de cartas, que eran documentos que fijaban 
ciertas reglas de gobierno para las entidades por formarse, concediéndoles 
amplia autoridad y autonomía en cuanto a su régimen Interior, dichas cartas 
reconocían la supremacía de las Leyes de Inglaterra y de su constitución 
consuetudinaria, teniendo sin embargo, el carácter de Ley fundamental en cada 
Colonia (common law}. 

Sus autoridades no podían actuar sino ciñéndose estrictamente en sus 
disposiciones, siendo de esta forma como el constitucionalismo de Inglaterra se 
transplantó a sus colonias en América, organizadas ya polítlcamente por sus 
cartas de fundación otorgadas por la Corona. 

Durante la vigencia de la Constitución de Estados Unidos, con las enmiendas 
que se realizaron a la misma, se contienen algunos derechos del gobernado o 
garantías Individuales, como la que se consigna en la quinta enmienda la 
garantía de audiencia y de una justa Indemnización en materia de exproplatorla, 
estando concebida en los siguientes términos: " A nadie se le privara de la vida, 
la llbertad o la propiedad, sin el debido proceso legal, ni se ocupará la propledad 
privada para uso públlco sin una justa Indemnización. ,,g 

9 Idem. Pág. 102. 
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Como se deduce del análisis expuesto, se puede de cooduir que el Derecho 
anglosajón fue la base Inspiradora del principio de garantía de audiencia, con la 
creación del principio de debido proceso legal, el cual ha sido adoptado por Igual 
en la Constitución de Estados Unidos, el cual representa el canal por el cual 
nuestro derecho positivo lo ha adoptado en la redacción de nuestro artículo 14 
Constitucional. 

En efecto, nuestro artículo 14 constitucional en su segundo párrafo contiene el 
principio de Garantía de audiencia el cual al Igual que en derecho anglosajón y 
estadounidense, representa y adopta el pensamiento jurídico unlversal, de que 
las autoridades estatales, en su relación con sus gobernados previo a alguna 
privación de sus derechos fundamentales, deben seguir un procedimiento 
previo. 

1.3. CONGRESO INTERNACIONAL DE CIENCIAS AOMINISTRAnYAS 
CELEBRADO EN VARSOVIA EN EL AÑO DE 1936. 

Ciertamente, en el Congreso Internacional de Ciencias Administrativa celebrado 
en Varsovia en el año de 1936 representa gran trascendencia en el ámbito del 
Derecho Administrativo, en virtud de que en el se llega a las conclusiones de las 
bases mínimas que deben Imperar en cualquier tipo de procedimiento tramitado 
ante las autoridades administrativas que tengan como finalidad producir efectos 
jurldlcos en la esfera de los gobernados. 

En este Congreso Internacional de aenclas Administrativas, en base a las 
dlvernas propuestas de los delegados que concurrieron, se señala los siguientes 
rasgos como fundamentales para todo procedimiento Admlnlstratlvo.10 

Primero.· el principio de audiencia de las partes. 

Segundo.· enumeración de los medios de prueba que deban ser utilizados por la 
administración o por las partes en el procedimiento. 

Tercero.- determinación det plazo en el cual debe obrar la Administración. 

Cuarto.· precisión de los actos por lo que la autoridad debe tomar la opinión de 
otras autoridades o consejos. 

Quinto.· necesidad de una motivación por lo menos sumaria de todos los actos 
administrativos que afecten a un particular. 

" camilo Flores Antooio. La Juslida Admln/Strativa y la Mmtnlstr.Jdón PUbliG1 fedenll. 2• 
Edición. Editorial Pomia. MéJdcn 1973. pág. 102. 
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Sexto.- condiciones en las cuales la decisión debe ser notificada a los 
particulares y como reglas generales complementarias la declaratoria que todo 
quebrantamiento de las normas que fijen garantías de procedimiento para el 
particular, deben provocar la nulidad de la decisión administrativa y la 
responsabilidad de quien la Infrinja. 

Estas conclusiones o bases que deben Imperar en cualquier tipo de 
procedimiento tramitados ante las autoridades administrativas que tenga como 
finalidad producir efectos jurídicos en la esfera de los gobernados, en la 
actualidad es Indudable que ha sido tomado en cuenta y adoptado por todos 
aquellos países que pretenden realizar justicia administrativa dentro de sus 
respectivos derechos positivos, entre ellos México, pues constituye una 
aportación a la teoría y práctica administrativa. 

1.4. EN MÉXICO. 

En México al Igual que los países que cuenta con una Ley o Código de 
Procedimiento Administrativo, su legislación administrativa se caracteriza por 
que existe gran diversidad de Leyes y Reglamentos de carácter administrativo 
que regulan las distintas materias en las que se da origen a la tramitación de 
procedimientos administrativos. 

La anarquía que Impera en nuestro sistema jurídico mexicano radica 
esencialmente en que el procedimiento administrativo esta regulado por un 
número abundante de leyes administrativas especiales tanto a nivel Federal 
como local, que en la mayoría de los casos cada una establece su normativldad 
para los procedimientos que la misma regula en atención a su materia o ámbito 
de aplicación. 

En México puede apreciarse un gran movimiento tendiente hacia la codificación 
parcial por materias, como por ejemplo codificación en materia de derecho 
electoral, codificación en materia de derecho de transportes, codificación en 
materia de derecho forestal, codificación en materia de derecho de salud, 
codificación en materia de derecho aduanero, codificación en materia de 
derecho fiscal, codificación en materia de derecho laboral, pero no existe una 
codificación General Administrativa. 

La excepción en México lo constituye el Estado de Chihuahua, pues cuenta con 
un "Código General Administrativo• expedido por primera vez en 1950, al cual le 
siguieron versiones de 1%0 y 1974, el cual constituye un esfuerzo por unificar 
toda la legislación administrativa local, y que contiene en uno de sus capítulos 
disposiciones uniformes para el procedimiento y recurso Administrativo, con la 
característica de ser accesoria cuando no exista disposición expresa en la 
regulación aplicable. 

r---- .. -----
~~sJ~ ~iTuE~] 
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Es preciso mencionar que los Estados de Guanajuato desde 1961, de Nuevo 
León desde 1965, v el Estado de México desde el 1º de enero de 1971, cuentan 
con Códigos Fiscales que regulan la materia tributaria local. 

En materia de procedimiento, en México se fue adoptado la tendencia a unificar 
las reglas o bases mínimas que deben Imperar en el procedimiento 
administrativo, en el que se tenga por efecto producir consecuencias Jurídicas 
en la esfera de los gobernados por parte de las autoridades administrativas. 

La doctrina Jurídica Mexicana había venido denunciado la necesidad de expedir 
leyes reguladoras del procedimiento Administrativo tanto a nivel Federal como 
Locales, así como prever un conjunto de preceptos constitucionales dedicados a 
otorgar derechos v garantías a los administrados. 

Existieron opiniones que sostenían la necesidad v conveniencia de una Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo tales como : 

El Doctor Gablno Fraga nos deáa que "con la rápida multiplicación de las 
Intervenciones estatales se viene acentuando la necesidad de un ordenamiento 
general, que sin excluir algunos procedimientos especiales, sirva también como 
legislación supletoria en materia de personalidad, de notlflCilclones, forma de 
computar los términos legales, audiencia de las partes, medios de prueba v de 
Impugnación, silencio administrativo, etc. "11 

El Doctor Andrés Serra Rojas llega a la conclusión de que •1.a necesidad de un 
procedimiento en nuestro Derecho Administrativo, es una exigencia 
Constitucional. "12 

Antonio camilo Rores se pronunció a favor de la necesidad de que f¡gure en la 
Constitución en el capitulo de las Garantías lndlvlduales, un precepto que fije, 
en sus líneas básicas, aquellas que el particular tiene derecho, tanto en lo que 
se refiere al procedimiento administrativo, como a lo sustancial o material de la 
actividad administrativa, especialmente en lo que toca a sus límites frente a la 
acción judicial; convendría que hubiesen en los textos vigentes de la 
Constitución, un precepto que regulase el contenido v alcance de las garantías 
procesales y sustanciales en materia admlnlstratlva.13 

Héctor Fbc Zamudlo nos decla que "uno de los aspectos esendales para lograr la 
eficacia de la Justicia Administrativa, y por lo tanto de la tutela de los derechos 
e Intereses legalmos de los administrados consiste en la regulación precisa -lo 

11 Fraga Gabilo. OeredroMmílistra/ivo. 40• Edición. Edi1Drial. l«rúa. Héldro. 2000. p¡\g. 257. 
" Serra Rojas Andrés. Derecho Administrativo. 20• Edición. Edbial l'omia. México 2000. pág. 

275. 
"carrillo Flores Antonio. Opdt. p¡\g. 20 y 21. 
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que no se opone a su flexibilidad- de la actuación de las autoridades 
administrativas, a través de la expedición de una Ley de procedimiento 
Administrativo que no existe en nuestro ordenamiento ni en la esfera Federal, ni 
en ámbito de las entidades."14 

Se puede decir que la Ley de procedimiento Administrativo Española de 1958, 
tuvo una Influencia decisiva en los países de lengua Española para la expedición 
de Leyes de Procedimiento Administrativo, entre ellos México, pues se venían 
elaborando Importantes anteproyectos de Leyes de procedimiento 
administrativo tanto Federales como de los Estados. 

Uno de los mas completos e Importantes proyectos de Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo en México fue el presentado por Fernando Serrano 
Migallón, en el que nos comenta que "El presente Trabajo pretende justificar la 
necesidad de establecer para la Administración Pública Federal un 
Procedimiento Unitario Administrativo, para lo cual es Imprescindible el 
promulgar una Ley Federal que establezca, determine y regule en el ámbito del 
poder Ejecutivo de la Unión dicho procedimlento"15 

En México ante la gran cantidad de partidarios de que se expidiera una Ley de 
Procedimiento Administrativo, no fue sino hasta el año de 1994 cuando se 
expide la primera Ley Federal de Procedimiento Administrativo, después de 
varios años de existir la controversia y discusión sobre si era posible o no la 
promulgación de una ley procesal en materia adminlstratiVa. 

La expedición de esta Ley Federal de Procedimiento Administrativo reviste una 
gran Importancia, ya que representa un viejo anhelo de contar con un 
ordenamiento legal que viniera a codificar las diversas disposklones Jurídicas 
que en materia administrativa se consideraban dispersas en leyes y 
reglamentos, con la finalidad de dar mayor seguridad jurídica a las relaciones 
entre la administración pública y los particulares. 16 

Esta Ley atiende entre otras cosas a que: Las múltiples Leyes AdmlnlstratlVas 
que regulan la actividad de los administrados, el aparato burocrático para hacer 
cumplir tales leyes, la lentitUd de muchos de los trámites que hay que agotar 
ante la Administración, lneflclenclas, en muchos casos duplicidad de funciones, 
Inseguridad e indefensión jurídicas que aún subsisten en algunas Instancias de 
la Administración Pública, colocan a los administrados en una sttuación tan difícil 
que hoy en día resulta Impostergable la ordenación de principios que 

14 Flx Zamudlo Héctor. Op. cit. pág. 29. 
15 Serrano Migalión Femando. El parliculdr frmte a l.J iJdmln/slradJn, Nea!si:l"'1 de una Ley 

federal de Procedimientos Admlnlstral/vos. 2• Edldóo. Ed/torlal. l'omia. México. 1993. pág. 
39. 

16 Lucero Espinosa Manuel. Ley Federal de Prrxedimlen/D Adminlstra!MJ <:.omentadd. 3• edld6n. 
Editorial Pomia. MéxiCD. 1999. pág • IX. 
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gradualmente se lnstituclonaliceo, para contrarrestar los elementos nocivos de 
la Función Administrativa. 

Es menester, en consecuencia, un ordenamiento legal que unifique lo que se 
encuentra disperso en algunas Leyes en lo que se refiere a los principios 
fundamentales atinentes a definir principios de competencia, elementos del acto 
administrativo, efectos por la ausencia de uno o más elementos del acto 
administrativo y principios relatiVos al procedimiento adminlstratiVo. 

Salvo la materia Fiscal, Hoy en día existe una anarquía legislativa en el ámbito 
administrativo respecto a tales principios, de suerte que cada ley admlnlstratiVa, 
con su procedimiento especia~ fija sus propios principios muchas veces 
contradictorios con otras leyes, dando lugar con ello a una Inseguridad jurídica. 

Es también Innegable que por la pluralidad de actividades que puede y debe 
desarrollar la Administración Pública, es a veces necesario tener procedimientos 
especiales. No obstante ello, también es cierto que era necesario contar con un 
ordenamiento legal que Instituya un solo procedimiento que regulara la 
actuación de la Administración Pública mediante principios aplicables a todos los 
órganos que la Integran, en un marco de un procedimiento general tipo, para 
asegurar un mínimo de unidad de principios y lograr así la justicia 
admlnlstratlVa. 17 

Posteriormente se expidió la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito 
Federal publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 19 de Diciembre de 
1995. 

Esta Ley viene a ser una copia airreglda de la Ley AdmlnistratiVa Federal, pues 
la misma fue expedida en atención a que la existencia de normas jurídicas 
obsoletas que regulan en exceso las actividades de los particulares y que no 
adaran la actuación de los órganos administrativos, propician la dlscreclonalldad 
y arbitrariedad en los actos y procedimientos, convirtiéndose en el principal 
obstáculo para la modernización de la Administración Pública del Distrito 
Federal. 

Por su parte los artículos 14 y 16 Constitucionales que consagran, 
respectivamente el debido proceso legal y el principio de legalidad, le dan 
también sustento a esta lnldatiVa ya que ninguna persona puede ser privada de 
su vida, libertad, de sus propiedades, posesiones o derechos sino mediante 
juicio seguido ante los Tribtmales previamente establecidos, en el que se 
cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Estas garantlas 

11 Cfr. ACOSla Romero Miguel. Et al. ley Federal de Procedimiento AdminlslTa/MJ y Ley de 
Proa!dinlentoMmlnlstralivodelOistrl"1f"eder1'. 2• Edición. Editorial. Pooúa. Héxlco. 2000. 
pág. 222. 
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consagradas en los preceptos constitucionales citados, se consideran aplicables 
a toda clase de procedimientos Incluyendo el administrativo. 

Esta Ley desarrolla los principios generales a los que se sujetaran los actos y 
procedimientos administrativos. 

Este proyecto obedece a la necesidad de conjuntar en un solo cuerpo ordenado 
de normas, diversos principios que la doctrina procesal y la Jurisprudencia 
administrativa, para establecer el debido· proceso legal o camino que debe 
seguir la autoridad para emitir sus manifestaciones jurídicas. 

El observar ciertas formas para la emisión de los actos administrativos no solo 
es una cuestión de orden, sino también, es una garantía del particular de que se 
seguirá el debido proceso legal, para que el contenido de la actuación 
administrativa se adapte a la forma procedimental. 

Este proyecto establece los principios rectores de la actuación administrativa en 
general, a fln de realizar y dar plena vigencia a las garantías de legalidad y 
debido proceso legal que en nuestra Constitución consagra a favor de los 
gobernados. 18 

De lo antes expuesto se aprecia la marcada Influencia que presentó la Ley de 
Procedimiento Administrativo Español, pero esencialmente en cuanto a que su 
expedición se da como una necesidad de conjuntar los plindplos rectores de un 
procedimiento administrativo general tipo, en que se pueda apoyar todas las 
autoridades administrativas en su actuación en contra de los gobernados. 

La Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, adopta entre otros 
principios, el Principio de la Garantía de audiencia, en el cual a pesar de la 
carencia de solemnidades y de la rapidez que debe caracterizar al procedimiento 
administrativo, en los casos en que se puedan afectar derechos o Intereses de 
los particulares, deben establecerse las formalidades mínimas Indispensables 
para evitar el desconocimiento o la afectación arbitrarla de esos derechos y 
establecer en consecuencia, el debido proceso legal que garantice a los 
particulares la oportunidad de defensa. 

En el lltulo Tercero de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito 
Federal se regula lo relativo al desarrollo del Procedimiento Administrativo el 
cual se Integra por la serle de actos a través de los cuales se concreta la labor 
administrativa que tiene como propósito la realización de un fln publico. La 
actividad administrativa se Integra así por una serie de actos legales y 
congruentes, Por ello, es necesario que las formalidades en el procedimiento 
administrativo se precisen y uniformen para que exista un procedimiento que 

" Idem. p.ig 353 y ss. 
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garantice la agllldad v la eficacia que requiere la Administración Pública 
moderna. 

En el capitulo Tercero del Tltulo Tercero se refiere a "el procedimiento y sus 
formalidades•. En este apartado se establecen los requisitos de las promociones 
y las formalidades mínimas que deberán observarse en el procedimiento 
administrativo. Dentro de este se pretende eliminar dillgendas Innecesarias, 
mismas que se reducen a las estrictamente Indispensables con la finalidad de no 
restar agilidad v expedlatez al procedimiento administrativo. 

Tanto la Ley Federal de Procedimiento Administrativo como la Ley de 
Procedimiento Administrativo del Distrito Federal son los ordenamiento que 
pretenden unificar las bases mínimas que deben prevalecer en cualquier 
procedimiento administrativo tramitado ante la Administración pública Federal o 
local, procurando otorgar las garantías de seguridad jurídica y legalidad a los 
gobernados. 

Tf ':H:-') COi·J 
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CAPITULO 11 

MARCO CONCEPTUAL. 

En el desarrollo de este capitulo se hace un exposición de los conceptos afines 
al tema de lnvestlgaclón, haciendo énfasis en que no existe un criterio uniforme 
de los conceptos en estudio, ya que en la doctrina, cada autor da su definición 
en forma diversa teniendo su propio concepto. 

Es por ello que sólo se hará referencia a algunos autores en relación a cada 
concepto, para que desde un punto de vista personal se establezca con cual 
concepto estamos de acuerdo. 

2.1. CONCEPTO DE ACTO ADMINISTRATIVO. 

La Importancia de este término radica esencialmente en que está íntimamente 
relacionado con el procedimiento Administrativo, pues como se analizará mas 
adelante, el acto administrativo es resultado de un procedimiento 
administrativo. 

El Doctor Andrés Serra Rojas define al Acto Administrativo diciendo "El acto 
Administrativo es un acto jurídico, una declaración de voluntad, de deseo, de 
conocimiento y de juicio unilateral, concreta y ejecutiva, que constltUye una 
decisión ejecutoria que emana de un sujeto: la Administración Pública, en el 
ejercido de una potestad administrativa que crea, reconoce, modifica, transmite 
o extingue una situación jurídica subjetiva y su finalidad es la satisfacción del 
Interés general."19 

Para el Doctor Miguel Acosa Romero el Acto Administrativo •es una 
manifestación unilateral y externa de voluntad que expresa una decisión de un 
autoridad Administrativa competente en ejercicio de la potestad pública, esta 
decisión crea, reconoce, modifica, transmite, declara o extingue derechos u 
obligaciones, es generalmente ejecutivo y se propone satisfacer el Interés 
general. ulO 

Rafael Blelsa nos dice que puede definirse al acto admlnlstratiVO como una 
decisión general o especial, de una autoridad administrativa, en ejelddo de sus 
propias funciones, sobre derechos, deberes e Intereses de las entidades 
administrativas o de los particulares respecto a ellos. 21 

" Serra Rojas Andrés. Op. ot Pág. 230. 
20 Acosta romero Miguel. TeofÍd general del Oerecho Administrativo. 15ª Edición. Editorial 

Porrúa. 2000. pág 811. 
21 Bletsa Rafael. Derecho Administrativo Tomo IJ. 6• Edición. EditDrial La Ley. Buenos Aires 

Argentina. 19&1. pág.18. 
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Para Rafael l. Martínez Morales el que Acto Administrativo es la declaración 
unilateral de la Administración Pública que produce consecuencias subjetivas de 
derecho.21 

En Términos del artículo 2 fracción 11 de la Ley de Procedimiento Administrativo 
del Distrito Federal por Acto Administrativo se entiende "la Declaración unilateral 
de voluntad, externa, concreta y ejecutiva, emanada de la Administración 
Pública del Distrito Federal, en el ejercido de las facultades que le son 
conferidas por los ordenamientos Jurídicos, que tiene por objeto, crear, 
transmitir, modificar o extinguir una situación jurídica concreta, cuya finalidad es 
la satisfacción del Interés general."23 

En nuestra opinión, consideramos que la Ley de Procedimiento Administrativo 
del Distrito Federal, retomando lo expuesto por la doctrina en relación al 
concepto de ktD Administrativo y tomando sus características esenciales, nos 
proporciona una acertada definición, con la cual estamos de acuerdo, pues a 
nuestro perecer reúne las características esenciales como los son: a) es una 
declaración unilateral de la voluntad, b) Emitida por Autoridad Administrativa, c) 
Produce efectos Jurídicos y d) Con el mismo se busca satisfacer el Interés 
general. 

2.2. CONCEPTO ADMINlSTRACIÓN PUBUCA. 

Como se ha expuesto el acto administrativo es emitido por autoridades 
administrativas, las cuales pertenecen a la Administración Pública, de ahí la 
Importancia de tener la noción de lo que debe entenderse por este término. 

Según la Real Academia Española, el Diccionario de la Lengua Española, la 
Administración Pública es la Acción del gobierno al dictar y aplicar las 
disposiciones necesarias para el cumplimiento de las leyes y para la 
conservación y fomento de los Intereses públicos y al resolver las reclamaciones 
a que de lugar lo demandado.24 

Para el Doctor Miguel Acosta Romero, la Administración Pública es la parte de 
los órganos del Estado que dependen directa o Indirectamente del poder 
ejecutivo, tienen a su cargo toda la actividad estatal que no desarrollan los otros 
poderes (leglslatlvo y Judldal), su acción es continua y permanente, siempre 
persigue el Interés público, adopta una forma de organización Jerarquizada y 

12 Martlnez Morales Rafael l. Oeredlo AdfTIÍlistrativo. Olaionatlos JUffdlros Temálfcos. Volumen 
3. Edltolial Harlil. México. 1999. pág. 3. 

" Ley de Procl!dimlento Administrativo del Distrito Fede1i1I, publicada en el Dlilrio Oficial de la 
Federacióneldía 19dedldembrede 1995. 

" Rei!I ~Españolo, Ola:bnario de la lellgua EspaiÍtJlil. Tomo 1 .21• Edición. Editorial 
Espasa ca1ie S.A. Madril. 1992. pág. 44. 

l li'.i:\.1LA DJi: OfüGKN 
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cuenta con: a) Elementos patrimoniales, b) Estructura Jurídica y c) 
procedimientos técnicos. 25 

La Administración Pública debe entenderse desde el punto de vista formal como 
el Organismo Público que ha recibido del poder político la competencia y los 
medios necesarios para la satisfacción de los Intereses generales, y desde el 
punto de vista material es la actividad de ese organismo considerada en sus 
problemas de gestión y ele existencia propia tanto en sus relaciones con otros 
organismos semejantes como con los particulares, para asegurar la ejecución de 
su mlslón. 26 

En Términos del artículo 2 fracción 11 de la Ley de Procedimiento Administrativo 
del Distrito Federal por Administración Pública "se entiende las Dependencias y 
entidades que Integran la administración Central y Paraestatai del Distrito 
Federal, en Términos de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito 
Federal". 

Consideramos que la Administración Pública es en sí mismo el Gobierno del 
Estado, se ejerce a través de los distintos órganos colocados dentro de una 
situación jerárquica que tiene como autoridad superior al presidente, o en el 
caso del Distrito Federal al Jefe de Gobierno, entraña el conjunto de dichos 
órganos estatales, que dentro de su respectiva competencia ejercen funciones 
de gobierno en múltiples ramas vinculadas a la vida social, económica, cultural y 
política de la sociedad en México y en el Distrito Federal, la Administración 
Pública se ejerce por los órganos que reconoce la Ley Orgánica correspondiente. 

2.3. CONCEPTO DE AUTORIDAD ADMINISTRAnYA. 

Se puede deducir que al frente de cada órgano Integrante de la Administración 
Pública, existe un titular al que generalmente se le ubica como autoridad 
administrativa, es por ello de suma Importancia establecer que debe entenderse 
por dicho término. 

Primeramente, partiendo de la idea que Autoridad es la Persona revestida de 
algún poder, mando o magistratura. 

Para la Suprema corte de Justicia de la Nación autoridad es todo funcionario de 
hecho o de derecho que puede disponer de la fuerza pública para hacer cumplir 
sus decisiones. 

Para el prestigiado Maestro Ignacio Burgoa Orlhuela, la autoridad es el órgano 
estatal Investido de facultades de decisión o ejecución, cuyo ejercicio engendra 

" Acosta Romero Miguel. Teoria General del Oen!dlO Mmlnlsti'il/MJ. IS• Edición. Edi!Orlal 
Porrúa. 2000. Pág. 263. 

,. Fraga Gablno. Op. Cit. Pág. 199. 
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la creación, modificación o extinción de situaciones en general de hecho o 
jurldlcas con trascendencia partk:Ular y determinada de una manera 
Imperativa. 27 

En Términos del articulo 2 fracción V de la Ley de Procedimiento Administrativo 
del Dlstrtto Federal por Autoridad se entiende Per.;ona que dispone de la fuerza 
pública en virtud de circunstancias legales o de hecho. · 

De las anteriores concepciones de autoridad se puede Ir deduciendo las 
características de una Autoridad Administrativa. 

De manera amplia podemos afirmar que se pueden considerar como autoridad 
administrativa, a los Individuos que mediante órganos estatales competentes, 
pueden tomar y ejecutar decisiones que afecten a los particulares u ordenar 
sean ejecutadas dichas decisiones. 

En el campo del Derecho Administrativo, la Autoridad, es toda persona Investida 
de potestad de mando frente a los administrados o Internamente dentro de un 
organismo público. 

Como conclusión por Autoridad Administrativa se entiende al titular de los 
órganos del Estado que tienen atribuidas por la Ley, facultades de decisión y 
ejecución de los actos que pronuncien, tiene la potestad legalmente cooferida, 
para ejercer su función pública, dictando resoluciones cuya obediencia es 
Indeclinable bajo la amenaza de una sandÓn y la posibilidad de su ejecllclón 
forzosa en caso necesario. 

2.4. CONCEPTO DE AUTORIDAD JUDICIAL 

La Importancia de Incluir este concepto, es por la necesidad de establecer la 
diferencia que existe entre una autoridad administrativa y una judicial. 

SI por Autoridad debemos entender que es la Persona revestida de algún poder, 
mando o magistratura, o mas ampliamente como lo define la Suprema corte de 
Justicia de la Nación como todo funcionario de hecho o de derecho que puede 
disponer de la fuerza pública para hacer cumplir sus decisiones. 

Por autoridad Judicial se entiende al Juez o Tl1lunal, perteneciente al poder 
Judicial, en la que su función primordial es la resolución de controveisias entre 
particulares, tienen atribuidas por la Ley, facultades de decisión y ejeCUdÓn en 
las sentencias que pronuncie, hace cumplir sus sentencias con el empleo de las 
medidas de apremio que la propia ley le faculta Imponer en caso de lnejecuclón, 

"Burgoa Orihuela Ignacio. El luido de Amparo. 33• Edición. Editorial Pllmia. Médco. 1997. 
p.ig. 186. 
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en otras palabras su función es la de administrar justicia, conociendo de juicios 
o litigios entre particulares. 

La diferencia entre la autoridad judicial y administrativa, radica en el ámbito de 
competencia de cada una de ellas, pues mientras que la primera conoce de un 
juicio la segunda es la encargada de resolver asuntos administrativos emitiendo 
Resoluciones Administrativas. 

Tanto la autoridad Administrativa como la judicial tienen en común que ambas 
pueden hacer cumplir sus determinaciones, siendo esta su caracter!stlca 
principal. 

2.5. CONCEPTO PROCESO Y PROCEDIMIENTO. 

Los términos de Proceso y Procedimiento, además de ser de gran Importancia 
para el desarrollo del presente trabajo de Investigación por su persistente 
empleo, y que a menudo son empleados como sinónimos, es por ello necesario 
dar algunas definiciones de algunos tratadista, para estar en aptitud de 
establecer sus diferencias. 

Primeramente se definirá los conceptos de proceso y procedimiento de manera 
simple y etimológica, para después enfocarlos al ámbito del Derecho 
Administrativo. 

Procedimiento y Proceso.- derivan de la misma raíz etimológica procedere que 
significa en una de sus acepciones avanzar, camino a recorrer, trayectoria a 
seguir hacia un fin propuesto o determinado. 

El procedimiento en general es un conjunto de actos relacionados entre si, que 
tienden a la realización de un fin determinado o bien aquella sucesión de actos 
que se realizan con el objeto de alcanzar alguna finalidad. 

Proceso.- en sentido amplio el proceso da la Idea de un estado dinámico 
correspondiente a cualquier fenómeno que se desenwelve o desarrolla, por 
ejemplo cuando se habla de un proceso qu!mlco o de uno físico, etc. 

Ya en el campo estrictamente jurídico podemos decir que el Proceso es el 
conjunto de actos jurídicos relacionados entre sí, que se realizan ante o por un 
órgano jurlsdlcclonal, con el fin de resolver un litigio, este fin que se persigue es 
el que determina al proceso. 

Respecto al Procedlmlel1to Administrativo, en la Ooctrlna Mexicana prevalece el 
concepto de el Doctor Gablno Fraga quien dice que el acto Administrativo 
requiere normalmente para su formación estar precedido por una serle de 
formalidades y otros actos Intermedios que dan al autor del propio acto la 

r· . --·- --·-- --- . --- , 
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ilustración e Información necesarias para guiar su decisión, al mismo tiempo 
que constttuyen una garantía de que la resolución se dicta no de un modo 
arbitrarlo, sino de acuerdo con las normas legales. 

"Ese conjunto de formalidades y actos que preceden y preparan el acto 
administrativo es lo que constituye el Procedimiento Administrativo, de la misma 
manera que las vías de producción del acto legislatiVo y de la sentencia judicial 
forman respectivamente el procedimiento legislativo y el procedimiento 
Judicial. •29 

Jorge Olivera Toro estima al procedimiento como Fraga y considera que a las 
formalidades y trámites que anteceden al acto administrativo y que son 
necesarios para su creación se le denomina procedimiento administrativo. 29 

El procedimiento Administrativo puede definirse como una serie de actos 
formales establecidos por las leyes administrativas y que son el cause o camino 
por medio del cual se desarrolla el proceso administrativo que tiene como 
finalidad producir el acto administrativo.'º 

La misma Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, siguiendo la 
definldón del Doctor Gabino Fraga en su artículo 2 fracción XXII nos dice que 
por Procedimiento Administrativo •se entiende el conjunto de trámites y 
formalidades jurídicas que preceden a todo acto administrativo, como su 
antecedente y fundamento, los cuales son necesarios para su 
peñeccionamlento, condicionan su validez y persiguen el Interés general" 31 

concepto con el que estamos de acuerdo y adoptamos por reunir sus 
características generales. 

Es Importante señalar y precisar cuales son las diferencias que existen entre 
ambos términos, y al respecto Nlceto Alcalá-Zamora y castillo, nos dice cual es 
la diferencia que existe entre ambos conceptos, el proceso se caracteriza por su 
finalidad jurlsdlcdonal compositiva del litigio, mientras que el procedimiento es 
una coordinación de actos en marcha, relacionados o ligados entre si por una 
unidad del efecto Jurídico final, que puede ser el de un proceso o el de una fase 
o fragmento suyo. 

De lo anterior resulta notoria la diferencia: el proceso es una noción teleológica 
es decir atiende a su fin, consistente en resolver un litigio y el procedimiento es 

"' Fraga Gabilo. 0p at. Pág 2554 y 255. 
" Olivl!ra Toro Jorge. Han/Ja/ de Oem:ho AdmlnislriJ/MJ. 1• Edición. Edilntlal Ponúa. México. 

1997. pág 209. 
"'Gallndo Camac:ho Miguel. Teoría de e Administración Ríblica. Edltofial Pttnia. México. 2000. 

pág. 119. 
" Ley de Proa!dinellD Admlnlstli11/vo del O/slrito Federal, Publleada en el OlaOO Oficia! de la 

federación el dla 19 de diciembre de 1995. 
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considerado en una visión formal, que coincide con la Idea plasmada por 
fraga32

, como ya se apuntó anteriormente. 

Todo proceso comprende uno o varios procedimientos, pero no todo 
procedimiento resulta procesal, aunque es posible que algunos procedimientos 
administrativos asuman técnica procesal, esto es, que estén estructurados para 
resolver controversias jurídicas como son los de oposición, los arbitrales y los 
recursos administrativos. 

En suma, el procedimiento tiene como finalidad producir un acto administrativo 
y se regula por una Ley Administrativa, en cambio, el proceso administrativo 
tiene como finalidad producir una sentencia y se regula por una Ley Procesal. 

2.6. CONCEPTO DE ORDEN PUBLICO. 

La Inserción de este concepto radica básicamente, en que la gran mayoría de 
Leyes y Reglamentos de carácter administrativo, en sus primeros artículos 
establecen que sus disposiciones son de Orden Público, por lo que se debe 
exponer una noción de este concepto. 

En la doctrina reina una gran confusión acerca de lo que debe entenderse por 
"Orden Público", pues cada tratadista parte de un diferente punto de vista para 
expresar su Idea respectiva, su noción es una de las mas estudiadas y 
controvertidas en la Teoría Jurídico Administrativa. 

En sentido técnico Orden Público se refiere al conjunto de Instituciones Jurídicas 
que Identifican o distinguen el derecho de una comunidad, principios, normas e 
Instituciones que no pueden ser alteradas ni por la voluntad de los Individuos, ni 
por la aplicaclón del derecho extranjero. 33 

Plllet, citado por Ignacio Burgoa Orlhuela34 emite una Idea mas aceptable en 
cuanto a su concepción de este término al afirmar que "el papel del Estado en 
nuestras sociedades modernas es doble, concentra en él y representa 
necesariamente los Intereses de la comunidad. Y además es el autor de los 
Intereses de los particulares. Las leyes que corresponden a la primera de dichas 
tareas son las Leyes de Orden Público del Derecho Internacional, es decir, las 
que conciernen sobre todo a la oomunldad, las que benefician Igualmente a 
todos, las que están escritas en Interés de todos y no solamente en Interés de 
cada uno". 

n Ak:alá Zamora y Castila Nk:eto. ~ autJxomposiOOn y autodefmsa. 3ª Edk:ión. 1 • relm. 
Editorial UNAM. México. 2000. pág. 116. 

" Dlcclooario Jurídico Mexlcaoo. Tomo IV l·O. 15• Edición. EditOrlal Ponúa UNAM. México. 
2001. pág. 2279. 

" Burgoa Orihuela Ignacio. El Juicio de AnpJro. Op. Ot. Pág. 727 
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Comentando a dicho tratadista Alfonsln sostiene que •Por tanto será fácil en 
general, saber si una Ley de índole privada es o no de orden público, para ello 
habrá que ver a quien beneficia su apllc:adÓn, si beneficia en cada caso a ciertas 
personas determinadas con exclusión de las demás la Ley es de orden privado, 
si por el contrario, se puede considerar que beneficia a todo el mundo o a 
cualquier persona, la ley es de Orden público." 

Puede entenderse que el Orden Púbico es el conjunto de normas con 
trascendencia jurídica, absolutamente obligatorias e Irrenunciables que 
persiguen cierto grado de armonía social. 

En conclusión podemos decir que una disposición es de orden público cuando 
tutela prevalentemente los derechos de la colectlvldad, de la sociedad, del 
conglomerado frente a los Intereses o derechos de los Individuos considerados 
separadamente. 

2.7. CONCEPTO DE INTERES PUBUCO. 

El concepto de Interés Público resulta dlfkll de precisar y, sin embargo su 
empleo es frecuente en los textos legales y doctrinarios, llegando Incluso a 
considerarlo como sinónimo de necesidad pública, provecho común, beneficio 
colectivo, utilidad social, Interés social, Interés nacional, necesidad colectiva, 
utllldad nacional, Interés general, utilidad pública entre otras, no obstante que 
existe una diferencia, pues todos estos conceptos no siempre son de Igual grado 
o jerarquía, El Interés Público es la noción que abarca a los demás, o en otros 
términos es el gran contenido. 

El Interés Público es el conjunto de pretensiones relacionadas con las 
necesidades coleáivas de los miembros de una comunidad y protegidas 
mediante la Intervención directa y permanente del Estado. 

las pretensiones que son compartidas por la sociedad en su conjunto y cuya 
satisfacción origina beneficios para todos los Integrantes de una colectividad, 
estas pretensiones son garantiladas mediante la actividad constante de los 
órganos del Estado, y para referirse a ellas se utiliza la expresión INTERES 
PUBLICO. 

En otras palabras puede entenderse como lo contrario a las pretensiones que 
tienden a satisfacer las necesidades específicas de los Individuos y grupos 
sociales. 

El Interés Público es protegido por el Estado, no solo mediante disposiciones 
leglslatlvas, sino a través de un gran número de medidas de carácter 
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administrativo que Integran una actividad permanente de los poderes públicos 
dirigidos a satisfacer necesidades colectivas. 

En otra de sus acepciones el Interés Público es el deseo social para el logro de 
determinado beneficio común o la realización de ciertas acciones tendientes a la 
consecución de los fines que persigue un grupo nacional, mismo que puede 
estar o no provistos en el orden jurídico. 35 

Por último es necesario considerar que la satisfacción del Interés Público es la 
finalidad primordial de las diversas actividades reglamentadas por la Ley. 

2.8. CONCEPTO DE RESOLUCION ADMINISTRATIVA. 

Este término al estar íntimamente relacionado con el acto administrativo, es 
necesario tener una concepción del mismo. 

La Resolución Administrativa es el acto de la Autoridad Administrativa que 
define o da certeza a una situación legal o administrativa; toda resolución 
administrativa es un acto administrativo de autoridad. 

En Términos del artículo 2 fracción XXIV de la Ley de Procedimiento 
Administrativo del Distrito Federal por Resolución Administrativa, "se entiende el 
Acto Administrativo que pone fm a un procedimiento, de manera expresa o 
presunta en el caso del silencio de la autoridad competente, que decide todas y 
cada una de las cuestiones planteadas por los Interesados o previstas por las 
normas"36

• 

Así las autoridades Administrativas con fundamento en las diversas leyes y 
Reglamentos administrativos, tramitarán y resolverán los diversos 
procedimientos que los mismos regulan, emitiendo el acto administrativo a 
través de la ResoluclÓn Administrativa. 

2.9. CONCEPTO DE SUPLETORIEDAD. 

No existe en términos precisos un definición de lo que es la figura jurídica de la 
supletoriedad, en éste apartado solo nos referiremos a esta figura en una 
concepción general, para ser objeto de estudio en un capítulo posteriOI'. 

Jurídicamente, suplir es llenar alguna laguna u omisión prevista en la Ley. 

" Diccionario Juridioo Mexicano. Tomo IV J.O. 15• Edicilo. Edi1llrial Pooúa UNAM. México. 
2001. pág. 1779. 

" Ley de ProredimienlD Administra/NO del Distrito Federi1I, Publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el día 19 de diciembre de 1995. 
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"Hans Kelsen, la denomina "laguna Técnica", para diferenciarla de aquella en 
donde no hay vado legal, sino un deseo de lo que debía ser. 

Para García Maynes, existe cuando el legislador ha omitido reglamentar algo 
que era indispensable para hacer posible la aplicación un precepto. 

Según Garrone, el derecho supletorio es aquel que rige en el supuesto de falta o 
insuficiencia de norma en el sistema considerado principal para el caso de que 
se trata. "37 

La supietoriedad solo se aplica para integrar una omisión en la Ley aplicable o 
para interpretar sus disposiciones en forma que se Integren con principios 
generales contenidos en otras leyes. 

En nuestra opinión la figura jurídica de la supletoriedad, tiene lugar, cuando la 
legislación aplicable al caso concreto, no regula de manera completa la figura 
jurídica de que se trata, y en defecto de esta, otra ley que si regula dicha figura, 
viene a suplir su deficiencia, esto siempre y cuando la Ley suplida así lo 
disponga en sus disposiciones. 

2.10. CONCEPTO DE TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS. 

Toda vez que los procedimientos adminlstratlvos que se gestionan ante las 
distintas autoridades administrativas dependientes de la Administración Pública, 
su tramitación generalmente se lleva a cabo en las oficinas de cada 
dependencia, las cuales en ningún modo pueden oonslderarse como Tribunales 
Administrativos ni como tribunales de la Administración, por ello es necesario 
dar una definición de dicho término y establecer cual es su competencia 

Para dar un ooncepto de lo que son los Tribunales Administrativos, 
primeramente se hará alusión al ooncepto de Tribunal. 

Tribunal es el lugar que se destina a los jueces para administrar justicia y 
pronunciar sentencias. 

Los Tribunales AdministraUvos son aquellos establecidos con el objeto de 
resolver controversias entre los gobernados y las autoridades administrativas, o 
bien aquellos en los que el juicio que se presenta se da entre la administración 
Pública y un particular, siendo esta su característica principal. 

Como ejemplo de estos tribunales tenemos el Tribunal de lo ContendOSo 
Administrativo del Distrito federal, el cual es un organismo judicial al cual se le 

" Reyes Altamlraoo Rlgoberto. Dia:loniJrio de /éminos FtSCales. 2• Ediciln. Editllrial Tanx. 
México. 1998. pág. 125. 
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encomienda el conocimiento y resolución de todos los conflictos que surgen 
entre los habitantes y las autoridades administrativas del propio Distrito Federal, 
Incluyendo las de carácter Fiscal. 

Es Importante señalar que no se debe confundir este término con el de 
Tribunales de la Administración, en este caso la Administración pública realiza 
función jurisdiccional con ciertas llmltantes, al resolver controversias entre 
particulares, esto es, no esta dirimiendo controversias entre ella y algún 
gobernante que Impugne su actuación. 

Como Ejemplos de los Tribunales de la Administración tenemos a la 
Procuraduría Federal del Consumidor, Tribunales Agrarios, Tribunales Laborales 
conocidos como Juntas de Conciliación y Arbitraje. 

TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 
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CAPITULO IJI 

ESTUDIO DE LA GARANTIA DE AUDIENCIA Y LA SUPLETORlEDAD. 

El desarrollo del este capítulo consiste en el estudio de los dos temas centrales 
del presente trabajo Investigación como los son la Garantía de Audiencia y la 
Figura Jurídica de la supletorledad. 

Previamente al estudio de la garantía de aualencia, es necesario hacer alusión al 
artículo 14 Constitucional en su Integridad, analizándolo en todas sus partes, 
para después hacer un estudio breve de su segundo párrafo, en el cual se 
contiene la Garantía de audiencia, deduciendo su ámbito de aplicación al 
derecho administrativo a la luz de la Jurisprudencia, para llegar a la conclusión 
de que esta debe Imperar en los procedimientos administrativos tramitados ante 
las distintas autoridades administrativas que Integran la Administración Pública 
del Distrito Federal. 

Posteriormente haremos referencia a otro punto central del presente trabajo de 
Investigación, la figura juridlca de la supletorledad, en la que se hará resaltar la 
Importancia que representa el contenido del artículo 4° de la Ley de 
Procedimiento Administrativo det Distrito federal. 

3.1. EL ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL. 

El artículo 14 Constitucional se encuentra dentro de las llamadas Garantías de 
Seguridad Jurídica. 

Respecto de las Garantías de Seguridad Jurídica, Ignacio Burgoa nos dice: "el 
conjunto de modalidades jurídicas a que tiene que sujetarse un acto de 
cualquier autoridad para producir validamente desde el punto de vista jurídico, 
la afectación en la esfera del gobernado a los diversos derechos de éste, y que 
se traduce en una serle de requisitos, condiciones o elementos etc, es lo que 
constituye las Garantías de Seguridad Jurídica, estas Implican en consecuencia; 
el conjunto general de condiciones, requisitos, elementos o circunstancias 
previas a que debe sujetarse una cierta actividad estatal autoritaria, para 
generar una afectación válida de diferente índole en la esfera del gobernado, 
Integrada por el summum de sus derechos subjetivos, por ende un acto de 
autoridad que afecte el ámbito jurídico particular de un Individuo como 
gobernado sin observar dicho requisito, condiciones, elementos o circunstancias 
previos, no será válido a la luz del derecho."38 

Podemos concluir que para que un acto de autoridad llegue a afectar 
válidamente la esfera jurídica del particular como gobernado, debe someterse a 

38 Burgoa Orihucla Ignacio. /.;JS Gatanbás Individuales. Op. Cit. pág. SIM. 
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las condiciones y formalidades que expresan las garantías contenidas en el 
artículo 14 Constitucional, pues de lo contrario su actuación estarla al margen 
de lo estatuido en la carta magna, dando lugar a que se Iniciara contra ella un 
juicio de Amparo. 

El artículo 14 Constitucional reviste una trascendental Importancia dentro de 
nuestro sistema jurídico mexicano, pues a través de las garantías de seguridad 
jurídica que en el mismo se contienen, el particular encuentra una amplísima 
protección a los diVersos bienes que Integran su esfera de derecho, pues en el 
se Impone a la autoridad, cumplir con ciertas condiciones o requisitos, para que 
sus actos sean válidos jurídicamente. 

Establece el articulo 14 Constitucional textualmente lo siguiente: 

"A ninguna Ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. 

Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los Tribunales 
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho. 

En los juicios del orden criminal queda prohibido Imponer por simple analogía y 
aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley 
exactamente aplicable al delito de que se trata. 

En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la 
letra o a la Interpretación jurídica de la Ley, y a falta de esta se fundará en los 
principios generales del derecho." 

En este artículo se encuentran Implícitas cuatro garantías Individuales 
fundamentales a las cuales es necesario referimos de manera breve, para dejar 
pendiente el análisis mas particular de la garantía de audiencia contenida en el 
segundo párrafo det artículo 14 Constitucional, por ser de suma Importancia 
para el tema planteado en el presenta trabajo de Investigación. 

Las citadas garantías contenidas en el articulo 14 Constitucional son: 

a).- La Garantía de la lrretroactivldad de la Ley. 

La Ley retroactiva es la que obra sobre el pasado, y la regla general aceptada es 
que todas las leyes deben regir para el futuro y que si una ley que rige para el 
futuro pretende tener vigencia también para hechos o situaciones anteriores a 
ella, esta ley es a todas luces retroactiva y por consiguiente de acuerdo a 
nuestra Ley fundamental será anticonstitucional. 
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Es Importante señalar que el aplicar retroactlvamente una ley en perjuicio de 
alguien es la prohibición constltuclonal, pudiendo en consecuencia aplicar la ley 
retroactlvamente en beneficio de alguna persona pues así se deduce de la parte 
final de este primer párrafo. 

Esta garantía que aparece en el primer párrafo, trata en realidad del conflicto de 
leyes en el tiempo, partiéndose del supuesto de que existen dos leyes una 
abrogada y otra vigente, previendo la misma situación jurídica, disponiéndose 
que tan solo puede aplicarse la que esta en vigor y no la anterior, se parte del 
principio de que las leyes se dictan para regir el futuro y no para el pasado. 

En conclusión, a la Constitución le Interesa que ninguna autoridad aplique leyes 
retroactivas que perjudiquen, pero le Interesa también que si la ley retroactiva 
beneficia, se aplique sin que esto Implique falta de audiencia o defensa. 

b).- La Garantía de Audiencia. 

Esta garantía por ser uno de los temas centrales del presente trabajo de 
Investigación, nos referiremos a ella más adelante. 

c).- La Garantía de legalidad en materia Penal. 

Esta se refiere a la garantía de exacta aplicación de la ley, que no es mas que la 
obligación a cargo de los juzgadores de ajustar totalmente sus resoluciones al 
marco de la ley. 

Este tercer párrafo en lo que toca a los juicios penales, enunciados como juicios 
del orden criminal, no se puede decretar una pena que no sea la exactamente 
aplicable en los términos de una ley que así lo disponga, prohibiendo por tanto 
el uso de la analogía y la mayoría de razón como métodos Interpretativos 
utilizados para decretar dicha pena. 

Exige pues, un ajustamiento, por parte del Juez que conoce de un proceso, a la 
tlplcidad y sanciones establecidas por la ley. 

d).- La Garantía de legalidad en materia civil. 

Esta garantía contenida en el cuarto párrafo del artículo 14 COnstltuclonal, se 
menciona por Igual la garantía de exacta aplicación de la ley en tratándose de 
juicios del orden civil, pero en los cuales no solo se debe estar a lo que a la letra 
dice la disposición legal, sino que ésta puede ser Interpretada, y en los casos de 
ausencia de ella atenderse a los principios generales del derecho. 

f"---TESlS CON 
~~~~DE ORIGEN 
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Esta disposición se refiere a juicios en que se dirimen controversias de orden 
privado, en contraposición a los de orden público, y por lo tanto comprende a 
los Juicios civiles en estricto sentido y a los mercantiles. 

Por otra parte la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
resuelto que este párrafo debe aplicarse a toda clase de juicios, con excepción 
de los penales y por Igual abarca los juicios laborales y administrativos. 

Los principios generales del derecho a que se refiere esta disposición 
constitucional, son aquellas normas de derecho positivo aplicables a la cuestión 
que está por decidirse, por que corresponden al sistema o el espíritu del cuerpo 
concreto de las normas de derecho objetivo aplicables, y aunque no hacen una 
referencia exacta al caso, evidentemente lo estructuran y lo envuelven dentro 
de una correcta sistemática aplicable. 

Por la Importancia que representa para el desarrollo del presente trabajo de 
Investigación, nos referiremos en el siguiente punto a la Garantía de Audiencia, 
por ser uno de los temas centrales que Integran el desarrollo presente trabajo 
de Investigación. 

3.2. LA GARANTÍA DE AUDIENCIA Y FORMALIDADES DEL 
PROCEDIMIENTO. 

La Garantía de audiencia es una de las mas Importantes dentro de cualquier 
régimen jurídico, pues Implica la principal defensa de que dispone todo 
gobernado frente a los actos del poder público que tiendan a privarlo de sus 
mas esenciales derechos y sus mas preciados Intereses. 

Esta Garantía como ya se dijo anteriormente esta consignada en el segundo 
párrafo de nuestro articulo 14 Constitucional, el cual de nueva cuenta 
transcribimos para proceder a su estudio de manera partlcular: 

"Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los Tribunales 
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho." 

En efecto, esta garantía consiste mas que nada en dar oportunidad al Individuo 
de ser escuchado, o bien, se le otorguen garantías que le aseguren la 
posibilidad de demostrar un hecho, antes de dictarse cualquier resolución, y así 
la autoridad competente tenga elementos suficientes para poder decidir, y emitir 
en consecuencia una resolución correcta ajustada a derecho. 

Resulta necesario dejar en claro la titularidad de la Garantía de audiencia, cuales 
son los bienes jurídicos tutelados y el concepto de privación para efectos de 
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este segundo párrafo, para así comprender de una manera un poco mas clara 
su contenido. 

Inicialmente partimos de la Idea de que el goce de la Garantía de audiencia, 
corresponde a todo sujeto como gobernado, en términos del artículo 1 o 
Constitucional, siendo que el gobernado es el sujeto cuyo estado jurídico 
per.;onal es susceptible de ser total o parcialmente objeto de actos de autoridad, 
no solo se comprende al Individuo en particular, sino a toda persona moral de 
derecho privado o social y a los organismos descentralizados. 

El acto condicionado por la garantía de audiencia es el de privación, al respecto 
Ignacio Burgoa Orlhuela nos dice que la privación •es la consecuencia o 
resultado de un acto de autoridad, y se traduce o puede consistir en la merma o 
menoscabo de la esfera Jun'dlca del gobernado, determinados por el egreso de 
algún bien material o inmaterial constitutivo de la misma, así como en la 
lmpedlclón para ejercer un derecho". 39 

El "acto de privación" en términos del segundo párrafo del articulo 14 
Constitucional requiere que la merma o menoscabo, o bien el Impedimento 
mencionado constituyan el fin último, definitivo y natural del acto de autoridad. 

En cuanto a los bienes Jurídicos tutelados por la Garantía de audiencia son la 
vida, la libertad, la propiedad, la posesión y los derechos, a los cuales nos 
referiremos de manera muy concreta. 

La Vida, dar un concepto de lo que es, resulta realmente difícil, pero podemos 
señalar que vivir es existir, es decir, la vida humana se traduce en un estado 
existencial de la persona, la vida es uno de los bienes mas preciados del 
hombre, porque viviendo la persona se realiza y adquiere o trata de adquirir su 
plenitud, su felicidad, que es la meta necesaria de todos los hombres. 

Consecuentemente la vida como bien jurídico tutelado por el articulo 14 
Constitucional en la garantía genérica de la audiencia, se traduce en una 
protección a la existencia del individuo en este mundo con su plenitud o con su 
búsqueda constante de plenitud. 

Por lo tanto, cualquier menoscabo que sufra el individuo en su vida proveniente 
de cualquier autoridad y sin que se cumplan los requisitos contenidos en el 
segundo párrafo del articulo 14 constitucional es una violación a las garantías 
Individuales. 

La libertad, acerca de la libertad García Maynez nos dice que "la libertad jurídica 
es la libertad Jurídica de hacer o no hacer lo que no esta ordenado ni prohibido", 

39 Burgoa Orihuela lgnacil. Las Gamntías Individua/esOp Cit. Pág. 538 
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es la facultad que tiene toda persona de optar entre el ejercido o el no ejercido 
de sus derecho subjetivos.'"'° 

Como conclusión podemos decir que la Libertad como bien jurídico tutelado por 
la garantla de audiencia en todos sus órdenes, son todas las libertades públicas 
Individuales que consagra nuestra constitución como derechos subjetivos, todos 
éstos están protegidos por la garantía de audiencia. 

La Propiedad se puede decir que ésta es un derecho real, un derecho real por 
excelencia, esta protegida por la citada garantla en cuanto a sus tres derechos 
subjetivos fundamentales que de ella derivan y que como según nos la definían 
los Romanos, el derecho de usar, disfrutar y abusar de la cosa. 

Usar es la farultad que tiene el propietario de una cosa de utilizar el bien objeto 
de su propiedad para su propia satisfacción, disfrutar es la facultad, el derecho 
que tiene el propietario de hacer suyos los frutos de la cosa objeto de la 
propiedad, abusar consistía en la facultad que tenía el propietario de la cosa de 
ejercer en su bien objeto de su propiedad todos los actos de dominio, Incluso 
hasta llegar a la destrucción, actualmente la propiedad se define como el 
derecho de usar y disfrutar la cosa sin más limitaciones que las establecidas por 
la ley. 

Por lo tanto la Garantía, es decir la protección que da la garantía de audiencia 
es para el caso de que cualquier autoridad prive a cualquier Individuo de sus 
propiedades sin apegarse a los requisitos estableddos por nuestra Ley 
fundamental en el segundo párrafo del articulo 14 COnstituclonal. 

La Posesión según el código civil "es poseedor de un cosa el que ejerce sobre 
ella un poder de hecho.• 

Las diversas teorías que sobre la posesión existen nos hablan de dos elementos 
Indispensables para su existencia, el corpus y el anlmus domln~ el primero 
equivale a la tenencia material de la cosa, y el segundo a la Intención de 
conducirse respecto de la cosa, como dueño, es decir ejercer sobre ella actos de 
dominio. 

Ahora bien, también se habla de las diferentes clases de posesión y se dice que 
hay posesión originarla la cual se da cuando se posee la cosa a titulo de dueño 
y la derivada en la que el sujeto que posee la cosa solo pude usar y disfrutar la 
cosa y nada mas, no distinguiendo el segundo párrafo del articulo 14 
Constitucional si la Garantía de Audiencia tutela la posesión originarla o 
derivada, es lógico concluir que protege a ambas . 

., Garcla Maynez Eduardo. Introducción al estudio del Derecho. Edilllrial Pooúa. 51 • Edición 
relm. México. 2001. p.lg. 222. 
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Los Derechos aqui el Individuo encuentra una amplísima garantía a sus derechos 
subjetivos los cuales se entienden como el Interés juridlcamente protegido. 

Como conclusión, derecho subjetivo es la facultad que una persona tiene y que 
la norma fundamental lo protege de hacer o no uso de esa facultad, pero esta 
facultad es correlativa por que la protege en cuanto no se moleste ni 
perjudique, ni se Invada la esfera jurídlc¡i de los demás; la voluntad en el 
derecho subjetivo es esencial y se afirma esto por que la renuncia o la 
satisfacción de un derecho corresponde siempre a la persona, la libertad del 
sujeto de derecho es la causa de todos lo derechos subjetivos. 

En lo tocante al segundo párrafo del artículo 14 Constitucional, la Garantía de 
Audiencia se encuentran contenida en una formula compleja e Integrada por 
cuatro garantías especlflcas de seguridad jurídlCl!, las cuales son: 

a).- La de que en contra de la persona a quien se pretenda privar de alguno de 
los bienes juridlcos tutelados por dicha disposición ConstitUclonal, se siga 
un juicio. 

b).- Que dicho juicio se substancie ante Tribunales previamente establecidos. 

c).- Que en dicho juicio se observen las formalidades esenciales del 
procedimiento, y 

d). - Que el fallo respectivo se dicte conforme a las leyes existentes y expedidas 
con antelación al hecho o circunstancias que hubiere dado motivo al juicio. 

De lo anterior se llega a la conclusión que la Garantia de Audiencia se forma 
mediante la conjunción Indispensable de éstas cuatro garantías de seguridad 
jurídica, por lo que resulta evidente o muy probable que la misma sea 
susceptible de contravenirse al violarse una sola, por lo que merced a la intima 
articulación que existe entre ellas, el particular o gobernado encuentra en el 
segundo párrafo del articulo 14 Constitucional una verdadera y sólida protección 
a sus bienes jurídicos Integrantes de su esfera subjetiva de derecho. 

Es decir, este artículo nos dice los requisitos, condiciones, elementos o 
circunstancias para que la privación que pretenda hacer alguna autoridad en 
relación a la esfera jurídica del gobernado, sea vállda a la luz del derecho, 
Imponiéndole la obllgaclón de cumplir con las cuatro garantias que se contienen 
en el citado segundo párrafo del artículo en comento. 
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Como ya se menciono en líneas precedentes, las garantías de seguridad jurídica 
Integrantes de la audiencia se compone de 4 garantlas especificas 
necesariamente concurrentes, las cuales son y consisten: 

a).- La de que en contra de la persona a quien se pretenda privar de alguno de 
los bienes jurídicos tutelados por dicha disposición Constitucional, se siga un 
juicio. 

Esta Garantía se refiere a que ninguna persona puede privársele de alguno de 
los bienes jurídico tutelados por la Garantía de Audiencia sino "mediante Juicio". 

Aquí el concepto de la palabra "juicio" equivale a la Idea de procedimiento, es 
decir, a una secuela de actos concatenados entre si afectos a un fin común que 
les proporciona unidad; ese fin estriba en la realización de un acto jurisdiccional 
por excelencia, es decir en una resolución que establezca la dicción del derecho 
en un conflicto jurídico que origina el procedimiento al cual recae. 41 

Basta que en un procedimiento cualquiera, se dé oportunidad a la persona a la 
que se pretenda privar de algún bien jurídico para que se oponga al acto de 
autoridad respectivo o a las pretensiones del particular que trate de obtenerlo 
en su favor, para que se establezca la posibilidad de que surja una verdadera y 
positiva controversia de derecho. 

b).- Que dicho juicio se substancie ante Tribunales previamente establecidos. 

Esta Garantla está íntimamente relacionada con la anterior, pues el juicio a que 
se refiere el segundo párrafo del artículo en comento, debe llevarse a cabo ante 
los Tribunales previamente establecidos, esto es, que los Tribunales en los 
cuales se vaya a dirimir alguna controversia o lo que es lo mismo, los que sean 
en cada caso los encargados de ejercer la funci6n jurisdiccional y que por lo 
tanto son los facultados para decir el derecho, hayan existido con anterioridad, 
esta anterioridad se refiere no solo de manera cronológica al momento en que 
se vaya a decir el derecho, sino que deben existir los tribunales con anterioridad 
al hecho que vaya a discutir. 

Por tribunales debemos entender aquellas autoridades ante las cuales se deba 
resolver el negocio y no solamente las autoridades Judiciales sino también 
administrativas, como ya se ha hecho referencia anteriormente. 

c).- Que en dicho se juicio se observen las fonnalldades esenciales del 
procedimiento. 

41 Burgoa Onhuela Ignacio. Las Garanws lndividUilles. Op. Cit. Pág 549. 
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Esta garantía se refiere a que en el acto de privación debe mediar un juicio, que 
además de celebrarse ante tos tribunales previamente establecidos, en este 
juicio se deben observar tas fonnalidades esenciales del procedimiento, y esto 
es lógico pues no sería justo ni equitativo que tos jueces o autoridades en 
general que fueran a resolver las cuestiones y decir el derecho, obraran a su 
capricho y sin sujetarse a ninguna ciase ele formalidades ni reglas, estas 
formalidades se pueden resumir en dar a tos presuntos afectados ta oportunidad 
de ser oídos en juicio, de manifestar su oposición y de probar sus derechos. 

De esta manera la autoridad que va a dirimir un conflicto, esto es, que va a 
decir el derecho en el mismo, tiene corno obligación Ineludible, Inherente a toda 
función jurisdiccional, la de otorgar ta OPORTIJNIDAD DE DEFENSA, para que la 
persona que va a ser víctima de un acto de privación, exteme sus pretensiones 
opositoras al mismo. 

Es por ello por to que cualquier ordenamiento adjetivo, bien sea penal, civil o 
administrativo, que regule la función jurisdiccional en diferentes materias debe 
por modo necesario estatuir la mencionada oportunidad de defensa u oposición. 

Por otra parte, toda resolución judicial debe decir el derecho en un conflicto 
Jurídico, apegándose a la verdad o realidad, por ello es menester que al 
particular se le conceda una segunda oportunidad dentro del procedimiento, es 
decir, la OPORTUNIDAD DE PROBAR los hechos en que finque sus pretenstones 
opositoras. 

Por ende toda Ley procesal debe Instituir dicha oportunidad en beneficio de las 
partes del conflicto Jurídico y sobre todo a favor de ta persona que va resentir 
en su esfera de derecho un acto de privación. 

Es de condulrse que cuando un ordenamiento, cualquiera que este sea consigna 
estas dos oportunidades LA DE DEFENSA Y LA PROBATORIA, puede dledrse que 
las erige en FORMALIDADES PROCESALES, tas cuales asumen el carácter de 
ESENCIALES, porque sin ellas la función jurisdiccional no se desempeilaria 
debida y exhaustivamente. 

En las diferentes leyes adjetivas ta oportunidad de defensa se traduce en 
diferentes formas procesales tates corno tas notlftcadones, et emplazamiento, el 
término para Ollltestar u oponerse a tas pretensiones de privación o al 
pretendido acto privativo; consecuentemente ta contravención a cualquiera de 
ellas significa slrooltáneamente ta vtoladÓn a esa formalidad procesal respecttia. 

Por to que toca a la oportunidad probatoria, esta también se manifiesta en ta 
norma adjetiva o procesal en diferentes elementos del procedimiento tales como 
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la audiencia, la dilación probatoria, así como en todas las reglas que conciernen 
al ofrecimiento rendición o desahogo y valoración de las pruebas. 

Además de las formalidades esenciales del procedimiento, dentro de éstas, 
existen ciertas formalidades llamadas secundarias, cuya violación no importa 
contravención a la garantía de audiencia, consistiendo en todos aquellos actos, 
elementos, formas o requisitos procesales que no implican la sustentación 
normatiVa de las dos oportunidades mencionadas. 

En conclusión podemos decir que las formalidades esenciales del procedimiento 
son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del 
acto de priVación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes 
requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) 
La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 
3) La oportunidad de alegar; y 4) Ef dictado de una resolución que dirima las 
cuestiones debatidas. 

De no respetarse estos requisitos, se dejarla de cumplir con el fin de la garantía 
de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado. 

d).- Que el fallo respectivo se dicte conforme a las leyes existentes y expedidas 
con antelación al hecho o circunstancias que hubiere dado motiVo al juicio. 

Esta Garantía esta intimamente ligada con la que este mismo artículo contiene 
en su primer párrafo, o sea la no retroactividad de la Ley, solo se puede 
reafirmar que las leyes se dan para que rijan los hechos futuros y no pasados. 

Por la importancia que representa este segundo párrafo del articulo 14 
Constitucional, en el punto siguiente se encuadrara dicho precepto al ámbito de 
la actuación de las distintas autoridades administrativas. 

3.3. AMBRO DE APUCACIÓH DE LA GARANTÍA DE AUDIENCIA. 

Una vez que ha sido analizado en su integridad el articulo 14 Constitucional, y 
muy especialmente el segundo párrafo en el que se contiene la llamada 
Garantía de Audiencia, en este apartado se enfocará la mencionada Garantía al 
ámbito del Derecho Administrativo. 

Aunque el articulo 14 Constitucional y la expresión de Formalidades esenciales 
del procedimiento, solo se refirieron originalmente a la autoridad judicial en la 
materia procesal, es a través de la Jurisprudencia de la suprema Corte de 
Justicia de la Nación, que se ha extendido su aplicación, señalándose que de el 
se deducen Importantes garantías de seguridad jurídica, aplicables a la materia 
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administrativa y a mayor abundamiento se transcriben las siguientes tesis de 
jurisprudencia. 

AUDIENCIA, GARANTIA DE. PROTEGE CONTRA ACTOS DE CUALQUIER 
AUTORIDAD Y NO SOLO DE LAS JUDICIALES. 

No es verdad que el articulo 14 constitucional establezca la garantía de 
audiencia sólo para los juicios seguidos ante los tribunales, pues la establece 
contra cualquier acto de autoridad que pueda ser privativo de la vida, libertad, 
propiedad, posesiones y derechos, derive o no de juicio seguido ante tribunales 
o procedimientos ante cualquier autoridad, como se desprende, entre otras, de 
la Segunda Parte de la tesis jurisprudencia! número 116, Tercera Parte, del 
último Apéndice al Semanario Judicial de la Federación. 

ACTOS ADMINISTRATIVOS, INCONSTITUCIONALIDAD DE LOS. NO ES 
NECESARIO RECLAMAR LA LEY, CUANDO ESTA ES OMISA RESPECTO 
DEL CUMPLIMIENTO DE LAS FORMALIDADES ESENCIALES 
CONSAGRADAS POR El ARTICULO 14 CONSTITUCIONAL. 

Las autoridades administrativas están obligadas a llenar los requisitos que 
seña le la norma secundarla aplicable y, además, a cumplir las formalidades 
esenciales del procedimiento, de tal suerte que, aunque la ley del acto no 
establezca, en manera alguna, requisitos ni formalidades previamente a la 
emisión del acuerdo reclamado, de todas suertes queda la autoridad 
gubernativa obligada a observar las formalidades necesarias para respetar la 
garantía de previa audiencia que consagra el artículo 14 constitucional. En estas 
condiciones, no es siempre Indispensable para el quejoso atacar la 
lnconstltuclonalldad de la ley respectllla, puesto que para alcanzar el 
otorgamiento del amparo, basta que el mismo agraviado demuestre la 
contradicción entre el acto combatido y la carta Fundamental. 

AUDIENCIA, ALCANCE DE LA GARANTIA DE. 

No obstante, que la ley que rige el acto reclamado no establezca la garantía de 
audiencia, existe la obligación por parte de las autoridades responsables, de 
concederla, para no Incurrir en la violación del articulo 14 constitucional, que 
rige dicha garantía en relación con todos los gobernados sin excepción. Además, 
para determinar el justo alcance de la garantía de audiencia, es menester llegar 
a la conclusión de que si ha de tener verdadera eficacia, debe constituir un 
derecho de los particulares, no sólo frente a las autoridades adminlstratlllas y 
judiciales sino también frente a la autoridad legislativa, de tal manera que ésta 
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quede obligada, para cumplir el expreso mandato constitucional, a consignar en 
sus leyes los procedimientos necesarios para que se oiga a los interesados v se 
les de oportunidad de defenderse, en todos aquellos casos en que puedan 
resultar afectados sus derechos. 

GARANTJA DE AUDIENCIA, ALCANCE DE LA. 

Para el debido cumplimiento de las formalidades esenciales de todo proceso, ya 
sea administrativo o judicial, no basta conceder al afectado la oportunidad de 
ser oído, sino que es indispensable que se le permita rendir pruebas en defensa 
de sus intereses; pues de Impedírsele, arbitrariamente, el derecho de hacerlo, la 
audiencia otorgada carecería de sentido. Por tanto, la falta de desahogo de las 
pruebas legalmente ofrecidas implica la inobservancia de una formalidad 
esencial del procedimiento que hace nugatorio el derecho de defensa, mutilando 
así un aspecto fundamental de la garantía de audiencia consagrada en el 
artículo 14 constitucional. 

AUDIENCIA, GARANTIA DE. SU CUMPUMIENTO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA. 

En materia administrativa en general, y especialmente en materia agraria, la 
garantía de audiencia que establece el artículo 14 constitudonal debe 
Interpretarse en el sentido, no de la exigencia de un juicio previo ante los 
tribunales establecidos, sino que las autoridades administrativas, previamente a 
la emisión de cualquier acto que Implique privación de derechos, respetando los 
procedimientos que lo condicionan, tienen la obligación de dar oportunidad al 
agraviado para que exponga lo que considere conveniente en defensa de sus 
Intereses, aun cuando la ley que rija el acto no establezca tal garantía; basta 
que sea consagrada en la Constitución General de la República. 8 artículo 27, 
fracción XI, Inciso a), de la propia Constitución señala como atribución del Poder 
Ejecutivo Federal hacerse cargo de la actividad gubernamental en materia 
agraria, por conducto de la dependencia encargada de aplicar v ejecutar las 
leves agrarias; tal atribución se ejerce sin necesidad legal de acudir previamente 
ante la autoridad judldal, porque la constituyen actos soberanos del Estado 
sancionados por la Constitución Federal. 

AUDIENCIA, GARANTJA DE. NATURALEZA DEL PROCEDIMIENTO 
NECESARIO. 

No se requiere que el procedimiento en que se otorgue la garantía de audiencia 
reúna las formalidades del proceso judicial, sino que basta que se Instaure un 
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quede obligada, para cumplir el expreso mandato constitucional, a consignar en 
sus leyes los procedimientos necesarios para que se oiga a los Interesados y se 
les de oportunidad de defenderse, en todos aquellos casos en que puedan 
resultar afectados sus derechos. 

GARANTJA DE AUDIENCIA, ALCANCE DE LA. 

Para el debido cumplimiento de las formalidades esenciales de todo proceso, ya 
sea administrativo o judicial, no basta conceder al afectado la oportunidad de 
ser oldo, sino que es Indispensable que se le permita rendir pruebas en defensa 
de sus Intereses; pues de Impedírsele, arbitrariamente, el derecho de hacerlo, la 
audiencia otorgada carecería de sentido. Por tanto, la falta de desahogo de las 
pruebas legalmente ofrecidas Implica la Inobservancia de una formalidad 
esencial del procedimiento que hace nugatorlo el derecho de defensa, mutilando 
así un aspecto fundamental de la garantía de audiencia consagrada en el 
artículo 14 constitucional. 

AUDIENCIA, GARANTIA DE. SU CUMPLIMIENTO EN MATERIA 
AOMINISTRAnYA. 

En materia administrativa en general, y especialmente en materia agraria, la 
garantía de audiencia que establece el artículo 14 constitucional debe 
Interpretarse en el sentido, no de la exigencia de un juicio previo ante los 
tribunales establecidos, sino que las autoridades administrativas, previamente a 
la emisión de cualquier acto que Implique privación de derechos, respetando los 
procedimientos que lo condicionan, tienen la obligación de dar oportunidad al 
agraviado para que exponga lo que considere conveniente en defensa de sus 
intereses, aun cuando la ley que rija el acto no establezca tal garantla; basta 
que sea consagrada en la Constitución General de la República. El artículo 27, 
fracción XI, inciso a), de la propia Constitución señala como atribución del Poder 
Ejecutivo Federal hacerse cargo de la actlvldad gubernamental en materia 
agraria, por conducto de la dependencia encargada de aplicar y ejecutar las 
leyes agrarias; tal atrlbuclón se ejerce sin necesidad legal de acudir previamente 
ante la autoridad judicial, porque la constituyen actos soberanos del Estado 
sancionados por la Constitución Federal. 

AUDIENCIA, GARANTIA DE. NATURALEZA DEL PROCEDIMIENTO 
NECESARIO. 

No se requiere que el procedimiento en que se otorgue la garantía de audiencia 
reúna las formalidades del proceso judlelal, sino que basta que se Instaure un 
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procedimiento en el que se de al particular afectado la oportunidad de 
defenderse corno a sus Intereses convenga. 

AUDIENCIA, GARANTIA DE DEBIDO PROCESO. 

La garantía de audiencia reconocida por el articulo 14 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, no se contrae a una simple comunicación a la 
parte afectada para que tenga conocimiento de un acto de autoridad que pueda 
perjudicarlo, sino que Implica el derecho de poder comparecer ante la autoridad 
a oponerse a los actos que afecten sus propiedades, posesiones o derechos y a 
exponer las defensas legales que pudiere tener, para lo cual, obviamente, es 
necesaria la existencia de un juicio en el que se observen, las formalidades 
esenciales del procedimiento, como lo expresa claramente el mencionado 
precepto constitucional, formalidades que están constituidas, de acuerdo con la 
teoría del proceso, por el emplazamiento para contestar demanda, un período 
para ofrecer y rendir pruebas y un plazo para presentar alegatos, a efecto de 
obtener una sentencia que declare el derecho en controversia, todo lo cual no 
puede ser satisfecho sino a través del debido proceso que exige el mencionado 
artículo 14 como garantía Individual. 

De las anteriores tesis de Jurisprudencia, se concluye que el segundo párrafo 
del articulo 14 constitucional, debe aplicarse en tocios los casos en que se afecte 
el Interés de un particular, por parte de cualquier autoridad, Incluso la 
administrativa. 

En consecuencia, el poder Administrativo esta obligado a cumplir con las 
Garantías del artículo 14 Constitucional, cuando sus resoluciones afecten 
Intereses particulares, o dicho en otros términos, la Administración esta obligada 
a respetar la Garantía de audiencia. 

Podemos decir que corno consecuencia de la actividad administrativa, la 
Administración Pública del Dlstrtto Federal en ejercido y cumplimiento de sus 
funciones, por conducto de las autoridades administrativas, puede mediante la 
emisión de un Acto Administrativo (Resolución Administrativa), derivado de un 
procedimiento administrativo, afectar la esfera jurídica de un particular por lo 
que es Indudable que en el ámbito del derecho administrativo se debe observar 
el cumplimiento de la Garantía de Audiencia. 

La Garantía de juicio, en nuestro tema de estudio, Implica un procedimiento 
seguido ante las autoridades administrativas, que puede culminar en una 
decisión que prive a un particular de un derecho. 
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La necesidad de un juicio previo se satisface tratándose de ac!Ds 
administrativos, si la autoridad que los dicta o ejecuta, se ha ceilldo 
estrictamente a las normas del procedimiento señalado en la Ley o Reglamento 
administrativo que deben dar al afectado la poslblldad de la defensa y 
oportunidad probatoria. 

La Garantía de Tribunales previamente establecidos debe entenderse en sentido 
lato, es decir, abarca no solo a los órganos del poder judicial, sino a todos 
aquellos que tengan la facultad de decidir controversias de manera Imparcial, 
como ocurre con algunos órganos administrativos, es decir corno todos aquellos 
órganos del Estado encargados de tramitar rualquler procedimiento 
administrativo SEGUIDO EN FORMA DE JUICIO en la que se resuelva una 
controversia con la que pueda llegar a privarse a algún gobernado de cualquiera 
de los bienes jurídicos tutelados por la garantía. 

La Garantía de Formalidades esenciales del Procedimiento debe agotarse en 
todo procedimiento no solo judicial sino también administrativo, para expedir el 
acto privativo, de lo contrario estaríamos en presencia de una violación a la 
garantía de audiencia, traduciéndose estas formalidades en todos aquellos 
aspectos que deben observarse al momento de tramitar un procedimiento, es 
decir, las reglas a que esta sujeto todo procedimiento administrativo seguido en 
forma de Juicio y que deben acatarse por las autoridades ante quienes se hagan 
los trámites correspondientes para cumplir con la garantía de audiencia dando la 
oportunidad de defensa y probatoria a las cuales ya nos hemos referido. 

Por último la garantía de leyes expedidas con anterioridad al hecho en materia 
administrativa se cumple con el hecho de aplicar la Ley o Reglamento vigente 
que regule determinada materia o actividad del Estado. 

Como se ha analizado en el campo del derecho administrativo, concretamente 
en la actuación de la Administración Pública del DlstrltO Federal, cuando mn la 
emisión de un acto administrativo (Resolución Admi'llstratlva) se pretende 
afectar la esfera jurídica de un particular, se dan los supuestos necesarios para 
no dejar de observar las garantía de audiencia en su actuación frente a los 
gobernados, y se da de la siguiente manera. 

AMBITO DE APUCACJÓN JUDICIAL. 

a).- Juicio previo. 
b).-Trlbunales previamente establecidos. 
c).- Formalidades esenciales del procedimiento. 
d).- Leyes expedidas con anterioridad al hecho. 

. . . ' 
":·1·1. ''·. 
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AMBITO DE APUCACIÓN ADMINIS11tATIVO (ante las autoridades 
administrativas) 

a).- Procedimiento Administrativo Previo. 
b).- Órganos administrativos existentes y reconocidos por la Ley. 
c).- Formalidades esenciales del procedimiento administrativo. 
d). - Leyes y reglamentos administrativos expedidos con anterioridad que 

regulen determinada materia. 

3.4. LA RESOLUCIÓN ADMINISTRAnVA Y SUS EFECTOS JURÍDICOS 
COMO CONSECUENCIA DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRAnYO. 

Al referirnos a la Resolución Administrativa y sus efectos, en sí estamos 
haciendo alusión al acto administrativo derivado del Procedimiento 
Administrativo tramitado ante la autoridad administrativa perteneciente a la 
Administración Pública del Distrito Federal. 

La finalidad que persigue el procedimiento administrativo es el de asegurar el 
mejor cumplimiento de sus disposiciones, garantizando los derechos e intereses 
legítimos de los gobernados, de conformidad con lo preceptuado por lo~ 
ordenamientos jurídicos aplicables. 

Por Igual tiene como finalidad la de asegurar el interés general y el interés de 
los particulares, por el primero se mantiene la eficiencia y la seguridad de los 
servicios públicos, en cuanto el segundo el particular asegura los intereses que 
le reconoce la Ley y evita la ilegalidad y la arbitrariedad de los funcionarios. 

El Procedimiento Administrativo se antepone al Acto Administrativo (Resolución 
Administrativa), evitando afectar situaciones jurídicas que lesionen el interés del 
particular. 

La función Administrativa se realiza por medio del procedimiento administrativo 
constituido por las formas legales o técnicas, necesaria para formar la voluntad 
de la Administración Pública (Resolución Administrativa). 

El efecto del acto administrativo (Resolución Administrativa) derivado de un 
procedimiento administrativo, consiste en generar, modificar o extinguir una 
situación jurídica Individual o condiciona! para un caso particular, el nacimiento 
modificación o extinción de una situación jurídica general. 

Por Igual los actos administrativos (Resoluciones Administrativas) pueden ser 
destinados a ampliar la esfera jurídica de los particulares, o bien, restringirla o 
limitarla. 
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Para que un Acto Administrativo pueda producir todos sus efectos, es necesario 
que reúna sus elementos de validez y de eficacia a través del procedimiento 
administrativo. 

El acto administrativo (Resolución Administrativa) al adquirir fuerza obligatoria, 
ofrece los siguientes caracteres: presunción de legitimidad, ejecutorledad, 
revocabilidad e lrretroactivldad. 

La presunción de legitimidad que adquiere el acto administrativo, significa que 
debe tenerse por válido mientras no llegue a declararse por la autoridad 
competente su lnvalidez.42 

El acto administrativo (Resolución Administrativa) al contener los elementos 
necesarios para su debido cumplimiento, puede ser puesto en ejecución por la 
administración; surte sus efectos a partir de su expedición siempre que no 
contenga alguna determinación que la dilate, la posponga o suspenda, como su 
publicación, notificación, requerir aprobación del superior o estar sujeto a 
alguna modalidad o afecte algún Interés del particular reconocido 
anteriormente. 

El acto perfecto es el que está completamente formado una vez agotado el 
procedimiento necesario para su existencia jurídica, el acto que no es perfecto 
puede ser perfeccionado con el cumplimiento de aquellas operaciones que le 
faltan. 

El acto perfecto será eficaz, cuando ningún obstáculo se oponga al despliegue 
de sus efectos y por lo tanto a su ejecución, acto eficaz es lo mismo que el acto 
que se puede realizar. 

SI el acto esta perfectamente formado, pero no puede ser realizado, entonces 
no es eficaz, esto sucede cuando por una ley o por voluntad del agente la 
eficacia del acto esta sometida a una condición o a un término, la Ineficacia no 
siempre deriva de la falta de perfección o de validez, un acto puede ser perfecto 
plenamente regular, y sin embargo, Ineficaz, cuando un término o condición 
tienen suspendidos sus efectos. 

Los actos administrativos tienen plena vigencia desde que son emitidos por la 
autoridad administrativa, si dichos actos afectan Intereses de los particulares, 
tales actos deben ser notificados al perjudicado, es a partir de ese momento en 
que los actos son oponibles al cumplirse con los requisitos legales y serán 
válidos en tanto no se declare jurldlcamente su Invalidez. 

" Fraga Gallino. Op. cit. Pág. 275. 
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" Fraga Gabino. Op. cit. Pág. 275. 
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El acto administrativo perfecto, por su propia naturaleza produce determinados 
efectos jurídicos, la administración pública modema ha ampliado 
considerablemente su campo de acción, así como también sus efectos que son 
cada vez mas importantes en las relaciones humanas. 

El efecto mas importante del Acto administrativo relacionado con los 
particulares, es que los derecho y obligaciones que engendra tienen el carácter 
de personal e Intransmisible. 

El Maestro Gabino Fraga43 opina que los derecho y obligaáones generados por 
virtud del acto administrativo tienen, en principio, un carácter personal e 
intransmisible, y por lo tanto solo pueden ser ejercitados o cumplidos por la 
persona a la cual el acto se refiere, el Interés del Estado siempre ha estado 
gobernado por leyes de orden público, en tanto que el interés privado esta 
regulado por su propia legislación, evitando invadir o interferir el Interés público. 

El Acto Administrativo produce sus efectos entre quienes actúan como parte en 
su formación; por regla general las situaciones jurídicas creadas por el acto 
administrativo son oponibles a todo el mundo, por ejemplo el otorgamiento de 
una concesión da al beneficiarlo un carácter especial frente a todos los 
Individuos, esta regla general se explica y justifica teniendo en cuenta que en el 
derecho administrativo, el Estado realiza actos que tlenden a la satisfacción de 
necesidades colectlvas y diíldlmente podría llegarse a conseguir ese fin si se 
exlg lera que los actos a él encomendados no pudieran oponerse a todos los 
miembros de la colectividad. 

Sin embargo esa regla general tiene su excepción, existen derechos de los 
particulares que la administración está obligada a respetar o que solo se pueden 
afectar cumpliendo con ciertos requlsltos, de tal manera que, cuando realiza un 
acto administrativo, éste es oponllAe a todos siempre que se observe aquel 
respeto o se cumpla con los requisitos legales establecidos para afectar ese 
derecho. 

El Estado en su actividad esta obligado a respetar las situaciones jurídicas que 
se han creado al amparo de la legislación adminlstratJva, cualquier 
determinación del poder público que afecte esos derechos, es contrario al 
articulo 14 Constitucional. 

Todo acto administrativo debe producir sus efectos desde que se han cumplido 
todos los requisitos para su elaboractón, el contenido de los mismo determina el 
modo y forma de su aplicación que puede ser voluntaria o coactiva, la mayor 
parte de los actos de la administración pública tiene por objeto la realización de 
los fines del Estado. 

"Ibld. 
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3.5. LA FIGURA JURÍDICA DE LA SUPLETORIEDAD. 

En este punto no referiremos a la figura jurídica de la supletoriedad, 
relacionándola con las lagunas de la Ley, sus reglas de aplicación y la 
Interpretación del artículo 4° de la Ley de Procedimiento Administrativo del 
Distrito Federal. 

Tal y como ya se mencionó en el capitulo correspondiente, la supletorledad 
puede ser la categoría asignada a una Ley o respecto de usos, costumbres y 
principios generales del derecho, por lo que cuando una colección de normas 
jurídicas o cuerpo legal se aplica a falta de disposiciones expresas contenidas en 
un código o ley, adquiere el carácter de supletorledad, pues viene a remediar 
una falta. 

La SUpletoriedad se refiere a Leyes que operan en lugar de la Ley que 
corresponde a un determinada materia cuando ésta regula una serle de 
Instituciones pero que no están reglamentadas o están reglamentadas en forma 
deficiente, razón por la cual se aplica la Ley que si contiene una regulación 
adecuada, sin embargo las figuras contempladas en la Ley supletoria no deben 
pugnar contra la ley aplicable a la materia de que se trate. 

Una Ley supletoria tiene aplicación solo para Integrar una figura jurídica prevista 
en un ordenamiento legal que este omite regular en forma dara y precisa que 
hace necesario acudir a otro cuerpo para determinar sus particularidades o para 
Interpretar sus disposiciones en forma que se Integren con principios generales 
contenidos en otras leyes ... 

La supletoriedad de las leyes se aplica generalmente por remisión expresa de un 
determinado texto legal que reconozca a la Ley con tal categoría. 

Se entiende que por la remisión de una Ley a otra es expresa, cuando la 
aplicación de la Ley supletoria se lleve a cabo en los supuestos no contemplados 
por la primera Ley, subsanando o complementando las omisiones existentes o 
para la debida Interpretación de sus disposiciones. 

La supletoriedad se observa generalmente en leyes de contenido especializado 
en relación a Leyes de carácter general resultando por consecuencia la 
Integración de una Ley especial para otros textos legislativos generales que 
determinen principios y estatutos aplicables para la regulación y normación de 
una ley suplida. 

" lucero Espinosa Manuel. Op. at. pág. 14· 15. 
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En lo tocante a la supletorledad de la Ley de Procedimiento Administrativo del 
Distrito Federal, se harán los comentarios respectivos en un punto mas 
adelante. 

3.5.1. LAGUNAS DE LA LEY APLICABLE 

Hablar en el lenguaje ordinario de "Lagunas• equivale a señalar la existencia de 
un vado en el que algo falta, bien porque no existía o bien porque este 
vlciado.45 

En cuanto a la concepción de Laguna de Ley se tienen diferentes puntos de 
vista por parte de los tratadistas y así tenemos que: 

García Maynez establece "La laguna no es mas que la diferencia entre el 
derecho positivo y un orden y tenido por mejor y mas justo, solo puede 
afirmarse una laguna cuando se compara el derecho existente con el que, en 
opinión del sujeto: debía ser'"" 

Ahora bien, Kelsen considera que las llamadas "Lagunas de Ley" no tienen una 
realidad jurídica, son una ficción, aun así, el legislador puede equivocadamente 
declarar que existen y hasta señalar de que manera deben llenarse. 

En estos casos el Juzgador queda autorizado para pasar por alto la Ley cuando 
juzgue que no es lo justo o apropiado aplicar el principio de que todo lo que no 
está prohibido está pennitldo. 

De acuerdo con Kelsen se "hace creer al Juez que no es libre mas que en el 
momento en el que actúa como legislador, pero que carece de libertad para 
elegir este momento y para ocultarle que también entonces es libre, se recurre 
a la ficción de las lagunas. 

Sin embargo, Kelsen hace referencia a las llamadas "Lagunas técnicas" 
manifestando que existen cuando el legislador ha omitido reglamentar algo que 
era Indispensable para hacer pOSible la aplicación de un precepto, lagunas 
técnicas son o bien lagunas en el sentido anteriormente indicado, es decir, una 
diferencia entre el derecho positivo y el deseado, o bien consecuencias de 
carácter mas o menos indetenninado y general.47 

Por su parte Enneccerus establece que las lagunas del derecho (Ley) se 
presentan en los siguientes cuatro casos: 

45 Garda Maynez Eduardo. Op Cit. pág. 353·354 • 
... !bid. 
41 lbld. 
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"1.- Cuando la Ley solo da al Juez una orientación general señalándole expresa 
o tácitamente hechos, conceptos o crlterloS no determinados en sus notas 
particulares y que el Juez debe estimar e Investigar en sus notas particulares. 

2.- Cuando la Ley calle en absoluto. 

3.- Cuando hay dos leyes que sin preferencia alguna entre sí, se contradicen 
haciéndose reáprocamente justificables. 

4. - Cuando una norma es aplicable por abarcar casos o acarrear consecuencias 
que el legislador no habría ordenado de haber conocido aquellos o sospechado 
éstas.'..a 

Joseph Raz menciona que las Lagunas del derecho se presentan "cuando 
determinada cuestión jurídica no tiene ninguna solución completa y esto 
acontece, bien porque ninguna sea verdadera, o bien por la existencia de 
soluciones parciales o secundarlas cuando determinada cuestión jurídica debe 
ser sometida para su discernimiento al órgano jurisdiccional; Distingue este 
autor entre lagunas jurisdiccionales (cuando los Tribunales carecen de 
jurisdicción sobre ciertas cuestiones jurídicas) y Lagunas de derecho strlcto 
sensu (cuando algunas cuestiones jurídicas sometidas a la jurisdicción de los 
Tribunales no tienen ninguna solución completa). wfl 

No debemos confundir Lagunas del derecho con las Lagunas de la Ley aplicable 
a determinado caso en concreto, pues mientras que por lo primero debemos 
entender cuando en deredlo no dice nada respecto a una situación jurídica 
determinada, es decir la Ley calla en lo absoluto, y por lo segundo cuando el 
ordenamiento aplicable a un caso en concreto no regula determinada situaclÓn 
o la regula deficientemente. 

La relación que existe entre la supletoriedad y las lagunas de la Ley es que en 
ambos casos se habla de algo que no esta regulado en determinado 
ordenamiento o esta regulado deflclentemente, de manera que hay que recurrir 
a otros ordenamientos que regulen la figura de que se trate, la cual viene a 
subsanar la omisión o a perfeccionar la Irregularidad. 

3.5.2. REGLAS DE APUCACIÓN 

A la luz de la Jurisprudencia sustentada por nuestros tribunales, podemos citar 
las siguientes tesis jurlsprudendales para damos cuenta de cuales son los 

" Dla:lonario Jurídico Mexicano, Tomo IV. Op. Cit. Pág. 13 • 
.. !bid. 
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requisitos necesarios para que opere la supletoriedad de una Ley a otros 
ordenamientos. 

SUPLETORIEDAD DE UNA LEY A OTRA. REQUISITOS PARA SU 
PROCEDENCIA. 

Los requisitos necesarios para que exista supletorledad de una ley respecto de 
otra, son a saber: 1.- Que el ordenamiento que se pretenda suplir lo admita 
expresamente y señale la ley aplicable; 2.- Que la ley a suplirse contenga la 
Institución Jurídica de que se trata; 3. - Que no obstante la existencia de ésta, las 
normas reguladoras en dicho ordenamiento sean Insuficientes para su aplicación 
al caso concreto que se presente, por falta total o parcial de la reglamentación 
necesaria, y 4.- Que las disposiciones con las que se vaya a colmar la deficiencia 
no contraríen las bases esenciales del sistema legal de sustentación de la 
Institución suplida. Ante la falta de uno de estos requisitos, no puede operar la 
supletorledad de una ley en otra. 

SEGUNDO 1RIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. 

SUPLETORIEDAD DE LAS NORMAS. CUANDO OPERA. 

La supletorledad de las normas opera cuando, existiendo una figura jurídica en 
un ordenamiento legal, ésta no se encuentra regulada en forma ciara y precisa, 
sino que es necesario acudir a otro cuerpo de leyes para detennlnar sus 
particularidades. 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
ORCUITO. 

SUPLETORIEDAD. 

La supletorledad de la ley, sólo se surte cuando, en detennlnada Institución 
jurídica prevista por la ley a suplir, existen lagunas u omisiones, las cuales 
podrían ser subsanadas con las disposiciones que la ley supletoria contenga en 
relación a dicha Institución jun'dlca, pero de ninguna manera la supletoriedad 
tendrá el alcance de aplicar dentro de la codificación especial relativa, 
Instituciones o requisitos no contemplados en la ley a suplir. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. 
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SUPLETORJEDAD, OPERACION DE LA. 

La supletorledad a que se refiere el artículo 11 de la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, opera en aquellos casos en que no se 
encuentra prevista en dicho ordenamiento, ·disposición expresa, que sea 
exactamente aplicable al mismo. 

De las jurisprudencias antes transcritas podemos comentar que para que una 
Ley se aplique supletorlamente, ésta debe cumpllr necesariamente con ciertos 
requisitos. 

Cabe hacer el comentarlo que la Ley de Procedimiento Administrativo del 
Distrito Federal, dada su reciente expedición, fue creada con la lntendén de 
darle unidad a el Procedimiento Administrativo en General, por lo que 
Indudablemente la Institución que regula es el Procedimiento Administrativo, asl 
como las Formalidades del mismo, lo que nos llega a deducir que estas 
Instituciones son reguladas por la gran diversidad de leyes y reglamentos de 
carácter administrativo que en algunas ocasiones su reglamentación no es del 
todo claro o en algunos casos ni siquiera se regulan o en su caso el 
procedimiento que se regula en los mismos es Insuficiente o contienen serlas 
lagunas que Impiden y obstaculizan una actuación eficiente por parte de las 
autoridades administrativas. 

A manera de comentario, podemos decir que las leyes y reglamentos que se 
han expedido con posterioridad a la Ley de procedimiento Administrativo, si 
mencionan expresamente la apllcaclén supletoria de esta ley, no asl los 
anteriores que en algunos casos son muy obsoletos. 

Esta situación viene a ser remediada con el contenido del artículo 4 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo del Distrito Federal que mas adelante se 
comentará, lo cual en mi opinión personal considero que es benéfico 
principalmente para las distintas Leyes y reglamentos obsoletos y antiguos que 
existen, pues al contar las autoridades administrativas con esta ley que legltlme 
sus actos, hace mas eficiente su actuación. 

3.5.3. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 40 DE LA LEY DE 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO 
FEDERAL. 

El articulo 4° de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal 
dispone lo siguiente: 

"La presente Ley se aplicará de manera supletoria a los diversos ordenamientos 
jurídicos que regulan a la Administración Pública del Distrito Federal; excepto en 
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lo siguiente: en lo relativo al Recutse de Inconformidad previsto en esta Ley, 
que se aplicará a pesar de lo que en contrario dispongan los dlvetses 
ordenamientos jurldlcos; en lo que respecta a las visitas de verificación, las 
cuales se sujetaran a lo previsto por esta Ley y el reglamento que al efecto se 
expida , en las materias que expresamente contemple este último ordenamiento 
y en lo referente al procedimiento de revalidación de licencias, autorizaciones o 
permisos, previsto en el artículo 35 de esta Ley. 

A falta de disposición expresa y en cuanto no se oponga a lo que prescribe esta 
ley, se estará en lo que resulte aplicable, a lo dispuesto por el Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, respecto a las Instituciones 
reguladas por esta Ley." 

Del artículo antes trascrito se deduce que la Ley de procedimiento 
Administrativo del Distrito Federal, regula los actos y prooedimientos de la 
Administración Pública del Distrito Federal, que se encuentran regulada su 
actividad por los distintos ordenamientos de carácter administrativos. 

Se aplica a todas la dependencias de la Administración Pública del Distrito 
Federal, la cual es central, desconcentrada y paraestatal. 50 

En Consecuencia la Administración Centralizada se compone de los siguientes 
Órganos: 

1. Jefatura del Distrito Federal. 
2. Secretarla de gobierno. (con excepción de las materias relativas a la 

Justicia cívica y notarial) 
3. Secretarla de desarrollo Urbano y Vivienda. 
4. Secretarla de Desarrollo Económico. 
5. Secretaría del Medio Ambiente. 
6. Secretarla de Obras y servidos 
7. Secretaría de Desarrollo Social. 
8. Secretarla de Salud. 
9. Secretarla de Finanzas (únicamente en caso de multas administrativas) 
10.Secretarla de Transportes y Vialidad. 
11. Secretarla de Seguridad Pública. 
12. Oficialía Mayor. 

Por lo que respecta a la Administración Pública Desconcentrada tenemos: 

1. Contralorla General. (se excluye lo relativo a la determinación de 
responsabilidades de los servidores públicos) 

'° Cfr. Ley /Jr¡¡Jnlal de la Admlnlslladón Pública del Distrito Fedetal. plücada en la Gaceta 
Oficial del Distrito federal el dla 29 de diciembre de 1998. 
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2. Delegaciones. (se excluye los Consejos Ciudadanos) 
3. Otros órganos desconcentrados. 

En cuanto a la administración pública paraestatal únicamente tratándose de 
actos de autoridad que afecten la esfera Jurídica de los particulares, 
provenientes de organismos descentralizados. (se excluye la Comisión de 
Derechos Humanos del Distrito Federal). 

La Ley de Procedimiento Administrativo, no se aplica a materias cuya naturaleza 
requiere de una normativldad específica, es decir, se excluye su aplicación a 
materias como: 

1. Materia Financiera, en esta materia se aplica el Código Financiero del 
Distrito Federal, la Ley de Procedimiento Administrativo solo se aplica en 
actos y procedimiento relacionados con multas administrativas, por 
Infracciones a las disposiciones administrativas de carácter local. 

2. Actuación del Ministerio Público, en el ejercicio de sus funciones 
constitucionales y legales. 

3. Seguridad Pública, aqui se aplica la Ley de Seguridad Pública del Distrito 
Federal. 

4. Electoral, en este ámbito se aplica el Código Federal de Instituciones y de 
Procedimientos electorales, actualmente ya existe un Código de 
Procedimientos electorales del Distrito Federal. 

S. Participación Ciudadana, esta materia se encuentra regulada por la Ley 
de participación Oudadana. 

6. Notariado sobre el particular la norma aplicable es la Ley del Notariado 
del Distrito Federal. 

7. Justicia Cívica aquí se aplica el Reglamento Gubernativo de Justicia Cívica 
para el Distrito Federal. 

8. Contraloría General, en lo que se refiere a la determinación de 
responsabilidad de los servidores públicos, se observa el procedimiento 
dlsclplinario previsto en la Ley Federal de Responsabilidad de los 
Servidores Públicos. 

9. Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, se aplica la Ley y el 
reglamento de la propia Comisión. 51 

De lo anterior se deduce la gran Importancia que representa la Ley de 
Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, en virtud de que como ya se 
indicó la Administración Pública se compone de diversos órganos, los cuales 
fundamentan su actuación en los ordenamientos jurídicos de carácter 
administrativos, que se expiden para regular las múltiples materias y actividades 
de la administración que a cada órgano corresponde, los cuales establecen 

51 Cfr. Ley de Pror:edímlento Administrativo del Oistrito Federal. Publicada en et Diario Oficial de 
la Federación el día 19 de dldembre de 1995. 
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determinado tipo de procedimiento para hacer cumplir sus funciones en relación 
con los particulares. 

Hay ciertas Leyes y Reglamentos de carácter administrativo muy antiguos y que 
su aplicación resulta obsoleta, dado que sus diSposlclones no se ajustan a la 
realidad y a los fines para los que fueron creados, con lo que se Impide y 
obstaculiza una actuación eficiente por parte de las autoridades administrativas, 
por lo que resulta Importante la Supletorledad de la Ley de Procedimiento 
Administrativo del Distrito Federal. 

En términos del artículo 4 de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito 
Federal todos los órganos de la Administración Pública del Distrito Federal 
pueden fundamentar su actuación en esta Ley. 

Por ende, existen una gran diversidad de leyes y Reglamentos de carácter 
administrativo a los cuales se aplicará Ineludiblemente la Ley en comento, como 
consecuencia del contenido en su articulo 4º. 

Como conduslón podemos decir que la Ley de PrOO?dlmlento Administrativo del 
Distrito Federal se aplica de manera supletoria a los diversos ordenamientos 
jurídicos que regulan los actos y procedimientos de la Administración Pública, y 
que no son exduldos por la misma, excepto en lo relativo a los recursos, visitas 
de verificación, así como el procedimiento de revalidación de licencias, permisos 
o autorizaciones que se aplica forzosamente. 

Por lo que se refiere a la Supletoriedad del Código de Procedimientos Ovlles 
para el Distrito Federal, el que solo se aplicara a falta de dlsposlclón expresa de 
la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Fedleral, considero que tal 
referencia sale sobrando, pues al hacer una nueva Ley que viene a darte unidad 
al procedimiento administrativo, del cual se conocen su defectos y deficiencias, 
debiera regularse a la perfección dicha Institución sin necesidad de recurrir a 
otros dispositivos legales referentes a otras materias del derecho, que hacen 
mas complicada su finalidad. 

TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 
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CAPITULO IV 

ANÁLISIS DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO REGULADO POR 
LA LEY DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO 
FEDERAL Y PROPUESTA PARA PERFECCIONARLO. 

En este capítulo se expondrá desde un punto de vista personal, algunas 
disposiciones que no resultan del todo ciaras para la aplicación de la Ley de 
Procedimiento Adminlstrat!Vo del Distrito Federal, en cuanto a su contenido e 
Interpretación, pues lejos de agílizar la función administrativa la hacen mas lenta 
e Ineficaz. 

Tal y como lo hemos manifestado anteriormente, la Ley de Procedimiento 
Administrativo del Distrito Federal establece la creación de un solo 
procedimiento que define las bases de la actividad administrativa, mediante 
principios aplicables a todos los órganos que la Integran, en un marco 
de un procedimiento general tipo, SIN QUE ELLO SIGNIFIQUE LA 
EXPULSIÓN DE LOS DIVERSOS PROCEDIMIENTOS PREVISTOS EN LAS 
DIFERENTES LEYES Y REGLAMENTOS ADMINISTRATIVOS 
ESPECIFICOS, para asegurar un mínimo de unidad y lograr así la Justicia 
administrativa, cumpliendo con las garantías de legalidad y seguridad jurídica 
que consagra nuestra constitución. 

Es un hecho Innegable que en el Distrito Federal ha privado una dlspersldad y 
diversidad en las normas que regulan procedimientos y actos administrativos, y 
a veces hasta con cierta contradicción, lo cual genera entre la ciudadanla una 
Incertidumbre jurídica y confusión respecto a la norma aplicable y autoriclad 
competente, hechos que de manera Involuntaria provocan un Indeseado estado 
de Indefensión, producto de la Incomprensión de las normas y de los 
procedimientos. 

Mucflas leyes o reglamentos administrativos no contemplan un procedimiento 
administrativo o en su caso el que se prevé en las mismas es Insuficiente o 
contiene lagunas que Impiden u obstaculizan una actuación eficiente de las 
autoridades frente a los gobernados, lo que ha dado lugar a que dichas 
deficiencias sean cubiertas por las autoridades judiciales en cada caso concreto. 

COnsidero que la Ley de Procedimiento Admlnlstrat!Vo del Distrito Federal 
requiere ciertas modificaciones que son necesarias para su mejor aplicación, 
debiendo buscar proporcionar verdaderamente al gobernado un cuerpo de 
normas jurídicas que FACILITEN su actuación frente a la Administración 
Pública, evitando que se torne pausada e Infructuosa, no siendo contraria a la 
finalidad con la que fue legislada. 
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Consecuentemente en el desarrollo de este capítulo se llega al punto central de 
este trabajo de Investigación del porque el tema propuesto titulado "EL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y SUS FORMALIDADES REGULADO POR LA 
LEY DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL, Y LA 
NECESIDAD DE SU PERFECCIONAMIENTO DADA LA IMPORTANCIA DE SU 
SUPLETORIEDAD", en virtud de que considero que procedimiento administrativo 
debe estar dotado de claridad y precisión, debe ser flexible y conciso, 
haciéndolo accesible a todo el particular que tenga relación con el gobierno. 

Cabe hacer énfasis que se hace la propuesta a manera de Incluir ciertos 
aspectos que desde un punto de vista personal deben ser mas claros, sin 
referirnos a reformar un artículo en especlflco, ello con el fin de perfeccionar en 
procedimiento administrativo regulado por la Ley en comento 

Primeramente se anallzará el procedimiento que regula esta Ley y se hará la 
propuesta de modificar de una manera mas clara algunos puntos para estar 
acorde a las formalidades esenciales del procedimiento que estatuye nuestra 
carta magna, así como para facilitar la apllcaclón e Interpretación de esta ley por 
parte de las autoridades administrativas y los particulares. 

Es decir, establecer de un modo claro el camino que sigue el procedimiento 
administrativo desde su Inicio y tramitación, hasta su conclusión acorde a las 
Formalldades esenciales del procedimiento. 

Se buscarla con ello cumplir con los principios de simplificación, agllldad, 
Información, precisión, legalidad, transparencia, Imparcialidad y buena fe que 
rigen el procedimiento que regula la Ley de Procedimiento Administrativo del 
Distrito Federal. 

Por otra parte, hay que resaltar en que siempre se hará énfasis en el carácter 
supletorio de esta ley, figura jurídica que fue analizada en el capítulo anterior, 
pues dada la existencia de una gran cantidad de Leyes y Reglamentos de 
carácter administrativo, no debe ser considerada como Ley principal, sino como 
ley accesoria o secundarla, pues si se Impusiera como obllgaclón la aplicación 
primordial de esta ley para regular los actos y procedimientos de la 
administración publica del Distrito Federal, de nada servirían las demás leyes y 
reglamentos administrativos existentes, los cuales fueron expedidos 
precisamente para regular las diversas materias y actividades que abarca la 
Administración Pública del Distrito Federal. 

Reviste trascendental Importancia la figura jurídlc.a de la supletorledad en virtud 
de que en México no puede hablarse de un solo procedimiento admlnlstratlVo, 
sino de múltiples procedimientos administrativos, y no todas las leyes 
administrativas señalan los caminos, a los que los órganos de la administración 

.. 
;.''! \.' 
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se deben ceñir para la expedición y formulación de sus actos y para su 
Impugnación. 

Asimismo considero que debe ser una obligación para todas las autoridades 
administrativas, contar en sus Oficinas con la Ley de Procedimiento 
Administrativo del Distrito Federal, para apoyar su actuación dentro del 
procedimiento Administrativo, cuando el ordenamiento aplicable al caso 
concreto, sea omiso ante determinada situación. 

4.1. ANÁLISIS DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO REGULADO 
POR LA LEY DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRAnYO DEL 
DISTRITO FEDERAL 

El procedimiento administrativo es el objeto de regulación de la Ley de 
Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, pretende establecer en 
términos del artlculo 14 Constitucional, las formalidades esenciales del 
procedimiento Administrativo, que las autoñdades sujetas a esta ley deben 
observar para la producción de los actos administrativos que emitan. 52 

Asimismo, EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO sirve para asegurar EL 
MEJOR CUMPLIMIENTO DE LOS ANES de la Administración Pública del Distrito 
Federal, así como para GARANTIZAR LOS DERECHO E INTERESES LEGITTMOS 
DE LOS GOBERNADOS. 

Las formalidades esenciales del procedimiento, según se expuso en el capítulo 
correspondiente, están constituidas fundamentalmente por la posibilidad de 
aducir una defensa, de aportar pruebas, de que se dicte una Resolución 
conforme a la Ley y de que las autoridades observen las disposiciones legales 
que rigen su actuación. 

Sin embargo hay que mencionar que NO SE REQUIERE QUE EL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRAnYO ESTE CONSTITUIDO CON LAS 
MISMAS FORMALIDADES QUE EL PROCEDIMIENTO JUDICIAL, SINO 
QUE SE EMPLEEN LOS MEDIOS RAZONABLES PARA DAR 
OPORTUNIDAD DE AUDIENCIA Y DEFENSA AL PRESUNTO AFECTADO 
POR LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA QUE SE EMITA. 

El Procedimiento Administrativo regulado por la Ley de Procedimiento 
Administrativo del Dlstrtto Federal lo encontramos en su Tltulo Tercero de la 
misma Ley, el cual se compone de nueve capitulas a saber: 

El Capitulo Primero se refiere a las disposiciones generales, en este se 
establece que el procedimiento admlnlstntlvo podrá Iniciarse de oficio o 

"Lucero Espinosa. Op. Ot. Pág. X-XI. 

. 1 

' 
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a instancia de los interesados, también se precisa que en el procedimiento 
administrativo no procederá la gestión oficiosa y en consecuencia, el que 
promueva a nombre de otro deberá acreditar su personalidad, se establece un 
procedimiento único de revalidación de licencias, autorizaciones o permisos, 
además se prevé que el Incumplimiento de un servidor público a las 
disposiciones de esta Ley, será causa de responsab11ldad administrativa. 

El capitulo Segundo regula lo relativo a. los Interesados, la legitimación para 
Intervenir en un procedimiento administrativo se reconoce a todos aquellos que 
de manera directa puedan resultar afectados en su esfera jurídica, y su derecho 
esté protegido por una norma. 

El capitulo Tercero el cual se titula "Del procedimiento y sus formalldades", 
en este se establecen los requisitos de las promociones y las formalldades 
mínimas que deberán observarse en el procedimiento administrativo, dentro de 
este se pretende ellmlnar d11lgenclas Innecesarias, mismas que se reducen a las 
estrictamente Indispensables con la finalidad de no restar agilldad y expedlatez 
al procedimiento administrativo. 

El capítulo Cuarto regula lo relativo a los Impedimentos, excusas y 
recusaciones, se precisan sus causas, se establece el procedimiento para que el 
servidor públlco que tenga algún Impedimento se abstenga de Intervenir en el 
procedimiento administrativo de que se trate, y comprende además el trámite 
para la substanciación de la recusación. 

En el capitulo Quinto se regula las cuestiones relacionadas con los términos y 
las notificaciones, los términos se fijan de una manera ciara, precisándose los 
días háblles e Inhábiles para que tenga lugar las actuaciones en el 
procedimiento administrativo, comprende además normas juridicas que 
establecen las diversas clases y los requisitos de las notiflcadones, procurando 
evitar formullsmos Innecesarios, de tal modo que se establecen las diversas 
formas de notlflcación para que no lmpllquen una violación a las garantlas 
constitucionales del gobernado y que generen certidumbre. 

En el capitulo sexto se prevé todo lo relacionado a la substanciación de los 
Incidentes que se pueden presentar en el procedimiento administrativo, los que 
en lo general no suspenden el procedimiento y se resuelven conjuntamente con 
lo principal, estableciendo solamente corno de previo y especial 
pronunciamiento a los Impedimentos. 

En el capitulo Séptimo se regula lo concerniente a la conclusión del 
procedimiento administrativo, en el que la terminación normal del procedimiento 
administrativo tiene lugar por la resolución expresa del órgano administrativo 
competente que decidirá todas las cuestiones que hayan planteado los 

TEi3IS CON 
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interesados y aquellas otras derivadas del procedimiento, aquellos casos en que 
no exista resolución expresa, la Ley prevé la afirmativa ficta como regla general 
cuando se trata de solicitudes de licencias, permisos, autorizaciones y establece 
los casos en que se configura la negativa ficta. 

El capitulo Octavo se refiere a las visitas de verificación que efectuarán las 
autoridades administrativas para verificar el cumplimiento de las disposldones 
legales y reglamentarlas de carácter loca l. 

El capitulo Noveno regula las Medidas de Seguridad las cuales se entienden 
como las disposiciones que la autoridad competente dicte para proteger la salud 
y seguridad pública. 

Según el artículo 32 de la Ley en estudio dispone que: LAS DISPüSIQONES DE 
ESTE TÍlULO SE APLICAN A LOS ACTOS QUE DESARROLLE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL ANTE LOS 
PARTICULARES, CUANDO LOS ACTOS JURÍDICOS QUE INICIEN, 
INTEGREN O CONCLUYAN EL PROCEDIMIENTO PRODUZCAN EFECJOS 
EN SU ESFERA JURÍDICA. 

A través del procedimiento se busca dar certeza y seguridad jurídica a las 
relaciones de la Administración Pública del Distrito Federal, tanto en el ámbito 
interno como con los particular!!$. 

Por otro lado, es un hecho que ante las distintas autoridades administrativas se 
tramitan verdaderos procedimientos en los que se pretende afectar la esfera 
jurídica de un particular y la autoridad administrativa se coloca en un plan de 
Juez que en algunas ocasiones tiene que resolver verdaderas controversias de 
derecho entre dos partlculares, de ahí la importancia del tema propuesto. 

En esta Ley de Procedimiento Administrativo, se prevé la existencia de un 
procedimiento unlfonne o general que procure en la medida de lo posl>le, 
unificar diversas normas procedimentales de un texto único aplicable a todos los 
actos de la Administración Pública del Distrito Federal, con excepción de 
aquellas materias que requieran un procedimiento espedflco. 

La Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, es una Ley 
reguladora de la acción administrativa en general, contiene las garantías 
elementales que han de darse en todo procedimiento administrativo; además 
contiene la regulación del régimen Jurídico de las Actos Administrativos. 

En esta Ley el Principio de la Garantía de Audiencia, en el ámbito del 
procedimiento administrativo consiste en que a pesar de la carencia de 
solemnidades y de la rapidez que debe caracterizar al ·Procedimiento 
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administrativo en los casos en que pueda afectar derechos o Intereses de los 
particulares deben establecerse las formalidades mínimas Indispensables para 
evitar el desconocimiento o la afectación arbitrarla de esos derechos y 
establecer en consecuencia el debido proceso legal que garantice a los 
particulares la OPORTUNIDAD DE DEFENSA. 

Desde un punto de vista muy personal, considero que la Ley de Procedimiento 
Administrativo del Distrito Federal, pretende ser una copla de la legislación 
procesal civil, lo cual considero un acierto en virtud de que como ya hemos 
dicho, esta ley tiene el caracter supletotorio, y que en atención a esta 
característica debe regular de manera mas precisa y clara el procedimiento 
administrativo que se da entre la Administración Pública por conducto de las 
autoridades administrativa y los particulares. 

En efecto, la ley en comento regula de manera muy semejante diversas figuras 
jurídicas del proceso civil, lo cual representa un gran avance para los diversos 
ordenamientos jurídicos administrativos existentes, pues al contemplar dichas 
figuras que se pueden dar en el desarrollo de un procedimiento administrativo, 
viene a suplir las deficiencias que se contienen en todos los ordenamientos 
administrativos aplicables a determinado caso en concreto, tales como 
Incidentes, Impedimentos, excusas y recusaciones. 

Considero oportuno hacer el comentario relativo al capítulo Tercero titulado 
"Del procedimiento Administrativo y sus formalidades", las cuales propiamente 
no enuncian el seguimiento cronológico de las FORMALIDADES ESENCIAl..ES 
DEL PROCEDIMIENTO, desde el Inicio hasta su conclusión a que se refiere 
nuestra Constitución, sino mas que nada a requisitos de forma que debe reunir 
el particular en cuanto a la presentación de su pretensión. 

Ahora bien, de la estructura de como se encuentra regulado el procedimiento 
administrativo, resulta conveniente enfocarlo a verificar si el mismo cumple con 
lo establecido por nuestro artículo 14 Constitucional en lo referente a las 
formalidades esenciales del procedimiento, las que ya fueron analizadas en el 
capítulo anterior. 

Comenzaremos diciendo que la Garantía de audiencia Implican en términos 
generales, el derecho de no poder ser afectado un particular en su persona o 
patrimonio, sin antes ser oído y vencido en juicio, o en el presente caso de 
procedimiento previo. 

Por lo que retomando el tema central en lo tocante a las formalidades 
esenciales del Procedimiento, las cuales como según lo estudiamos en capkulo 
anterior consisten en la OPORTUNIDAD DE DEFENSA y EN LA OPORTUNIDAD 

'· 
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administrativo en los casos en que pueda afectar derechos o Intereses de los 
particulares deben establecerse las formalidades mínimas Indispensables para 
evitar el desconocimiento o la afectación arbitraria de esos derechos y 
establecer en consecuencia el debido proceso legal que garantice a los 
particulares la OPORTUNIDAD DE DEFENSA. 

Desde un punto de vista muy personal, considero que la Ley de Procedimiento 
Administrativo del Distrito Federal, pretende ser una copla de la legislación 
procesal civil, lo cual considero un acierto en virtud de que como ya hemos 
dicho, esta ley tiene el carácter supletotorio, y que en atención a esta 
característica debe regular de manera mas precisa y clara el procedimiento 
administrativo que se da entre la Administración Pública por conducto de las 
autoridades administrativa y los particulares. 

En efecto, la ley en comento regula de manera muy semejante diversas figuras 
jurídicas del proceso civil, lo cual representa un gran avance para los diversos 
ordenamientos jurídicos administrativos existentes, pues al contemplar dichas 
figuras que se pueden dar en el desarrollo de un procedimiento admlnlstrattvo, 
viene a suplir las deficiencias que se contienen en todos los ordenamientos 
administrativos aplicables a determinado caso en concreto, tales como 
Incidentes, Impedimentos, excusas y recusaciones. 

Considero oportuno hacer el comentario relativo al capitulo Tercero titulado 
"Del procedimiento Administrativo y sus formalidades", las cuales propiamente 
no enuncian el seguimiento cronológico de las FORMALIDADES ESENClALES 
DEL PROCEDIMIENTO, desde el Inicio hasta su conclusión a que se refiere 
nuestra Constitución, sino mas que nada a requisitos de forma que debe reunir 
el particular en cuanto a la presentación de su pretensión. 

Ahora bien, de la estructura de como se encuentra regulado el procedimiento 
administrativo, resulta conveniente enfocarlo a verificar si el mismo cumple con 
lo establecido por nuestro artículo 14 Constitucional en lo referente a las 
formalidades esenciales del procedimiento, las que ya fueron analizadas en el 
capítulo anterior. 

Comenzaremos diciendo que la Garantía de audiencia Implican en términos 
generales, el derecho de no poder ser afectado un particular en su persona o 
patrimonio, sin antes ser oído y vencido en juicio, o en el presente caso de 
procedimiento previo. 

Por lo que retomando el tema central en lo tocante a las formalidades 
esenciales del Procedimiento, las cuales como según lo estudiamos en caplulo 
anterior consisten en la OPORTUNIDAD DE DEFENSA Y EN LA OPORTUNIDAD 
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PROBATORIA, y que en términos mas precisos a la luz de la Jurisprudencia 
sustentada por nuestros Tribunales consisten las citadas oportunidades en: 

a).- la notificación del Inicio del procedimiento y sus consecuencias. 
b).- la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la 

defensa. 
c).- la oportunidad de Alegar. 
d). - El dictado de una Resolución que dirima las cuestiones debatidas 

Considero que las formalidades antes mencionadas deben darse dentro del 
procedimiento administrativo en este orden, de un modo claro y preciso, pues 
regulan el camino que se sigue ante las autoridades administrativa para emitir 
sus actos administrativos, en el caso que el ordenamiento aplicable no lo regule 
de manera expresa. 

La NOTIFICACIÓN del Inicio del procedimiento y sus consecuencias, no esta 
regulada de manera expresa en determinado articulo, pues el capítulo Quinto se 
refiere a las formas en que deben practlcase las notiflcaclones. 

En las diferentes leyes adjetivas, la oportunidad de defensa se traduce en 
diversas formas procesales tales como la Notificación, el emplazamiento, el 
término para oponerse a las pretensiones de privación o al pretendido acto de 
privación etc., y consiguientemente la contravención a cualquiera de ellas 
significa simultáneamente la violación a la formalidad procesal respectiva. 

La notificación es un acto por el cual la Administración Pública hace saber en 
forma fehaciente v formal a aquellos a quienes va dirigido el acto 
administrativo, este y sus efectos. 

El derecho Administrativo ha adoptado varias formas de notificación en su 
derecho procesal como son: 

• Notificación Personal. 
• Notificación por edictos. 
• Notificación por correo certlflcado con acuse de recibo 
• Por telegramas 
• Publicación del acto en el Diario Oficial de la Federación. 53 

Dentro del género notificaciones, se comprenden las citaciones, que señalan 
lugar, día y hora para que el particular comparezca a un fin determinado, 
estableciéndose el objeto de la misma, los emplazamientos por los que se fija el 
periodo de tiempo para que el Interesado realice una actuación jurídica y los 

"Acosta Romero Miguel. Teorfa General del derecho Mmlnislratlw. 9' Edldóo. Edllorial Pomia. 
México. 2000. ~. 684. 
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requerimientos por los que se conmina al Interesado a observar una conducta 
determinada positiva o negativa. 

A los Interesados en un procedimiento administrativo se les debe notificar las 
resoluciones que afecte sus derechos e Intereses, al notificarse los actos 
administrativos, se generan ciertos efectos jurldlcos tales como: 

• El administrado tiene conocimiento del acto administrativo. 
• Tiene la oportunidad de defenderse presentando defensas adecuadas 
• Es punto de partida para el cumplimiento de los derechos y obligaciones 

que derivan del mismo acto. 
• señala los plazos establecidos por la Ley Administrativa para hacer valer 

los medios de Impugnación procedentes. 54 

La ley debe prevenir de una MANERA PRECISA la forma de hacer las 
notificaciones a los Interesados y los plazos en que dichas notificaciones surtirán 
efectos, la notificación constituye una de las formas procesales mas Importantes 
dentro del procedimiento administrativo, que garantiza la oportunidad de ser 
oído en juicio con el fin de evitar el desconoclmlento o afectación arbitrarla a 
sus derechos, garantizando a los particulares la debida oportunidad de defensa. 

Dispone el artículo 76 de la Ley de Procedimiento Administrativo del Dlstrtto 
Federal lo siguiente: 

"Para la práctica de las notificaciones, citaciones, emplazamientos, 
requerimientos, visitas e Informes, a falta de Términos o plazos específicos 
establecidos en esta y otras normas administrativas, se harán en tres días 
hábiles. La dependencia o la entidad competente deberá hacer del conocimiento 
del Interesado dicho término". 

Del texto de este artículo se deduce que la autoridad administrativa puede 
practicar Notificaciones, citaciones y emplazamientos. 

Refiriéndonos un poco a lo que Implica un emplazamiento en el que según el 
Maestro Dorantes Tamayo expresa que: " es el acto de hacer saber al 
demandado de que dispone de un plazo legal para contestar la demanda • .ss se 
puede deducir que ante las autoridades administrativas se tramitan 
procedimientos que Implican verdades controversias en los que hay Intereses 
contrarios entre dos particulares, y que someten dld1a controversia para el 
conocimiento de la Autoridad competente y esta solucione dicho conflicto 
emitiendo la Resolución administrativa apegada a derecho. 

"Ibkl. 
" Dorantes Tamayo Luis. TeOffa General del Proceso. 71 Edieión. Editorial Pomia. México. 

2000. Pág. 326. 
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Asimismo el artículo 78 de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito 
Federal en su fracción 1 nos dice lo siguiente: 

Articulo 78.- LAS NOTIFICACIONES, cltatorlos, EMPLAZAMIENTOS, 
requerimientos, y solicitud de Informes o documentos deberá realizarse: 

1.- PERSONALMENTE A LOS INTERESADOS; 

a).- CUANDO SE TRATE DE LA PRIMERA NOTIFICAOÓN DEL ASUNTO. 

se regula de manera muy amplia la obligación de la autoridad administrativa de 
la Notificación del Inicio del procedimiento y sus consecuencias, pues regula de 
manera semejante al procedimiento judicial diversas formas de notificación, 
tales como: por correo Certificado y por Edictos, todo ello con la Intención de 
que por cualquier medio de legal, se notifique al particular y se le haga saber o 
de a conocer los actos que dan Inicio al procedimiento administrativo y que 
puede producir efectos jurídicos en su esfera jurídica. 

cabe hacer énfasis que el artículo 84 del ordenamiento en comento dispone lo 
siguiente: 

"Toda notificación, con excepción de la que se haga por edictos deberá 
contener el texto Integro del acto administrativo, el fundamento legal 
en que se apoye, el recurso administrativo que proceda asl como el 
órgano ante el cual tendrá que interponerse y el término para hacer 
valer dicho recurso" 

Considero que la Notificación del Inicio del procedimiento y sus consecuencias, 
debe ser consecuencia de que la petición o escrito lntclal ya fue admitido y se ha 
Iniciado el procedimiento administrativo que tiene como finalidad afectar la 
esfera jurídica del particular, por lo que la propuesta de cómo debiera estar 
regulada esta formalidad se hará cuando se analicen tos subsecuentes puntos a 
Investigar. 

LA OPORTUNIDAD DE OFRECER Y DESAHOGAR LAS PRUEBAS EN QUE FINQUE 
su DEFENSA.- En lo tocante a este punto considero que la Ley de Procedimiento 
Administrativo del Distrito Federal contiene un gran error al contemplar varios 
supuestos en cuanto al ofrecimiento de pruebas, pues se habla de tres 
supuestos en los que se pueden ofrecer los cuales son: 

a).- Se deben ofrecer en el escrito Inicial. (articulo 57 de la LPADF) 
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b).· Cuando se acuerde la apertura de un periodo probatorio. (artículo 56 de la 
LPADF}. 

c).· SI la Autoridad Administrativa no tiene por ciertos lo hechos. (artlculo 57 
fracción II y 58 de la LPADF} 

Resulta una gran confusión para el particular apoyarse en esta Ley cuando el 
ordenamiento aplicable no regule expresamente el periodo probatorio dentro del 
procedimiento administrativo, pues se regulan en diversos artículos, varios 
supuestos para ofrecer sus pruebas, los cuales lejos de aclarar su aplicación la 
toman confUsa. 

En lo tocante a este punto, por considerarlo de suma Importancia dentro del 
procedimiento administrativo, se analizara mas a fondo en un punto mas 
adelante 

cabe solo hacer énfasis que si bien esta Ley regula la oportunidad DE OFRECER 
Y DESAHOGAR PRUEBAS dentro del procedimiento, debe haber mas precisión y 
claridad derivado de la supletorledad a la gran cantidad de Leyes y Reglamentos 
administrativos existentes. 

LA OPORlllNIDAD DE ALEGAR.· Partiendo de la Idea de 1o que se entiende por 
alegatos, que son los argumentos que da cada una de las partes al Juez, en 
este caso a la autor1dad admlnlstratlVa, sosteniendo que la sentencia definitiva, 
(Resolución Administrativa) que este dicte, le debe ser favorable, en virtud de 
que se han probado los hechos en que baso sus pretensiones y de que es 
aplicable al caso concreto el derecho que hizo valer, es esta fase concluslva LAS 
PAR1ES FUAN SUS PUNTOS DE VISTA JURÍDICOS. 

Considero de gran Importancia esta fase, pues al ser razonamientos jurídicos 
con ello se puede orientar tanto al Instructor del expediente como a la autoridad 
admlnlstratlVa, quienes en muchos de los casos no son l..lcenclados en derecho, 
o que en algunos de los casos al ser puestos políticos y dado que los mismos 
esta sujetos a constantes cambios de autoridades sin previo aviso, se puede dar 
el supuesto de que la autoridad que tenga que emitir la Resolución 
administrativa no este bien enterada del asunto, con los alegatos se orienta a la 
autoridad para emitir su resolución. 

El periodo de Alegatos lo encontramos regulado en el últln1o párrafo del artículo 
57 de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal al establecer lo 
siguiente: 

Artículo 57.· La audiencia tendrá por objeto la admisión y desahogo de la 
pruebas ofrecidas, ASI COMO LA RECEPCIÓN DE ALEGATOS QUE 
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FORMULEN LOS INTERESADOS POR SI O POR MEDIO DE SUS 
REPRESENTANTES o PERSONAS AUTORIZADAS. Concluida la audiencia, 
comparezcan o no los Interesados, LA AUTORIDAD EMmRA LA 
RESOLUCIÓN DEL ASUNTO DENTRO DEL TERMINO DE CINCO DIAS 
HABILES. 

Asimismo, en el artículo 39 fracción V se establece que: 

Articulo 39.- La Administración Pública del Distrito Federal, en sus relaciones con 
los particulares, tendrá las siguientes obligaciones: 

Fracción V.- Admitir las pruebas permitidas por los ordenamientos jurídicos 
aplicables Y RECIBIR ALEGATOS, los que deberán ser tomados en cuenta por la 
autoridad competente al dictar resolución 

Es Importante esta disposición, pues encierra tanto la obligación por parte de la 
autoridad administrativa, de admitir los alegatos que le presenten las partes, asl 
como la obligación de tomarlos en cuenta al momento de resolver o dictar 
resolución en el procedimiento administrativo que se tramite ante las mismas. 

Considero que se debiera Imponer para los particulares como obligación la 
presentación por escrito de sus alegatos, pues la obligación de entrar al estudio 
de los mismos ya se ha expuesto en el párrafo que antecede. 

EL DICTADO DE UNA RESOLUCIÓN QUE DIRIMA LAS CUESTIONES 
DEBATIDAS. - en la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, 
encontramos en el capítulo Séptimo del Titulo Tercero, lo concerniente a la 
conclusión del procedimiento administrativo, así como en la parte final del 
artículo 57 del mismo ordenamiento. 

Tocante a la Resolución que dirima las cuestiones debatidas encontramos que: 

Artículo 87.- Ponen fin al procedimiento administrativo. 

Fracción !.- LA RESOLUCIÓN DEFINmVA QUE SE EMITA 

Artículo 57.- " .•. Concluida la audiencia, comparezcan o no los Interesados, LA 
AUTORIDAD EMffiRA LA RESOLUCIÓN DEL ASUNTO DENTRO DEL 
TERMINO DE CINCO DIAS HABILES." 

Propiamente la Formalidad que estatuye nuestra Constitución, tocante a el 
dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas, la encontramos 
en este dispositivo, ya que se dispone que la Resolución deberá emitirse 
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concluida la audiencia, acto en el que se admitieron y desahogaron las prueba, 
y con la que concluye el procedimiento administrativo. 

Resultado de los análisis expuesto tocante al ANÁLISIS DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO REGULADO POR LA LEY DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL, podernos observar que la Ley en 
comento al ser una ley nueva que pretende unificar las bases que deben 
prevalecer en el procedimiento administrativo en el que se tenga corno finalidad 
afectar la esfera jurídica del particular, regula en relación a la gran cantidad de 
Leyes y Reglamentos administrativos aplicables en el Distrito federal, que en 
ocasiones son muy antiguos, de manera mas precisa lo tocante al desarrollo del 
procedimiento administrativo y sus fonnaildades. 

Pero no por eso, quiere decir que esta Ley sea peñecta, sino por el contrario, en 
el desarrollo de los siguientes puntos del presente terna de Investigación se 
propondrá que ciertos aspectos de suma Importancia, que desde un punto de 
vista personal, requieren modificaciones para ser un tanto mas fácil su 
Interpretación y aplicación tanto para los particulares corno para las autoridades 
administrativas encargadas de aplicarla. 

4.2. IMPORTANCIA DE PRECISAR CUANDO LAS AUTORIDADES 
ADMINISTRATIVAS ESTAN FACULTADAS PARA ACTUAR 
CONFORME A LA LEY DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
DEL DISTRITO FEDERAL. 

Comenzaremos este punto con la siguiente Interrogante lQulén es la autoridad 
encargada o competente para conocer del procedimiento administrativo que 
regula la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal? o bien 
lQulen es la autoridad administrativa competente para conocer el procedimiento 
administrativo que se Inicie con fundamento en esta ley? 

Primeramente es Importante referirnos en este punto a los conceptos de 
AUTORIDAD ADMINISTRATIVA y ADMINISTRACION PUBLICA, con los que 
quedarnos de acuerdo en el capítulo correspondiente al Marco conceptual, los 
cuales transcribimos de nueva cuenta. 

AUTORIDAD ADMINISTRATIVA.- Se entiende al titular de los órganos del Estado 
que tienen atribuidas por la Ley facultades de decisión y ejecudón de los actos 
que pronuncien, tienen la potestad legalmente conferida, para ejercer su 
función pública, dictando resoluciones cuya obediencia es Indeclinable bajo la 
amenaza de una sanción y la posibilidad de su ejecución forzosa en caso 
necesario. 
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Aqui es Importante hacer énfasis en la competencia administrativa que los 
órganos administrativos tienen, derivados de los diversos ordenamientos 
jurídicos administrativos, los cuales les confieren sus atribuciones y facultades, 
pues es Indispensable que esta oompetenda se manifieste como una atribución 
expresa de los órganos admlnistratiVOs a través de una norma jurídica, ES 
DECIR LA COMPETENCIA SIEMPRE TIENE QUE ESTAR MANIFIESTA EN LA LEY. 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.· Es en si mismo el Gobierno del Estado, se ejerce a 
través de los distintos órganos colocados dentro de una situación jerárquica que 
tiene como autoridad superior al presidente, o en el caso del Distrito Federal al 
Jefe de Gobierno, entraña el conjunto de dichos órganos estatales, que dentro 
de su respectiva competencia ejercen funciones de gobierno en múltiples ramas 
vinculadas a la vida social, económica, cultUral y política de la sociedad en 
México y en el Distrito Federal, lA ADMINISTRACIÓN PUBUCA SE EJERCE 
POR LOS ORGANOS QUE RECONOCE lA LEY ORGANICA 
CORRESPONDIENTE. 

Ahora resulta conveniente hacer un análisis de los artículos de la Ley de 
Procedimiento Administrativo del Distrito Federal que nos darán las respuestas a 
nuestros cuestlonamlentos planteados. 

Primeramente dispone el primer párrafo del articulo 1º de la Ley de 
Procedimiento Administrativo del Distrito Federal que: 

"Las disposiciones de la presente Ley son de orden e Interés públicos y tienen 
por objeto regular LOS ACTOS y PROCEDIMIENTOS DE LA ADMINISTRACION 
PUBLICA DEL DISTRITO FEDERAL. 

En caso de la Administración Pública Paraestatal, solo será aplicable la presente 
Ley, cuando se trate de actos de autoridad provenientes de organismos 
descentralizados que afecten la esfera Jurídica de los particulares.• 

Asimismo el artículo 40 de la misma ley en lo conducente dispone que: 

"La presente Ley se aplicará de manera SUPLETORIA a los diversos 
ordenamientos jurldkos que regulan a la Administración Públk:a del 
Distrito Federal; .. : 

Se habla de que regula los actos y procedimientos de toda la Administración 
Pública del Distrito Federal ron algunas excepciones, y que se aplica 
supletorlamente a los diversos ordenamientos de carácter administrativo que 
regulan su actividad. 
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En otras palabras, regula todos los actos y procedimientos de la administración 
publica del Distrito Federal, y supletortamente se aplica a los diversos 
ordenamientos que regulan esos actos y esos procedimientos. 

Encontramos que la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito 
Federal y su Reglamento Interior, contemplan la gran diversklad de 
dependencias y entidades que Integran la Administración Pública del Distrito 
Federal, que en atención a los conceptos antes aludidos, deben ser 
considerados como las facultadas para actuar conforme a la Ley de 
Procedimiento Administrativo del Distrito federal, las cuales son: 

Artículo 1. - La Administración Pública del Distrito Federal sera Central, 
desconcentrada y paraestatal. 

La Jefatura de Gobierno del Distrito Federal, las secretarías, la Procuraduría 
General de Justicia del Distrito federal, La Oficialía Mayor, la Contraloóa General 
del Distrito federal y la Consejería Jurídica y de Servicios Legales son las 
dependencias que integran la administraáón publica Centralizada. 

En las demarcaciones territoriales en que se divida el Distrito Federal, la 
Administración Pública Central contará con órganos Político Administrativos 
desconcentrados con autonomía funcional en acciones de gobierno a los que 
genéricamente se les denominará DELEGACIONES DEL DISTRITO FEDERAL 

Para atender de manera eficiente el despacho de los asuntos de su competencia 
la Administración Centralizada del Distrito Federal contara con órganos 
administrativos desconcentrados, considerado en los términos del Estatuto de 
Gobierno, los que están jerárquicamente subordinados al propio Jefe de 
Gobierno o bien a la dependencia que éste determine. 

Los organismos descentralizados, las empresas de participación estatal 
mayoritaria y los Adelcomlsos públicos componen la ADMINISTRAaÓN 
PUBLICA PARAESTATAL" 

~n Consecuencia la Administración Centralizada se compone de los siguientes 
Organos: 

1. Jefatura del Distrito Federal. 
2. Secretaria de gobierno. (con excepción de las materias relativas a la 

Justicia cívica y notarial). 
3. Secretaría de desarrollo Urbano y Vivienda. 
4. Secretaría de Desarrollo Económico. 
5. Secretaría del Medio Ambiente. 
6. Secretaría de Obras y Servidos. 
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7. secretaría de Desarrollo Social. 
8. secretarla de Salud. 
9. secretarla de Ananzas. (únicamente en caso de multas administrativas). 
10. secretarla de Transportes y Vialidad. 
u.secretarla de Seguridad Públlca. 
12.0flclalía Mayor. 

Por lo que respecta a la Administración Pública Desconcentrada tenemos: 

1. Contralorla General. (se excluye lo relativo a la determinación de 
responsabilidades de los servidores públicos). 

2. Delegaciones. (se excluye los Consejos Ciudadanos). 
3. Otros órganos desconcentrados. 

En cuanto a la Administración Pública Paraestatal únicamente tratándose de 
actos de autoridad que afecten la esfera Jurídica de los particulares, 
provenientes de organismos descentralizados. (se excluye la Comisión de 
Derechos Humanos del Distrito Federal). 

Aquí es Importante resaltar que en términos de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública y su Reglamento Interior, se dispone que para el 
eficiente despacho de los asuntos que sean competencia de cada dependencia u 
organismo, los titulares pueden auxiliarse de otros órganos subordinados a el. 

Disponiendo por su parte la Ley Orgánica de la Administración Públlca del 
Distrito Federal en sus artículos 17 y 38 lo siguiente: 

Artículo 17.- Al frente de cada Secretarla, de la Oficialía Mayor, de la Contraloría 
general del Distrito Federal y de la Consejería Jurídica y de servido Legales 
habrá un titUlar quien para el despacho de los asuntos de su 
competencia se auxiliará en su e.aso, POR LOS SUBSECRETARIOS, 
DIRECTORES GENERALES, DIRECTORES DE AREA, SUBDIRECTORES Y 
JEFES DE UNIDAD DEPARTAMENTAL, así como de los demás servidores 
públicos que se establece en el Reglamento Interior y los manuales 
administrativos. 

Artículo 38.- Los titulares de los Órganos Político- Admlnlstratlw de cada 
demarcación Territorial serán elegidos en forme universal, llbre, secreta y 
directa en los términos establecidos en la legislación apllcable Y SE 
AUXILIARAN PARA EL DESPACHO DE LOS ASUNTOS DE SU 
COMPETENCIA DE LOS DIRECTORES GENERALES, DIRECTORES DE 
AREA, SUBDIRECTORES, JEFES DE UNIDAD DEPARTAMENTAL, que 
establezca el Reglamento Interior. 

\.,. ... -- ~-J 
rp¡i l•j fl ('Q '.i.'f 
l l~J.i) .1 111 
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Por su parte el Reglamento Interior de la Adninlstracfón Pública del Distrito 
Federal regula una gran cantidad de dependencias que auxilian a la 
administración pública en el despacho de los asunto que son de la competencia 
de las administración pública tanto centralizada, desconcentrada y paraestatal. 56 

Como conduslón Podemos decir que existen un sinnúmero de Autoridades 
administrativas que en términos de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
del Distrito Federa y su Reglamento han sido creadas para cumplir con los fines 
de la Administración Pública del Distrito Federal. 

Todas esta autoridades a la Luz del artículo 10 y 4º de la Ley de Procedimiento 
Administrativo del Distrito Federal, SON W FACULTADAS PARA APOYAR 
SU ACTUACIÓN FRENTE A LOS PARnCUl.ARES, CUANDO ANTE ELLAS 
SE INICIE UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO CON EL QUE SE 
PUDIERA AFECTAR LA ESFERA JURÍDICA DE LOS PARnCULARES. 

La figura de la SUpletorledad analizada en el capítulo que antecede, reviste 
trascendental Importancia en este punto, en razón de que en la mayoría de los 
casos ante la gran diversidad de autoridades y actividades de la administración 
pública, existe una Ley o reglamento de carácter administrativo que además de 
darle la competencia a determinada autoridad, regula determinada situación, 
esta Ley o reglamento debe ser aplicada por el titular o autoridad auxHlar, 
encargada de cumplir con los fines de la administración, para lo cual se 
establece determinado procedimiento y que podrá por Igual apoyarse en la Ley 
de Ptocedlmlento Administrativo del Distrito Federal en los casos no previstos en 
la Ley o Reglamento aplicable. 

Al referirse al ámbito de aplicación no se espedflca en particular ninguna 
autoridad sino que de manera genérica se dispone que todas las dependencias 
que Integran la administración pública podrán apoyar su actuación en esta Ley, 
pero como hemos reiterado no se debe pe!der de vista su carácter supletorio a 
las distintas leyes y reglamentos aplicables. 

Es a partir del procedimiento regulado por cada ley o reglamento aplicable a 
determinado caso en concreto, en los que se le da Intervención a las distintas 
autoridades administrativas, las cuales en términos del articulo 1 y 4 de la Ley 
de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Distrito Federal y su Reglamento Interior, en que se 
legitima la actuación de todas las autoridades reconocidas en estos 
ordenamientos para actuar en términos o ron fundamento en la Ley de 
Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, aun y cuando no se 
especifique su nombre, pues por el solo hecho de estar al frente de una 

'' ar. Reglamento Interior de Ja de la Admlnlstracitln ~del Oisfnlo FeritY<JI. artlculos 7 y 
115 publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el dla 29 de diciembre de 1998. 

'" 
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dependencia o unidad administrativa puede aplicar o fundamentar su actuadÓn 
en términos de ésta ley, cuando el ordenamiento aplicable al caso concreto no 
regule de manera expresa determinada situación. 

En este punto, se debe precisar que los titulares de las dependencias de 
Gobierno y sus auxiliares (autoridades administrativas} reconocidos en términos 
de la Ley Orgánica de la Administración pública del Distrito Federal y su 
Reglamento Interior son los facultados para actuar conforme a la Ley de 
Procedimiento Administrativo del Distrito Federal. 

Es decir, los titulares de los distintos órganos administrativos, así como los 
órganos auxiliares que tengan encomendada determinada actividad y que en 
términos de la Ley orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal y su 
Reglamento sea legalmente reconocida su existencia, y no excluidas por la Ley 
de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, están facultados para 
apoyar su actuación y en ocasiones Iniciar y tramitar los procedimientos 
administrativos que se puedan originar derivado de sus actividades o funciones 
en la Ley de Procedimiento Administrativo Distrito Federal. 

Es el caso que la Ley de procedimiento administrativo no especifica si es 
únicamente el titular de cada dependencia reconocida en términos de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal la encargada de 
aplicar la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, sin lndulr a 
los titulares de los órganos subordinado al titular de cada dependencia. 

Por lo que en contestación a las Interrogantes con que Iniciamos este punto, 
podemos decir que las autoridades administrativas que apoyan su actuación en 
esta Ley, serán las que en términos de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Distrito Federal y su Reglamento Interior, sean parte Integrante de la 
Administración Pública del Distrito Federal, como por ejemplo los secretarlos, 
Subsecretarios, directores de área, subdirectores, Jefes de Unidad 
Departamental. 

se debe ampliar la Ley de procedimiento administrativo, en el sentido de no 
dejar lugar a dudas de las autoridades administrativas reconocidas para aplicar 
la Ley en comento, debiera Incluirse que, LA PRESENTE LEY SE APLICARA POR 
CONDUCTO DE LOS TITULARES DE LAS DEPENDENCIAS RECONOCIDAS POR 
LA LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRAOON PUBLICA DEL DISTRITO FEDERAL 
Y SU REGLAMENTO INTERIOR, AS! COMO DE LOS ORGANOS AUXILIARES QUE 
LA PROPIA LEY LEGmMA SU EXISTENCIA, PARA EL AGIL Y EAOENTE 
DESPACHO DE LOS ASUNTOS QUE SEAN COMPETENCIA DE LA 
ADMINISTRAOÓN PUBLICA DEL DISTRITO FEDERAL 
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Asimismo en lo tocante al artículo 4 de la Ley de Procedimiento Administrativo 
del Distrito Federal, EN CUANTO A LA SUPl..ETORIEDAD, IA LEY DEBE 
ESfABLECER QUE TANTO LA AUTORIDAD COMO EL PARTICULAR DEBEN 
AJUSTAR SU ACTlJAOÓN CON FUNDAMENTO EN LAS LEVES Y REGLAMENTOS 
APLICABLES AL CASO CONCRETO Y SOLO A FALTA DE OISl'OSICIÓN EXPRESA, 
PODRAN APOYAR SU PETIOÓN O ACTUACIÓN EN ESfA LEY. 

Solo a manera de comentarlo, considero que la única persona legitimada para 
firmar las Resoluclooes administrativas que se emitan dentro de cualquier 
órgano administrativo debe ser su Titular pues éste es el responsable directo de 
los actos que se emitan, y no asf los auxlllares, Independientemente de que ante 
éstos se tramiten los procedimientos administrativos, lo anterior con la finalidad 
de darle seguridad jurídica al particular, así como al buen funcionamiento de la 
Administración Pública. 

4.3. NECESIDAD DE PRECISAR EN QUE MOMENTO Y MOTIVOS POR 
LOS QUE PUEDE DAR INICIO UN PROCEDIMIENTIO 
ADMINISTRATIVO. 

Resulta conveniente hacemos las siguientes lnterrogartes lCualquler escrito 
Inicial, promoción, solicitud o petición que presente un particular ante 
determinada dependencia de la Administración Pública del Distrito Federal, da 
origen a que se Inicie y tramite un Procedimiento Administrativo?, lEn que 
momento se da Inicio a un procedimiento administrativo? ¿ Por qué causas o 
motivos puede lnlclar.;e un procedimiento administrativo? 

Como se ha manifestado anteriormente, no hay duda de que ante las 
Autoridades Administrativas dependientes de la Administración Pública del 
Distrito Federal, se tramitan verdaderos procedimientos en los que se pretende 
afectar la esfera jurídica de los particulares y la autoridad administrativa se 
coloca en un plano de Juez, en el que tiene que resolver verdaderas 
controversias ele derecho. 

Los actos del Gobierno, por su naturaleza, afectan en fonna directa e Inmediata 
a los particulares, lo que ocasiona, frecuentemente, controversias entre éstos y 
la autoridad. 

Puede suceder que la autorkfad al actuar lesione la esfera jurídica de uno o mas 
particulares, o que al beneficiar a uno afecte a otro, o que ella resulte 
perjudicada, originándose con ello controversias. 

Se pueden presentar dentro de las actividades de la Administración Pública del 
Distrito Federa 1: 
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a. Controver.;las entre particulares que tenga que ser resueltas por 
las autoridad administrativa, derlVado de la aplicación de una Ley 
o Reglamento aplicable a detennlnado caso en concreto. 

b. Controver.;las entre una autoridad administrativa y el particular, la 
cual tiene que ser resueltas por una autoridad administrativa, por 
ejemplo cuando se pretende Imponer alguna sanción 
administrativa. 

Primeramente, hay que decir que las acepciones de un escrito Inicial, 
promoción, solicitud o petición, son usadas Indistintamente por la Ley de 
Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, encerrando la idea de un 
escrito, es decir, un documento que contiene algo escrito. 

En mi concepto, el escrito Inicial será aquel primer escrito que se dirija y se 
presente ante la autoridad administrativa, en dicho escrito puede contener.;e 
una pretensión, así como lo requisitos necesarios para que se de Inicio a un 
procedimiento administrativo con fundamento en una Ley o reglamento 
administrativo. 

No debemos confundir una simple petieión, con el concepto de procedimiento 
administrativo, pues cabe hacer mención que la Ley de Procedimiento 
Administrativo del Distrito Federal admite esta diferencia al disponer en su 
artieulo 39 que: 

El articulo 39.- La Administración Pública del Distrito Federal, en sus relaciones 
con los particulares tendrán las siguientes obligaciones: 

Fracción X. - Dictar Resolución expresa sobre cuantas PETICIONES le fonnulen, 
en caso contrario, operará la afirmativa o negatlva fleta en los términos de la 
presente Ley, según proceda y 

Fracción XI.- Dictar Resolución expresa en los PROCEDIMIENTO INICIADOS 
DE OFICIO, cuya Instrucción y resolución afecte a terceros, DEBIENDO 
EMITTRLA DENTRO DEL PLAZO FUADO POR ESTA LEY o por los ordenamiento 
jurídicos aplicables. 57 

Es Innegable que previo al Inicio del procedimiento administrativo, ya sea de 
oficio o a petición de parte, debe existir algo que le da origen o lo motJvó. 

Tratándose del procedimiento Iniciado de oficio, aqui las autoridad 
administrativa emitirá necesariamente un acuerdo en el que hará saber al 

" ar. Ley de Proreo'imlento Mminislralivo del Oisf!lo Feóenll. Publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el día 19dedldembrede 1995. 

<t"U1:_::\ 
1 •'' 

· .. '_.1 • 
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particular que probablemente se verá afectado con el Inicio y tramitación del 
procedimiento administrativo, los motivos por los que Inicia el procedimiento 
etc, en este momento ya se puede decir que hay un auto de INICIO DEL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 

El acto que determina la Iniciación del procedimiento administrativo es un acto 
de trámite PRODUCE EL EFECTO DE INIOAR EL PROCEDIMIENTO. 

El acuerdo de Incoación debe adoptarse por el órgano competente, este acuerdo 
puede adoptarse por propia Iniciativa del órgano competente o como 
consecuencia de una orden superior, propuesta razonada de otros órganos o 
bien por denuncia. 

Ahora bien el procedimiento a Instancia de Interesado o petición de parte, debe 
tener como origen el escrito que presente el particular, en el cual de a conocer 
alguna situación con fundamento en determinada Ley o Reglamento 
Administrativo, escrito que da como consecuencia, que la autoridad 
administrativa DICTE UN AUTO INIOAL, en el que dará Inicio al procedimiento 
administrativo, si así fuere procedente, o en su caso debe dar contestación. 

Es decir, se Inicia a Instancia de Interesado cuando se promueve por un 
particular, con el objeto de que la autoridad se pronuncie sobre una pretensión 
concreta, que puede consistir en la solicitud de emisión, certificación, o 
ejecución de un acto administrativo que tiene efectos en la esfera jurídica de los 
particulares, la Instancia es el acto del Interesado que promueve un 
procedimiento, el acto por el que se deduce ante la administración una 
pretensión. 

liene virtualidad para poner en marcha el procedimiento, a diferencia de la 
denuncia, que aún procediendo también de un particular se limita a poner en 
conocimiento del órgano competente un hecho que puede determinar la 
Iniciación de un procedimiento. 

Por otra parte es Importante aclarar que una petición que se formula con 
fundamento en el artículo 8 constltuckmal. 

El artículo 8 COnstltuclonal establece el deber del funcionario y empleado 
público de contestar las peticiones de los gobernados, al disponer: 

Artículo 8° .• "Los funcionarios y empleados públicos respetarán el ejercicio del 
DERECHO DE PETICIÓN, siempre que ésta se formule por escrito, de manera 
pacífica y respetuosa, pero en materia política, solo podrán hacer uso de ese 
derecho los ciudadanos de la república. 

TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 



11 

A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se 
haya dirigido, la rual tiene la obligación de darlo a conocer en BREVE TERMINO 
a 1 peticionario." 

La constitución es omisa en cuanto que no marca o Indica que se debe entender 
por "breve término•, pero esta laguna ha sido subsanada por la jurisprudencia 
definida por la suprema corte de Justicia de la Nación. 

PETICION, DERECHO DE. TERMINO PARA EL ACUERDO RESPECTIVO. 

Atento lo dispuesto por el artículo 8º de la Constitución, que ordena que a toda 
petlckin debe recaer el acuerdo respectivo, es Indudable que si pasan más de 
cuatro meses desde que una persona presenta un ocurso y ningún acuerdo 
recae a él, se viola la garantía que consagra el citado artículo constitucional. 

PETICION. TERMINO PARA EMmR EL ACUERDO. 

La tesis jurlsprudenclal número 767 del Apéndice de 1965 al Semanario Judicial 
de la Federación, expresa: "Atento lo dispuesto en el artículo So. de la 
Constitución, que ordena que a toda petición debe recaer el acuerdo respectivo, 
es Indudable que si pasan más de cuatro meses desde que una persona 
presenta un ocurso y ningún acuerdo recae a él, se viola la garantía que 
consagra el citado articulo constitucional". De los términos de esta tesis no se 
desprende que deban pasar más de cuatro meses sin contestación a ooa 
petición para que se considere transgredido el artículo Bo. de la ConstltucJón 
Federal, y sobre la observancia del derecho de petición debe estarse siempre a 
los términos en que está concebido el repetido precepto. 

Por supuesto que un término de cuatro meses para cada escrito del particular 
en un procedimiento administrativo sería monstruoso dado el gran número de 
trámites que se desarrollan mediante peticiones de los Interesados y acuerdos 
de la autoridad con facultades jurisdiccionales, hecho que no se puede dar en 
tratándose de un procedimiento administrativo que Inevitablemente va a estar 
sujeto a términos mas breves que no se pueden variar. 

Se debe distinguir entre los trámites que dan origen a un procedimiento o una 
petición que no requiere tanta formalidad. 

No puede una Autoridad Administrativa ante un escrito o promoción que se 
fundamente en una Ley o Reglamento administrativo, prolongar su contestaciÓn 
a cuatro meses que es el término que se concede al la autoridad para contestar 
la petición que le formula el particular, cuando se fundamenta en el artículo e0 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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Es Indudable que las dependencias de la Administración Pública del Distrito 
Federal, hace en ocasiones las funciones de un Juez al resolver verdades 
controversia de derecho, por existir conflicto de Intereses, pero no en todos los 
casos se da origen a un procedimiento administrativo, pues hay escritos 
dirigidos a las distintas dependencias que no necesariamente da origen a un 
procedimiento, basta la simple contestación de la autoridad, para cumplir su 
función, existen supuesto en los que sl se da origen a un procedimiento 
administrativo como ya se menciono, y los cuales pueden ser: 

a. Controverslas entre particulares que tenga que ser resueltas por las 
autoridad administrativa, derivado de la aplicación de una Ley o 
Reglamento aplicable a determinado caso en concreto. 

b. Controverslas entre una autoridad administrativa y el particular, la 
cual tiene que ser resueltas por una autoridad administrativa, por 
ejemplo cuando se pretende Imponer alguna sanción 
administrativa. 

Se debe precisar los supuestos que dan origen a un procedimiento sujeto a las 
reglas que se establecen en el Titulo Tercero de la Ley del Procedimiento 
Administrativo, y escritos que solo Imponen a la autoridad la obligación de 
contestar. 

No se es claro en cuanto al escrito o promoción Inicial, pues no se contempla las 
controversia que de hecho pueden surgir entre dos particulares como entre 
autoridades y un particular, Se debe precisar que trámites o solicitudes dan 
lugar al Inicio de un procedimiento administrativo es estricto sentido, que deba 
necesariamente culminar con el dictado de una resolución. 

Para nosotros en el desarrollo de este tema, damos importancia a que 
el procedimiento administrativo solo tienen relevancia aquellos actos 
administrativos que pueden lesionar el Interés del particlllar, 
procedimiento que se debe ajustar a las formalldades esenciales del 
procedimiento, no asi las simples peticiones que no afectan su esfera 
juridica 

En conclusión podemos decir que la Ley de Procedimiento Administrativo del 
Distrito Federal debe Incluir de manera clara los MOTIVOS por los que se 
puede dar Inicio a un procedimiento administrativo, los cuales pueden ser: 

- Cuando exista controversia entre los particulares 
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Cuando la autoridad administrativa Inicie de Oficio o por denuncia, un 
procedimiento administrativo que tenga como efectos producir 
consecuencias en la esfera jurídica del particular. 

Asimismo, se debe precisar el MOMENTO en que se Inicia el procedimiento 
administrativo, hecho que se da en el momento en que la autoridad 
administrativa emite un acuerdo en contestación al escrito que le presente el 
particular, el cual tendrá el carácter de AUTO INICIAL, mismo que contendrá la 
orden de notificar el Inicio del procedimiento y sus consecuencias. 

Cabe hacer la aclaración que el siguiente punto se refiere de manera mas 
precisa a la obligación que debiera tener la autoridad administrativa que apoya 
su actuación el la Ley del Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, de 
emitir un auto admisorlo en relación al escrito Inicial, Independientemente de su 
naturaleza. 

4.4. LA OBLIGACIÓN DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA DE EMmR 
llN AUTO ADMISORIO EN RELACION AL ESCRTO INICIAL. 

Al Igual que en el punto que antecede, Nos preguntamos lEn que momento se 
da Inicio un procedimiento administrativo con fundamento en esta Ley?, no 
perdiendo de vista su supletorledad. 

Ya en el punto que antecede se hizo referencia al momento y motivos como se 
da Inicio al procedimiento administrativo tanto de oficio como a petición de 
parte, haciendo alusión a el AUTO INIOAL, el cual se puede traducir en AUTO 
ADMISORIO, esto si el escrito Inicial se ajusta a los supuestos de la Ley o 
Reglamento aplicable al caso concreto. 

Es decir, los particulares, al dirigir sus solicitudes o peticiones concretas a la 
administración pública, deben hacerte apegados a derecho y éstas tienen la 
obligación de atenderlos en todos los casos, tanto cuando sean procedentes 
como cuando no, pero siempre fundamentando sus resoluciones. 

Del análisis del Procedimiento Administrativo regulado por la Ley de 
Procedimiento Administrativo del Dlstrlto Federal, se deduce que no existe un 
articulo expreso que Imponga como obligación para la autoridad administrativa 
emitir un auto Inicial que en su caso puede erigirse en admlsorlo, en relación al 
escrito Inicial, en el que se pueda orientar de manera general al gobernado 
sobre el trámite de su escrito o en su caso del procedimiento que se pudiera 
Iniciar. 

.ESTA 
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Al efecto la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, solo hace 
mención a que el procedimiento podrá Iniciarse de Oftelo o a petición de parte, 
mas no hace referencia a que esto supuestos se den mediante un AUTO 
ADMISORIO. 

Con la emisión de un auto ADMISORIO se observaría una visión general de las 
consecuencias de la presentación del escrito o promoción Inicial que se presente 
ante determinada dependencia de Gobierno del Distrito Federal, asimismo dará 
lugar en caso de ser procedente al Inicio del procedimiento administrativo, se 
precisará la notificación del Inicio del mismo y sus consecuencias, así corno 
acordar lo tocante al OFRECIMIENTO DE PRUEBAS, pues al existir diversidad de 
artículos que se refieren al periodo probatorio en cuanto a su ofrecimiento 
resulta confuso para el particular. 

CABE HACER MENCION QUE ESTOS SUPUESTOS SE DAN SIN EL ESCRITO 
INICIAL QUE PRESENTE EL PARTICULAR ANTE DETERMINADA DEPENDENCIA 
DE GOBIERNO, CUMPLE CON LOS REQUISITOS DE LA LEY O REGLAMENTO 
APLICABLE AL CASO CONCRETO, Y LA AITTORIDAD HA CONCLUIDO QUE ES 
PROCEDENTE INICIAR EL TRAMITE DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 

La sola presentación de un escrito ante determinada dependencia de Gobierno, 
trae corno consecuencia el poner el movimiento la actividad de la 
administración, pues esta tiene la obligación de emitir una contestación, pero no 
por la sola presentación se origina que se Inicie un Procedimiento 
Administrativo, sino que éste debe cumplir con ciertos requisitos y ajustarse a 
los supuestos que regula la Ley o Reglamento administrativo aplicable al caso 
concreto. 

Considero de suma Importancia que al Ingresar cualquier escrito Inicial dirigido 
ante determinada dependencia de la administración pública, es obligación 
Inexcusable de la autoridad de contestar o emitir un acuerdo, en el cual se de a 
conocer al particular un panorama general y las consecuencias que Implican la 
presentación de ese escrito y subsecuentes trámites a seguir. 

Al efecto el maestro Dorantes Tamayo nos expone lo siguiente: 

"Resoluciones que el Juzgador puede dictar en relación a la demanda: 

PREVENCIÓN.- 51 la demanda fuere obscura o Irregular el Juzgador debe 
prevenir al actor para que aclare corrija o complete. 

RECHAZO DE LA DEMANDA.- El Juzgador puede rechazar esta cuando a 
la misma le falta algún requisito esencial para su admisión o algún 
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presupuesto procesal como son la competencia del Órgano Jurlsdicdonal 
o la legitimación procesal de las partes. 

DE LA ADMISION DE LA DEMANDA.- en esta resolución la dicta el 
Juzgador, cuando la demanda ha llenado los r~ulsitos esenciales 
establecidos por la ley o los presupuestos procesales. 

Cabe destacar que tanto el auto de prevención, como el de rechazo de la 
pretensión contenida en el escrito Inicial, están regulados expresamente en La 
Ley en comento de la siguiente manera. 

Artículo 45.- Cuando el escrito lnlclal no contenga los requisitos o no se 
acompañe los documentos previstos en el articulo anterior, la autoridad 
competente PREVENDRA por escrito y por una sola vez al Interesado, o en su 
caso, al representante legal, para que dentro del término de cinco días hábiles 
siguientes a la notificación de dicha prevención, subsane la falta. En el supuesto 
de que en el término señalado no se subsane la Irregularidad, la autoridad 
competente resolverá que SE TIENE POR NO PRESENTADA DICHA SOUCITUO. 

Artículo 49.- • ... Cuando la autoridad competente considere que la solicitud o 
escrito Inicial no reúne todos los requisitos previsto por esta Ley, PREVENDRA al 
Interesado para que subsane dicha Irregularidad .• ." 

De los anteriores resoluciones citadas y que la autoridad administrativa puede 
dictar en relación a la pretensión propuesta, nos Interesa la relativa a la de LA 
ADMISIÓN DE LA DEMANDA, el cual aplicado a nuestra materia sería el de LA 
ADMISIÓN DEL ESOUTO INICAL que fundado en una Ley o Reglamento 
administrativo aplicable al caso concreto, DA ORIGEN A QUE SE INIOE UN 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 

No hay que perder de vista lo que hemos reiterado en diversas ocasiones, que 
la Ley de Procedimiento Administrativo del Oislrito Federal no puede, ni debe 
ser tomada como una Ley principal, pues de nada serviría la labor legislatlva 
que ha dado origen a la expedición de un sinnúmero de leyes y reglamentos 
administrativos, si estos no se aplicaran. 

En consecuencia esta Ley al venir a subsanar posibles defectos de las Leyes y 
Reglamentos existentes, que como se ha didlo en muchos caso no regulan 
eficientemente el procedimiento admlnlstratiVo, estos ordenamientos deben 
apoyarse en esta ley, que debiera ser mas precisa en cuanto al Inicio del 
procedimiento dentro de un AlffO INICIAL 

,. Dorantes Tamay<> Luis. Op. Cit. Pág. 325. 
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En consecuencia dada la actividad de la autoridad administrativa ante la cual se 
tramita un procedimiento administrativo, no existe impedimento alguno para 
que se le Imponga como obligación el emitir un acuerdo de admisión del escrito 
Inicial, para efectos de Iniciar un procedimiento administrativo. 

Se debiera Incluir LA OBLIGACIÓN DE UN AlITO INICIAL de la siguiente 
manera: 

"Recibido el escrito Inicial por la Unidad Administrativa competente, será 
obligación Inexcusable para esta, emitir dentro del término de tres días hábiles 
siguientes a su presentación, un auto Inicial el cual podrá ser de admisión, 
prevención o rechazo de la pretensión. 
En caso de admisión de la pretensión, la autoridad ordenará el Inicio del 
procedimiento administrativo, asimismo mandará a notificar a los Interesados 
dicho acuerdo para que dentro del término de cinco días manifiesten lo que a su 
derecho convenga. 

El Incumplimiento a esta disposición dará lugar a la Responsabilidad del Servidor 
Público, en los términos de la Ley de Responsabilidades." 

Como se ha hecho énfasis en reiteradas ocasiones, no hay que perder de vista 
que esta Ley viene a suplir las posibles deficiencias que existen en un sinnúmero 
de leyes y reglamentos de carácter administrativo, en los cuales no se 
contempla expresamente la obligación de emitir en relación al escrito Inicial que 
se les presente, un auto admlsorlo que decida sobre la admisibilidad de la 
pretensión o el rechazo de la misma. 

El término que se propone y obligación a cargo de la autoridad es con el fin de 
darle agilidad al Inicio del procedimiento, pues no se debe oMdar que el 
procedimiento administrativo por naturaleza debe ser mas sencillo, flexible y 
exento de formalismos, por el Interés público que subyace en esta materia. 

Por otro lado, es con la finalidad de evitar que un sinnúmero de escritos que se 
presenten ante la autoridad administrativa se rezaguen dentro de sus oficinas y 
se decida prontamente sobre la admisibilidad o no de la pretensión planteada, 
pues ante la pausada actividad de las autoridades administrativa trae como 
consecuencia un sinfín de problemas que llenara de juicios los Tribunales 
judiciales en materia administrativa. 

4.5. NECESIDAD DE PRECISAR Y Aa.ARAR EL PERIODO PROBATORIO 
DENTRO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRAnvo. 

Debemos mencionar que como en cualquier procedimiento, en el administrativo 
las pruebas juegan uno de los papeles mas Importantes, pues de la Idoneidad 

TESIS CON 
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de ellas depende la decisión que tenga a bien dictar la autoridad administrativa 
correspondiente en la Resolución Administrativa. 

Reviste vital Importancia en razón a que como lo hemos mencionado 
anterlonnente, las diferentes ;lUtorldades administrativas tienen que resolver 
verdaderas controversias de derecho en las que se colocan en un plan de juez y 
que por Igual tiene que allegarse de los medios de prueba para resolver 
conforme a derecho, procurando dar la razón a quien la tiene y evitar en la 
medida de lo posible afectar de manera arbitrarla a los particulares en su esfera 
jurídica. 

El Maestro Dorantes Tamayo Luis asegura que la prueba es el medio Idóneo 
para demostrar la verdad o falsedad de una proposición o la existencia o 
Inexistencia de un hecho, o excepcionalmente de un derecho59

• En principio solo 
los hechos son objeto de prueba y excepcionalmente el derecho, agrega que 
aun así hay ciertos hechos que no necesitan ser probados. 

Una de las partes mas Importantes dentro del procedimiento administrativo es la 
probatoria, que esta constituida por una serle de actos procesales que son: 

• Ofrecimiento o proposición de pruebas. 
• Admisión o el rechazo por parte del Juzgador de los medios ofrecidos 

como prueba. 
• La preparación de las pruebas admitidas, y 
• El desahogo de las mismas. 

La valoración de las pruebas se hace al momento de dlcli!r la resolución que al 
efecto dicte la autorldad administrativa correspondiente. 

Para el desarrollo de este punto, nos Importa el referente al PERIODO O 
MOMENTO EN QUE SE DEBEN OFRECER LAS PRUEIWi, pues tanto la admisión 
y desahogo de las misma es consecuencia de que las pruebas se ofrezcan en el 
momento procesal oportuno. 

Resulta conveniente, transcribir textualmente los diversos artículos que dentro 
del Titulo Tercero de la Ley de Procedimiento Acfmlnlstratlvo del Distrito Federal 
se refieren al periodo probatorio, en cuanto al ofrecimiento, admisión y 
desahogo de las pruebas. 

El articulo 39.- La Administración Pública del Distrito Federal, en sus relaciones 
con los particulares tendrán las siguientes obligaciones: 

59 ldem. Pág. 345. 

f
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Fracción V.· ADMmR LAS PRUEBAS permitidas por los ordenamientos jurídicos 
aplicables y recibir alegatos, los que deberán ser tomados en cuenta por la 
autoridad competente al dictar resolución. 

En términos de esta Ley, es obligación de la autoridad administrativa admitir las 
pruebas permitidas, pero esta obligación se puede limltar a que las pruebas 
deben ofrecerse en el momento procesal oportuno v dentro del término que se 
disponga en la Ley o Reglamento aplicable o en su caso en que contemple la 
Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal. 

Artículo 44.· Las promociones deberán hacerse por escrito. Cuando la nomna 
aplicable no señale los requisitos específicos, el escrito Inicial deberá expresa 
acompañar y cumplir con los siguientes requisitos: 

Fracción VI.· Los requisitos que señalen los ordenamientos jurídicos aplicables, 
o el Manual, OFRECENDO EN SU CASO, LAS PRUEBAS CUANDO SEAN 
NECESARIAS, PARA ACREDITAR LOS HECHOS ARGUMENTADOS, Y LA 
NATURALEZA DEL ASUNTO ASILO EXIJA. 

Artículo S6.· El instructor del expediente ACORDARA LA APER11JRA DE UN 
PERIODO DE PRUEBAS, en los siguientes supuestos: 

l.· CUANDO lA NATURALEZA DEL ASUNTO AS! LO EXUA Y LO ESTABLEZCAN 
LAS LEYES CORRESPONDIENTES, O 

11. • Cuando la autoridad competente que esté conociendo de la tramitación de 
un procedimiento, NO TENGA POR CIERTOS LOS HECHOS SEÑALADOS por 
los Interesados, siempre que se apoye en circunstancias debidamente 
Fundadas y motivadas. 

EN LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS SE ADMmRAN TODA 
CLASE DE PRUEBAS, excepto la confesional a cargo de la autoridad, y las 
que sean contrarias a la moral, al derecho o a las buenas costumbres. 
Contra el desechamlento de pruebas no procederá recurso alguno sin 
perjuicio de que esta circunstancia pueda alegarse al Impugnarse la 
resolución administrativa. 

LAS PRUEBAS SUPERVENIENTES podrán ofrecerse hasta antes de que se 
dicte resolución en el procedimiento administrativo. 

Artículo S7.· CON EL ESCRITO INICIAL SE DEBERAN OFRECER PRUEBAS 
SIEMPRE QUE LA NATURALEZA DEL ASUNTO ASI LO EXDA y lo 
prescriban las normas, y cuando en los ordenamientos jurídicos aplicables o en 
el Manual, no este detallado expresamente el debido proceso legal SE SEGUIRA 
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EL PROCEDIMIENTO QUE ESTABLECE ESTA LEY. LA AUTORIDAD 
COMPETENTE ACORDARA DENTRO DE LOS TRES DIAS HABILES 
SIGUIENTES EL OFRECIMIENTO DE LAS PRUEBAS, SEÑALANDO DIA Y 
HORA PARA LA CELEBRACIÓN DE LA AUDIENCIA DE ADMISIÓN Y 
DESAHOGO DE PRUEBAS Y AUGATOS MISMA QUE DEBERA 
VERIFICARSE DENTRO DE LOS s1m DIAS HABILES SIGUIENTES A 
QUE SE NOTIFIQUE EL ACUERDO EN QUE SE ADMnAN LAS PRUEBAS. 
Solo en caso de que se requiera la opinión de otra dependencia o entidad, la 
audiencia podrá fijarse en un plazo mayor al señalado, que no podrá exceder en 
todo caso de veinte días hábiles 
La audiencia tendrá por objeto la admisión y desahogo de las pruebas ofrecidas, 
así como la recepción de los alegatos que formulen los Interesados por sí o por 
medio de representantes o personas autorizadas. Concluida la Audiencia, 
comparezcan o no los Interesados, la autoridad emitirá la resolución del asunto, 
dentro del término de cinco dlas hábiles. 

Artículo 58.- En el caso de que la autoridad NO TENGA POR CIERTOS LOS 
HECHOS AFIRMADOS POR LOS INTERESADOS, ACORDARA, DENTRO DE LOS 
TRES DÍAS HÁBILES SIGUIENTES A LA RECEPCIÓN DEL ESCRITO INICIAL, LA 
APERTURA DE UN PERIOOO PROBATORIO DE CINCO DIAS HABILES, 
NOTIFICANOO AL INTERESADO DIOiO ACUERDO. La autoridad competente 
certificará el periodo de ofrecimiento de pruebas, realizando el computo 
correspondiente. EN EL CASO QUE NO SE OFRECIERAN PRUEBAS, la autoridad 
lo hará constar y resolverá el asunto con los elementos que existan en el 
expediente. 

SI el Interesado ofrece pruebas para corroborar los hechos que argumenta, la 
autoridad acordará y resolverá en los términos que establece el artículo 57 de 
esta Ley. 

De lo anterior se concluye que un particular que apoye o base su pretensión en 
esta Ley, cuando el ordenamiento aplicable al caso concreto sea omiso en 
cuanto al ofrecimiento de pruebas, encontrará una gran confuslón al encontrar 
varios supuestos que se refieren al periodo de ofrecimiento de pruebas, los 
cuales lejos de aclarar su aplicación, la toman confusa. 

Se debe conjuntar en un soto artículo todo lo relativo al ofrecimiento de pruebas 
y de manera sucesiva la admisión y desahogo de las mismas, pues resulta de lo 
mas confuso que haya diversos artículos redactados en forma diferente, y que 
se refieren a lo mismo, por lo que considero que haya una modificación. 

cabe mencionar que aquí lo que nos Interesa es precisar y aclarar lo referente 
al OFRECIMIENTO DE LAS PRUEBAS, pues de su debida oportunidad de este, 
dependerá la admisión y el consiguiente desahogo de las mismas. 

TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 
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Primeramente nos preguntarnos len que momento se ofrecen las pruebas? 

Tornando corno base la supletoriedad a la que tantas veces no hemos referido, 
se puede dar los siguientes supuestos: 

• Que el ordenamiento aplicable al caso concreto, disponga 
fehacientemente, que las pruebas se deben ofrecer con el escrito Inicial. 

• Que el ordenamiento aplicable, sea omiso en cuanto al momento en que 
se deben ofrecer las pruebas. 

La Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, dada su 
característica de supletoria, debe orientar al particular de una manera clara y 
precisa. 

Respecto al contenido del articulo 57 antes referido, considero atinada la crítica 
que realiza el Doctor Miguel Acosta Romero en su comentarlo que dice: 

~En este artículo se prevé la celebración de una audiencia de admisión y 
desahogo de pruebas y alegatos; pero contiene un disparate, por que dice que 
esta se verificará dentro de los siete días hábiles siguientes a que se notifique el 
acuerdo en el que se "admitan" las pruebas, y mas adelante corno es de 
suponerse, aclara que la audiencia tendrá por objeto la admisión y desahogo de 
las pruebas ofrecidas, en otras palabras, si ya se admitieron las pruebas, 
entonces lla audiencia solo tendrá por objeto el desahogo de ellas?, lo correcto 
debe ser: 

Artículo 57.- La autoridad competente acordará dentro de los tres días hábiles 
siguientes a la recepción del escrito Inicial, la apertura de un periodo de 
ofrecimiento y aportación de las pruebas, señalado día y hora para la 
celebración de la audiencia de admisión y desahogo de pruebas y alegatos, que 
deberá verificarse dentro de los siete días hábiles siguientes al en que se 
notifique el acuerdo en el que se tengan por presentadas y recibidas las 
pruebas.• 60 

Comentarlo con el que estoy de acuerdo, por ser mas claro en cuanto a su 
contenido e Interpretación, y la hago como propuesta del presente terna de 
Investigación, debiendo solo aumentar al Inicio que "Cuando el ordenamiento 
aplicable al caso concreto sea omiso en cuanto al periodo de ofrecimiento de 
pruebas, se observará lo siguiente:" 

" Acosta Romero Miguel. Et al. ley de fl!deriJI de Proa!dim/ento ildmkllslralivo y ley de 
Procedimiento Administrativo del Distrito federal romentadas. Op Ol Pág. 392-393. 
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Lo tocante a la admisión de las pruebas es como ya lo dijimos, consecuencia de 
que las pruebas se hayan ofrecido con la debida oportunidad, para que una vez 
ofrecidas se proceda a dictar un auto que se refiera sobre la admisión y 
desahogo de las mismas, tal y como lo dispone el articulo 57 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, con la observación antes 
referida. 

Analizando en citado artículo encontramos que: 

• La autolidad competente acordará dentro de los tres días hábiles 
siguientes a la recepción del escrito Inicial, la apertura de un periodo de 
ofrecimiento y aportación de las pruebas. 

Es decir, otorga al gobernado un plazo dentro del cual deben ofrecer las 
pruebas que estime pertinentes, aquí todavía no se habla de que las pruebas 
que ofrezca ya se hayan admitido, pues este es un acto procesal posterior. 

• La autoridad señalará día y hora para la celebración de la audiencia de 
admisión y desahogo de pruebas y alegatos. 

Este supuesto se da una vez que las pruebas han sido ofrecidas y se tienen por 
presentadas, se entiende que la autoridad tuvo por ofrecida las pruebas, y toda 
vez que las mismas se ofrecieron con la debida oportunidad, procede a señalar 
fecha para su admisión y desahogo. 

Lo concerniente a la admisión, esta regulada en el artlcuio 57 de la Ley en 
comento, la cual se da en la fecha seilalada para el desahogo de las pruebas 
ofrecidas, quedando que la admisión y desahogo de las pruebas se verifican en 
un solo acto procesal, es decir, en la audiencia señalada, con lo cual se deduce 
de la celeridad que debe Imperar en el procedimiento administrativo. 

El desahogo lo será propiamente en la audiencia que tenga a bien efectuarse 
ante la autoridad administrativa en la fecha señalada. 

Por último la valoración de las pruebas se dará por parte de la autoridad 
administrativa al momento que dicte la Resolución Administrativa que conforme 
a derecho proceda. 



CO NC L US ION ES. 

P R 1 M E R A.- Las Leyes Españolas han Influido en gran media en el contenido 
de nuestros ordenamientos jurídicos, no siendo la excepción en materia 
Administrativa, pues es un hecho que las Leyes Españolas de Procedimiento 
Administrativo, Influyeron en la elaboración y contenido de nuestras actuales Leyes 
de Procedimiento Administrativo tanto Federal como del Distrito Federal. 

S E G U N D A.- La Importancia del derecho Anglo-Sajón radica esencialmente en 
que este tuvo gran Influencia en nuestra Constitución Política, en virtud de que de 
éste se adopta el principio de "debido proceso legal", el cual fue plasmado en 
nuestro artículo 14 Constitucional conocido como el principio de Garantía de 
audiencia aplicado Incluso a la materia Administrativa. 

T E R e E R A.· El Congreso Internacional de Ciencias Administrativas celebrado 
en Varsovia en el año de 1936, establece los principios o bases mínimas que debe 
Imperar en cualquier tipo de procedimiento tramitado ante las autoridades 
administrativas, que tengan como finalidad producir efectos en la esfera jurldlca 
del particular, los cuales ha Influido en los países en los que se pretende hacer 
efectiva la Justicia administrativa. 

e U A R T A.- La expedición de nuestra actual Ley de Procedimiento 
Administrativo del Distrito Federal, obedeció a la necesidad de conjuntar en un 
solo cuerpo ordenado de normas, diversos principios de la doctrina procesal y la 
jurisprudencia administrativa, para establecer el debido proceso legal o camino que 
debe seguir la autoridad administrativa para emitir sus manifestaciones jurldicas. 

Q U I N T A.- El ámbito de aplicación de la Garantía de audiencia, abarca la 
materia administrativa, por lo que debe ser respetada por todas las autoridades 
administrativas ante la que se tramite un procedimiento administrativo en el que 
se tenga como finalidad producir efectos en la esfera jurídica del particular. 

S E X T A.- El procedimiento administrativo regulado en la Ley de Procedimiento 
Administrativo del Distrito Federal, debería ser mas claro y preciso tomado en 
cuenta las formalidades esenciales del procedimiento, y la gran diversidad de leyes 
y reglamentos de carácter administrativo que actualmente existen. 

S E P T I M A.- La característica mas Importante de la Ley de Procedimiento 
Administrativo del Distrito Federal, es su Supletorledad a la gran diversidad de 
Leyes y Reglamentos administrativos existentes. 

O e T A V A.- Como consecuencia de su carácter supletorio, al existir gran 
diversidad del Leyes y Reglamentos administrativos, que regulan determinada 
actividad de la administración pública, esta Ley de procedimiento administrativo no 
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es principal de cada actlvldad de la administración, sino que esta viene a ser un 
complemento que debería ser casi perfecto para subsanar las lagunas o 
Irregularidades que existen en todos las leyes o reglamentos existentes 

N O V E N A.- Esta ley al ser una Ley que viene a suplir las posibles deficiencias 
existentes en los diversos ordenamientos administrativos positivos, lo debe hacer 
ciñéndose a las formalidades esenciales del procedimiento, así como ser dotado de 
claridad y precisión, debe ser flexible y conciso, haciéndolo accesible a todo el 
particular que tenga relación con el gobierno. 

D E C I M A.- La ley de Procedimiento Administrativo del Distrito federal, 
contiene ciertos aspectos de suma Importancia dentro del procedimiento 
administrativo, que no son claros en cuanto a su contenido e Interpretación. 

D E C I M A P R 1 M E R A.- La Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito 
Federal requiere ciertas modificaciones tendientes ha perfeccionar su contenido 
relativo a la regulación del procedimiento Administrativo, dada la Importancia de su 
supletorledad. 

D E C I M A S E G U N D A.- La Ley de Procedimiento Administrativo del 
Distrito Federal debe precisar que todas las autoridades administrativas que 
Integran la admlnl~ción Pública del Distrito Federal, sean titulares u órganos 
auxlllares en términos de la Ley Orgánica de la administración Publica del Distrito 
Federal y su Reglamento, pueden apoyar su actuación en términos de la Ley de 
Procedimiento Administrativo del Distrito Federal. 

D E C 1 M A T E R C E R A.· La Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito 
Federal debe precisar el momento y motivos por los que puede Iniciar un 
procedimiento administrativo, pues es un hecho que ante las autoridades 
administrativas, se plantean verdaderas controversias de derecho, que colocan a la 
autoridad administrativa en un plan de Juez, por lo que debe resolver si el escrito 
presentado por el particular da o no lugar al Inicio del procedimiento. 

D E C 1 M A CU A R T A.- La Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito 
Federal, debe Imponer expresamente la obligación a cargo de la autoridad 
administrativa de emitir un auto admlsorlo en relación al escrito Inicial, pues en 
dicho auto se dará al particular un visión general sobre el trámite a seguir en caso 
de que la autoridad tenga a bien ordenar el Inicio del procedimiento. 

D E C 1 M A Q U 1 N TA.· La Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito 
Federal debe aclarar el periodo probatorio en lo concerniente al Ofrecimiento de 
pruebas, evitando ser repetitivo en diversos artlculos sobre el momento en que se 
ofrecen las pruebas, debiendo tomar en cuenta los diversos ordenamientos 
administrativo existentes de manera que no sea confusa su aplicación. 
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